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El objetivo de la presente investigación es contribuir a la comprensión del tipo de 
democracia sindical que ha emergido a partir del contexto mexicano de la doble transición 
económica y política, donde se asume como punto de partida que pueden convivir 
elementos del modelo de Seymour Lipset de democracia pluralista con ciertas intrusiones 
autoritarias de la ley de hierro de Robert Michels. Asimismo, nos interesa entender por qué 
a pesar del legado autoritario del régimen sindical mexicano que describen Schmitter 
(1992), Bensusán y Midlebrook (2013) y otros, caracterizado por un corporativismo 
autoritario, ha sido posible que en algunos sindicatos emerjan sistemas de gobierno con 
distintas formas o prácticas democráticas y cómo ello se relaciona con un tipo de 
representación de los trabajadores sindicalizados. 
 
Para poder analizar este problema, se estudió el caso de la agenda de género en tres 
unidades de observación (tres sindicatos) que son cruciales o representativas de 
organizaciones sindicales con prácticas y/o instituciones democráticas en su forma de 
gobierno. Este estudio, por consiguiente, espera contribuir comprensión de los factores que 
inciden en el nivel de representatividad sindical, donde la democracia sindical se considera 
un factor crucial pero no una condición suficiente en virtud del modelo de transición 
mexicana. 
 





The objective of this research is to contribute to the understanding of the type of union 
democracy that has emerged from the Mexican context of the dual economic and political 
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transition, where we assumed as a starting point that the democracy pluralist of Seymour 
Lipset can coexist with certain authoritarian intrusions of Robert Michels’ iron law. We are 
also interested in analyzing why despite the authoritarian legacy of the Mexican trade union 
system that Schmitter (1992) and Midlebrook Bensusán (2013) described, characterized by 
an authoritarian corporatism, it was possible that some unions democracy emerged and how 
it is connected with to a some kind of unionized workers’s representation. 
 
To analyze this problem, the case of the gender agenda was studied in three observation 
units (three unions) that are critical or representative of trade union organizations with 
democratic practices or government’s institutions. This study therefore, hopes to contribute 
to the understanding of the factors affecting the level of union representation where union 
democracy is considered a crucial factor but not a sufficient condition under Mexican 
transition model. 
 





Desde que Lipset et al (1956) publicaron el estudio de caso del Sindicato de Tipógrafos en 
los Estados Unidos como una excepción a la ley de hierro de Robert Michels (1915), la 
literatura sobre democracia sindical ha proliferado abundantemente. A partir del estudio de 
la dinámica interna en el Partido Socialdemócrata Alemán (PSD), el supuesto de Michels 
era que conforme la organización crecía y se generaba una división y especialización del 
trabajo, se producía un proceso paulatino de concentración del poder y de permanencia de 
una élite dirigente, la cual el autor consideraba una oligarquía. Ello resultaba contradictorio 
con los principios y valores del Partido Socialdemócrata Alemán (PSD), por lo cual este 
caso crucial le permitió justificar una teoría general sobre cómo se conforman oligarquías 
en las organizaciones. 
 
En contraste, el estudio de Lipset et al (1956) tenía por objetivo demostrar bajo qué 
condiciones no operaba la ley de hierro, a partir también de un estudio de caso crucial: el 
sindicato de tipógrafos en Estados Unidos. El principal aporte de este estudio fue la 
identificación de los factores organizacionales que permiten que funcione un tipo de 
democracia pluralista en las organizaciones, como son: la rotación constante de los 
dirigentes, quienes sólo reciben una pequeña compensación por su labor sindical; la 
institucionalización de una oposición que es considerada legítima; la rendición de cuentas 
de la clase dirigente; la realización de elecciones libres; la emergencia de una comunidad 
política donde la base sindicalizada participa constantemente, entre otros. De hecho, a raíz 
de la publicación de esta obra denominada Union Democracy (1956) encontramos 
numerosas publicaciones posteriores sobre el significado del concepto de democracia 
sindical, sus supuestos y perspectivas teóricas que complementan la visión de la sociología 
política, a partir de la psicología, el derecho, la teoría organizacional o las relaciones 
industriales. De este modo, se ha estudiado cuáles son las principales actitudes de los 
miembros hacia sus dirigentes sindicales (Landsberger and Hulin, 1961), se ha cuestionado 
la mezcla de teoría y evidencia en la justificación de Michels de la ley de hierro (Edelstein, 
1967; Linz, 1996; Pezaro, 1974), se ha debatido sobre el sentido finalista de la democracia 
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sindical (Magrath, 1959) e incluso desde la teoría política se ha cuestionado su alcance a 
partir de la teoría de Rawls (Pezaro, 1974) y desde la idea de Leviathan de Rousseau (Kuhn 
y Zech, 1986). Sin duda, uno de los hallazgos más interesantes en la literatura ha sido la 
revisión de Stratton (1989) treinta años después del mismo caso estudiado por Lipset, 
donde ya no persisten las condiciones para el funcionamiento de la democracia sindical. 
 
En México son escasos los estudios sobre la democracia sindical, donde destaca la 
investigación coordinada por el profesor Enrique De la Garza con varios estudios de caso 
de democracia sindical. Sin embargo, persisten importantes vacíos respecto a la nueva 
realidad que han tenido que enfrentar los sindicatos, como son las demandas de género o el 
debate abierto en la década de los noventa sobre la calidad de la democracia y el impacto de 
la transición política, entre otras dimensiones de la ciudadanía. 
 
Por consiguiente, el objetivo del presente trabajo es contribuir a la comprensión del tipo de 
democracia sindical que prevalece en el sindicalismo mexicano y los límites a la 
representatividad de los intereses de sus miembros, considerando para ello el legado de la 
doble transición económica y política en el mundo del trabajo. Para ello nos basaremos en 
un estudio de caso crucial en tres unidades de observación: la agenda de género en los 
sindicatos de Teléfonos de México, Aeromexico-Aeromar y la aseguradora Metlife. 
 
La hipótesis de la presente investigación parte de asumir que aquellos sindicatos mexicanos 
que han consolidado su independencia del corporativismo tradicional y han incorporado en 
su gobierno ciertas prácticas e instituciones democráticas no han logrado un buen 
desempeño en la representación de sus bases sindicalizadas (entre ellas las mujeres) debido 
a que no han podido desprenderse de las prácticas e instituciones autoritarias y corporativas 
del régimen de relaciones laborales mexicano. En consecuencia, la democracia sindical 
mexicana, aislada y debilitada, se caracteriza fundamentalmente por su naturaleza 
minimalista e híbrida, donde conviven las reglas formales del proceso democrático con 
elementos de la ley de hierro de Michels (autoritarismo y oligarquía), lo cual debe ser 
estudiado como parte de un proceso político institucionalizado y permanente del 
sindicalismo mexicano. Esta desnaturalización del ideal de democracia sindical, como 
veremos seguidamente, no es ociosa, sino que es el resultado de una doble transición 
económica y política donde los sindicatos fueron uno de los grandes perdedores. 
 
Para cumplir con este objetivo hemos dividido el presente trabajo en cinco partes: primero, 
revisaremos cuáles han sido los efectos de la doble transición mexicana en el mundo del 
trabajo, ya que como se probará en el presente análisis el contexto histórico es central para 
comprender las tensiones y contradicciones del sindicalismo democrático mexicano. 
Asimismo, en el plano teórico definiremos nuestro objeto de análisis, la democracia 
sindical y discutiremos su relación con la representación de los trabajadores y la calidad de 
la democracia. Finalmente, se pondrá a prueba la hipótesis de partida a partir de un diseño 
de caso, el de la agenda sindical de género, donde se aportará evidencia del trabajo de 
investigación realizado en el año 2014 en tres organizaciones sindicales mexicanas 
comprometidas con la democracia sindical. De esta forma se aportará elementos para la 
discusión de la calidad de la democracia y la relevancia de democratizar las instituciones y 
las prácticas en el mundo del trabajo.   
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2. La doble transición económica y política en el mundo del trabajo 
 
Durante el periodo 1980-1990 México atravesó importantes transformaciones. Primero, 
desde mediados de la década de los 80 y principios de la siguiente se produjeron reformas 
de largo alcance para la liberalización del mercado. Posteriormente, en los 90 se inició un 
periodo de liberalización del régimen político posrevolucionario a través de la 
democratización de sus instituciones electorales. Sin embargo, lejos de que estas 
transformaciones estructurales hayan abierto una ventana de oportunidad para la defensa de 
los intereses de los trabajadores organizados, esta doble transición ha tenido un impacto 
mayormente negativo para las organizaciones sindicales como actores sociales y políticos. 
Como veremos seguidamente, la paradoja de este proceso histórico es que la liberación 
pudo llevarse a cabo gracias a grandes dosis de autoritarismo en las relaciones laborales y 
la contención del sindicalismo democrático y reivindicativo. 
 
2.1.La transición económica primero 
 
Precisamente, el hecho de que la reforma económica se hubiera iniciado antes que la 
apertura del régimen político fue un factor clave para neutralizar la potencial disidencia de 
las organizaciones obreras junto. Asimismo, como veremos más adelante, otro elemento 
que hizo posible la liberalización del mercado fue que el Estado mantuvo intactos los 
mecanismos de control autoritario sobre el movimiento obrero. 
 
La reestructuración de la economía mexicana a partir de los 80s representó importantes 
desafíos no sólo para los sindicatos aliados del gobierno sino también para aquellos 
autónomos e independientes (Bensusán y Middlebrook, 2013:45). El pacto entre la élite 
política gobernante y los dirigentes sindicales se sostuvo desde la década de los 40 y hasta 
los 70 a partir de un modelo de desarrollo económico basado en la sustitución de 
importaciones, que se tradujo un crecimiento económico sostenido (con incrementos del 
PIB real en torno del 6% anual), así como en un aumento de los salarios reales y las 
prestaciones sociales. Los dirigentes sindicales aliados del gobierno pudieron incluso 
canalizar una gran cantidad de recursos a sus bases por la vía de subsidios gubernamentales 
y a través de incrementos salariales, lo que a su vez les permitía fortalecer su posición al 
interior del gobierno del sindicato. De esta forma se produce lo que Bensusán y 
Middlebrook (2013:43) denominan una “convergencia de intereses” de los trabajadores y 
del capital nacional, puesto que la rápida expansión económica permitió generar nuevas 
fuentes de empleo y sobretodo después de la década de los 50 incrementar los salarios 
reales, al mismo tiempo que las barreras arancelarias y los controles directos sobre las 
importaciones frenaban la competencia exterior, con amplios margen de ganancia para el 
sector privado mexicano. 
 
A partir de la crisis financiera de 1982 y con la suspensión del pago de la deuda externa, el 
gobierno del presidente De la Madrid impuso una política económica de austeridad, 
estableciendo las bases para la adopción de un nuevo modelo económico basado en la 
liberalización de la economía, la privatización de empresas del Estado y el abandono de las 
políticas sectoriales de impulso del empleo. En consecuencia, el crecimiento económico se 
colapsó y la inflación se elevó a niveles sin precedentes, con el consiguiente desplome de 
los valores reales del salario mínimo en un 70.2% acumulativo entre 1981 y 1997 
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(Bensusán y Middlebrook, 2013:50). Entre las políticas económicas heterodoxas, los 
presidentes De la Madrid (1982-1988) y Salinas (1988-1994) implementaron varias 
medidas orientadas a “la liberación del comercio y la tasa de cambio y la tasa de cambio, la 
desregulación de los flujos de inversión extranjera y de los mercados financieros, el 
abandono de las políticas sectoriales de promoción del empleo y la industria y la 
privatización intensiva de las empresas del Estado” (Bensusán y Middlebrook, 2013:44). 
Precisamente de estas empresas paraestatales surgirán varias iniciativas de sindicalismo 
independiente y democrático que serán el germen de la democracia sindical mexicana que 
aún perdura en nuestros días y que serán objeto de análisis en el presente trabajo.  
 
Asimismo, se implementó el Pacto de Solidaridad Económica (1987), de naturaleza 
tripartita, en el cual el gobierno acordó con la patronal y las organizaciones obreras una 
serie de medidas con el objetivo de controlar la inflación. El objetivo era reemplazar un 
modelo de industrialización basado en la sustitución de importaciones, supuestamente 
agotado a partir de las crisis de la deuda de 1982, y adoptar un nuevo modelo económico de 
apertura a los flujos de inversión extranjera y libre circulación de mercancías (Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte, TLCAN enero 1994). 
 
En los hechos, como nos advierten Bensusán y Middlebrook (2013) este nuevo modelo 
económico no tuvo los efectos esperados: no se generaron suficientes empleos en la 
economía informal que absorbiera el aumento de la oferta de mano de obra y tampoco se 
alcanzaron las tasas de crecimiento del modelo económico anterior (la tasa promedio de 
crecimiento del PIB real entre 1981-2000 fue del 2.4% anual). Asimismo, para las grandes 
organizaciones sindicales aliadas del gobierno ello tampoco se tradujo en mayores ventajas, 
sino todo lo contrario: la privatización y cierre de empresas del Estado supuso la pérdida de 
la capacidad de obtener concesiones en la negociación de los salarios y las prestaciones de 
los funcionarios del Estado; la reestructuración de los contratos colectivos con fuertes 
recortes en derechos y garantías de los trabajadores, pero también en la capacidad de 
influencia de los sindicatos sobre las empresas, entre otras. No obstante, gracias al 
excepcional apoyo presidencial, algunos proyectos de sindicalismo democrático – entre los 
que destacamos el Sindicato de Teléfonos de México (STRM) y el Sindicato de la 
Aseguradora Hidalgo - lograron también sobrevivir en esta coyuntura crítica.  
 
En las empresas privadas el proceso de reestructuración fue muy similar al de las empresas 
públicas con recortes de personal, reducción de salarios y prestaciones, con un 
endurecimiento de las medidas antisindicales. En particular, con el apoyo del Estado se 
tomaron acciones contra los contratos ley, que establecen un piso de prestaciones y salarios 
para ciertas industrias, y se extendieron las subcontrataciones a través de empresas 
subsidiarias no sindicalizadas y los sindicatos de protección patronal. Más aún, el sector 
empresarial cabildeó con gran fuerza para una reforma liberalizadora de la Ley Federal del 
Trabajo que restringiera el derecho de huelga y flexibilizara las relaciones laborales.  
 
Ante esta presión reformadora de la legislación laboral, la CTM temía perder todo su poder 
y capacidad de influencia. Por consiguiente, ejerció la suficiente presión hasta que el 
gobierno abandonó el proyecto de reforma en enero de 1992. Sin embargo, la patronal 
continuó buscando una mayor flexibilidad en las relaciones obrero-patronal hasta que a 
mediados de la década de los 80, con el apoyo directo o tácito de las autoridades laborales, 
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lograron extender el uso de sindicatos blancos y los contratos de protección patronal. En 
consecuencia, ello obstaculizó la organización de los trabajadores. 
 
Durante los años siguientes los gobiernos priistas mostraron poco interés en desmantelar el 
régimen posrevolucionario autoritario en materia de trabajo, pues estos controles jurídicos y 
administrativos les permitía cumplir con sus objetivos macroeconómicos restrictivos: el 
control de la inflación a través de la contención del incremento salarial y ganar 
competitividad internacional y por tanto la atracción de la inversión por medio de salarios 
bajos. Según datos de Bensusán y Middlebrook (2013:50) el valor real del salario mínimo 
se desplomó en un 70.2% acumulativo entre 1981-1997. En los años posteriores se logró 
cierta estabilización y nuevamente se redujo en torno al 27% y 28%  para llegar al nivel de 
2008, en el cual “estaba aproximadamente 20% por debajo del límite oficial de la pobreza 
en México”. 
 
Ante este deterioro general del bienestar, los trabajadores organizados, que en su mayoría 
carecían de una verdadera representación sindical, no pudieron reaccionar a través de 
huelgas y protestas. Como ya se mencionó previamente, a través de los mecanismos de 
control jurídico y administrativo en materia de trabajo los sucesivos gobiernos pudieron 
imponer políticas heterodoxas sin que ello se tradujera en una pérdida de gobernabilidad. 
Paradójicamente, este control gubernamental permitió que disminuyera el número de 
huelgas a pesar del creciente deterioro en los ingresos de los trabajadores (Middlebrook, 
1995).  
 
Los efectos a mediano plazo de esta reestructuración económica sobre la estructura sindical 
no se hicieron esperar: una caída drástica de las tasas de sindicalización, una mayor 
debilidad de las organizaciones sindicales para defender los intereses de los trabajadores y 
una notable fragmentación del movimiento obrero. 
 
El porcentaje de la población económicamente activa disminuyó significativamente desde 
finales de la década de 1970, al pasar de un 16.3% de la PEA en 1978 a un 8.8% de la PEA 
en 2012 (Bensusán y Middlebrook, 2013:56). En ello tuvo que ver la tercerización de la 
economía a partir del crecimiento de los servicios y una desindustrialización del país, así 
como una reducción de las primas sindicales que implican menos incentivos para 
sindicalizarse. Asimismo, de forma paralela a estas transformaciones, se produjo un 
incremento de la proporción de mujeres dentro de los trabajadores sindicalizados, quienes 
pasaron de representar el 33.7% de en 1992 al 42.6% en 2006 (Fuente: Bensusán y 
Middlebrook, 2013:55). No obstante, como ya advertimos la reducción de la tasa de 
sindicalización  y el control gubernamental mediante dispositivos jurídicos dificultaron el 
estallido de huelgas, mermando de esta forma su capacidad para movilizarse en favor de los 
intereses de los trabajadores y por tanto, su influencia política.  
 
Esta debilidad y erosión de la influencia política de los sindicatos se agravó con la 
fragmentación del movimiento obrero, cuyas rivalidades entre distintas confederaciones no 
desaparecieron. Sin embargo, esta fragmentación organizacional también supuso un mayor 
grado de pluralismo político para el movimiento obrero: por un lado, “el sindicalismo 
oficial”, caracterizado por su verticalidad y falta de democracia interna (CTM, CROC, 
CROM) y por el otro lado, dos tendencias rivales entre sí (“el sindicalismo social” y el 
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“sindicalismo movimentista”) pero que surgen para oponerse a los sindicatos aliados del 
gobierno agrupados en el Congreso de Trabajo (Bensusán y Middlebrook, 2013). Dentro de 
este último grupo es precisamente donde perviven casos excepcionales de democracia 
sindical que serán analizados en el presente trabajo: STRM, SINTRAMETLIFE y ASSA. 
 
2.2.La transición política después  
 
La democratización electoral también supuso una importante pérdida de recursos del poder 
para los sindicatos, en particular para los aliados del PRI. Asimismo, si bien se abrieron 
nuevos espacios para el pluralismo político en el ámbito electoral, la presencia de partidos 
de ideología de izquierda no se tradujo en un incremento de la influencia del sindicalismo 
sobre las políticas públicas en materia de trabajo. Una de las organizaciones obreras 
oficiales que más temía esta reforma era la propia CTM, que desde su posición privilegiada 
como representante oficial del sector obrero del PRI se había resistido desde mediados de 
los 70 a la liberalización del régimen posrevolucionario (Bensusán y Middlebrook, 2013). 
En efecto, una presencia de los partidos de izquierda en el Congreso podría amenazar su 
posición de control sobre los trabajadores, pero también las reformas internas del propio 
PRI que buscaban reducir el peso de las organizaciones sectoriales en el comité ejecutivo 
del partido y mejorar los procesos de selección de candidatos. De esta forma, el pluralismo 
político condujo también a una búsqueda de las mejores candidaturas en el seno del PRI, 
desplazando de esta forma a los viejos liderazgos sindicales. 
 
Antes de la reforma política, el partido hegemónico tenía asegurada la victoria en los 
procesos electorales. Por consiguiente, el acceso por parte del sector obrero desde la década 
de los 30 a candidaturas del PRI conllevaba una victoria asegurada y, por tanto, un 
instrumento de poder que otorgaba prestigio en un plano simbólico, pero también un 
mecanismo informal para negociar demandas del mundo del trabajo con funcionarios de 
gobierno y miembros de la patronal, recursos económicos y oportunidades de 
enriquecimiento personal. En un plano también simbólico el acceso a la política a través del 
PRI también tenía un peso simbólico en cuanto a la inclusión de los trabajadores en la 
coalición gobernante posrevolucionaria. Es decir, gran parte de la sociedad, en particular 
los sindicatos, operaban con base en reglas, prácticas, arreglos e instituciones 
predominantemente corporativas y clientelares (Ramírez, 2003) 
 
Entre los costos políticos de la democratización electoral es necesario mencionar la pérdida 
progresiva de representantes sindicales en la Cámara de Diputados, del 24% en 1982 al 
6.2% en 2000 (Bensusán y Middlebrook, 2013:68-69). La CTM si bien no fue de las 
primeras confederaciones en resultar afectada, perdió un importante peso al pasar de 45 
curules en 1979 a 18 en 2012. La CROC, que había sido fundada en 1952 para hacer 
contrapeso a la CTM, pasó de tener 12 diputados federales en 1979 a sólo 3 en 2012, al 
igual que la entonces poderosa FSTE. La única excepción a este debacle de la 
representación de las organizaciones sindicales en la política son el SNTE, que tuvo una 
extraordinaria habilidad política para buscar alianzas con un espectro mucho más amplio de 
partidos políticos, y los sindicatos de universidades vinculados al PRD. 
 
Según Bensusán y Middlebrook (2013) las causas que explican esta drástica reducción del 
número de diputados provenientes de las filas de los sindicatos, quienes alcanzaron su valor 
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máximo en 1982 y 1985 con el 24% de las curules, son: por un lado, la pérdida de fuerza 
electoral del propio PRI y por otro lado la renovación de los mecanismos de elección 
interna de pre-candidaturas y candidaturas a cargos de elección popular. Aún así, el PRI ha 
continuado siendo la fuerza política que más representantes sindicales ha incluido entre sus 
filas en la Cámara de Diputados. En cambio el PAN, con la excepción de compromisos 
políticos muy específicos, no ha mostrado un apoyo sostenido al sindicalismo. 
 
Al mismo tiempo, la consolidación progresiva de las reformas electorales (reforma 
constitucional de 1996 y promulgación del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales) aseguraban elecciones libres y justas, permitiendo una mayor 
libertad para los trabajadores sindicalizados a la vez que se cancelaba jurídicamente el 
corporativismo político. De hecho, varios sindicatos democráticos, como los que se 
estudiarán a continuación, introdujeron en sus estatutos reformas que eliminan la afiliación 
forzosa de los trabajadores sindicalizados al Partido Revolucionario Institucional. 
Asimismo, las preferencias partidistas de los trabajadores sindicalizados se transformaron 
para dar lugar a una mayor pluralidad. Ello significó una caída de la proporción de 
simpatizantes priistas dentro de la población sindicalizada, pero lo cierto es que la 
probabilidad de votar por los candidatos del PRI es mucho mayor entre las familias 
sindicalizadas (Bensusán y Middlebrook, 2013:75-76).  
 
Lo anterior significó también que la democratización del sistema político tuvo lugar 
fundamentalmente en el campo electoral. Entre los cambios destacan el nombramiento de 
consejeros electorales ciudadanos independientes, la creación de una institucionalidad 
electoral autónoma (Instituto Federal Electoral, IFE), el establecimiento de criterios más 
transparentes y equitativos en el financiamiento de los partidos, el reconocimiento de la 
capacidad del IFE para monitorear el uso de los medios de comunicación en tiempos de 
campaña, la tipificación de delitos electorales y la conformación de un tribunal electoral 
(Ramírez, 2003). Asimismo, la intervención ciudadana en la institucionalidad electoral 
conllevó una transformación de las actitudes, valoración y prácticas de ciudadanía ante los 
comicios y las reformas emprendidas.  
 
Estos cambios en el sistema electoral también tuvieron un fuerte impacto en los recursos 
del poder de los sindicatos, tanto para aquellos que eran aliados al gobierno como los 
independientes. Por un lado, el movimiento obrero organizado vio erosionada su capacidad 
de negociación en un entorno de apertura de la economía y de flexibilización radical en los 
hechos de las relaciones industriales. Por otro lado, el pluralismo político en la arena 
electoral se tradujo en una mayor fragmentación organizacional de los sindicatos.  
 
No obstante lo anterior, estos  cambios no necesariamente significaron una democratización 
de la sociedad y de su sistema político (Ramírez, 2003), puesto que al menos en el mundo 
del trabajo es difícil pensar en la posibilidad de organizaciones civiles democráticas sin un 
Estado democrático. Es decir, difícilmente los sindicatos pueden ser democráticos en sus 
prácticas y vida orgánica si no hay una transformación democrática del propio Estado y en 
particular en la intermediación gobierno-sindicatos. Ello, como veremos seguidamente, se 
relaciona con la falta de una democratización completa del sistema político entendido como 
“la forma o los procedimientos a través de los cuales se aplica la autoridad y se toman las 
decisiones vinculantes en la sociedad, así como las funciones que, de hecho, desarrollan las 
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instituciones  políticas y el tipo de relaciones de intermediación que existe entre gobierno y 
sociedad (Ramírez, 2003: 136). Un indicador claro es la relación corporativo-clientelar que 
aún predomina en la sociedad mexicana y cuya raíz se encuentra en las estructura de 
control que el Estado ha impuesto a la sociedad. En el mundo laboral, como veremos 
seguidamente el gobierno sigue ejerciendo un fuerte control sobre la vida interna de los 
sindicatos, cuyas elecciones internas deben ser avaladas por un representante del poder 
ejecutivo. 
 
2.3.La transición pendiente en los sindicatos y el mundo laboral: los mecanismos legales 
de control  
 
En el contexto actual de la postransición económica y política mexicana, el movimiento 
obrero organizado ha resultado notablemente debilitado, en particular aquellos sindicatos 
que reivindican su autonomía y la democracia sindical como forma de gobierno. 
Paradójicamente, la democracia sindical mexicana existe “a pesar de la doble transición 
económica y política” pero también frente a un régimen de relaciones laborales hostil, el 
cual continua basándose en un régimen corporativo y un fuerte control del gobierno. Como 
nos advierte Alcalde (2014), los sindicatos democráticos que persisten actualmente son 
resultado de tres coyunturas excepcionales y por tanto no replicables: 
 
• Las luchas heroicas por la titularidad del Contrato Colectivo. 
• La herencia de sindicatos de empresas paraestatales del viejo modelo corporativo. 
• Un patrón descuidado que no tuvo la pericia de contratar un buen abogado.  
 
De esta forma, puede afirmarse que la democracia sindical mexicana existe a pesar las 
restricciones que imponen las constantes amenazas que provienen de la profundización de 
la liberalización de importantes sectores de la economía, el crecimiento de los sindicatos de 
protección patronal y el aislamiento de la toma de decisiones en materia de política laboral. 
Asimismo, otro constreñimiento importante es el proveniente de las viejas reglas del juego 
corporativo y, en particular, los mecanismos legales de control que aún residen en manos 
del Estado.  
 
Sobre este punto es importante analizar los mecanismos legales de control que dificultan la 
sobrevivencia y la emergencia del sindicalismo democrático en México. Para ello 
revisaremos el trabajo de Bensusán (2000) quién ha identificado las claves del 
autoritarismo del modelo de regulación de las relaciones laborales mexicano, el cual esta 
autora ha descrito como de “flexibilidad corporativa”. Éste, como veremos seguidamente, 
contiene una extrema rigidez formal pero al mismo tiempo una flexibilidad extrema por la 
vía de los hechos, lo cual constituye un obstáculo fundamental para que las pocas 
organizaciones sindicales democráticas existentes puedan defender los derechos de sus 
trabajadores.  
 
Primero, con relación a la estabilidad laboral, la legislación introduce garantías a favor de 
la permanencia del trabajador mientras persista la materia de trabajo. En particular, la 
relación laboral se presume por tiempo indeterminado salvo que - excepcionalmente - la 
naturaleza de la actividad no sea permanente, en cuyo caso se permite contratar por tiempo 
u obra determinada. Asimismo, en el supuesto de terminación de la relación laboral, la ley 
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exige la presencia de una causa justificada o en caso contrario el patrón debe de cubrir un 
régimen de indemnizaciones y bajo determinados supuestos cumplir con el derecho de 
reinstalación del trabajador.  
 
En los hechos, a pesar de esta rigidez en la duración de la relación laboral donde  la norma 
impone fuertes restricciones a la libertad de contratación y despido, existe un amplio 
margen de actuación patronal a través de varios mecanismos: la imprecisión de la 
reglamentación, la interpretación jurisprudencial de los derechos de los trabajadores y la 
falta de sindicatos fuertes que exijan su cumplimiento (Bensusán, 2000:263). Por ejemplo, 
cuando no existe un sindicato en la empresa o se cuenta con la presencia de un “sindicato 
fantasma” o contratos de protección patronal, el patrón puede imponer condiciones de 
trabajo que son violatorias de la norma, como contratar por duración determinada para la 
realización de actividades permanentes, no pagar todas las prestaciones sociales y costos 
salariales que establece la ley, para lograr de esta forma una mayor competitividad. 
Asimismo, si el trabajador acepta una cuantiosa indemnización y firma un acuerdo con la 
empresa, no hay oportunidad de defender el derecho de reinstalación por despido 
injustificado, lo cual es una práctica común cuando se busca debilitar a sindicatos 
democráticos como el SINTRAMETLIFE.   
 
Otro tipo de rigidez es la ausencia de causales legales que permitan la terminación 
unilateral del contrato por causas económicas o tecnológicas de la empresa. En estos casos 
debe solicitarse la autorización previa ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, que 
aprobará o rechazará la petición de la empresa de cierre o suspensión temporal. En caso de 
que sea aprobado un reajuste de personal, deberá de firmarse un convenio entre empresa y 
sindicato y respetarse la antigüedad de los trabajadores en el puesto, donde resulten 
afectados los de menor antigüedad.  En la práctica, no obstante, debido a la dependencia de 
las Juntas de Conciliación y Arbitraje del poder ejecutivo, el espacio de mediación y 
justicia laboral se convierte en una instancia de refrendo de las decisiones empresariales y 
del apoyo del gobierno en la flexibilización de las condiciones del trabajo. A ello, como nos 
advierte también Bensusán, se suma la complicidad de ciertas dirigencias sindicales 
corruptas que negocian sus contratos colectivos sin el conocimiento de los trabajadores. Tal 
es el caso de la empresa de aviación Volaris, cuyos trabajadores nunca han sido convocados 
para la revisión de su contrato colectivo ni conocen su contenido. De esta forma, los 
trabajadores se encuentran indefensos para exigir, por ejemplo, que la empresa cumpla con 
el pago de horas extra o las prestaciones a las cuales tienen derecho.  
 
Un recurso que permite la flexibilidad en la contratación es el personal de confianza, que 
gozan de menor estabilidad que el resto de trabajadores debido a que ante un despido 
carecen de derecho de reinstalación. En este tipo de relación laboral el patrón puede dar por 
terminada la relación con un amplio margen de discrecionalidad cuando “existe un motivo 
razonable de pérdida de confianza”, independientemente de que existan algunas de  las 
catorce causales que prevé la Ley. De este modo, la menor estabilidad de los trabajadores 
de confianza y el hecho de no tener derecho de sindicación, se ha traducido a que en la 
práctica las empresas hayan usado ampliamente este tipo de contratación, como en el caso 
de la aseguradora Metlife que veremos en la presente investigación, que tiene un fuerte 
impacto negativo en la capacidad negociadora del sindicalismo democrático e 
independiente. Por ejemplo, cuando un trabajador sindicalizado es demasiado combativo la 
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empresa busca cooptar al mismo a través de un aumento salarial sustantivo como personal 
de confianza. 
 
Segundo, con respecto a las condiciones mínimas de trabajo, la Ley también establece un 
conjunto de garantías que son inderogables para el patrón, el trabajador y la propia 
autoridad laboral. En particular, los contratos colectivos no pueden establecer condiciones 
de trabajo por debajo del estándar mínimo de protección que establece la Ley. Al contrario,  
en este tipo de instrumentos deben de establecerse límites específicos en la flexibilidad de 
los tiempos de trabajo, la fijación de salarios, los aspectos técnicos-organizativos o los 
funcionales (Bensusán, 2000). Sin embargo, en los hechos, en los casos de conflictos 
colectivos de naturaleza económica, el tribunal laboral puede emitir un laudo donde se 
modifica el contrato colectivo y por tanto se autoriza a la empresa a bajar las condiciones 
de trabajo aprobadas previamente, los salarios, las prestaciones e incluso el número de 
trabajadores contratados. En consecuencia, ello ha permitido que las empresas hayan 
podido cesar sus actividades con el aval de la Junta de Conciliación y Arbitraje y 
posteriormente iniciar nuevas actividades con una nueva contratación colectiva con 
derechos a la baja o incluso con una mayoría de trabajadores de confianza. Esta situación es 
particularmente representativa en las tres organizaciones sindicales que se analizarán a 
continuación. En particular éstas han tenido que enfrentar una de las prácticas más 
extendidas en la actualidad para abaratar el costo de personal: la imposición de un contrato 
colectivo B donde por el mismo trabajo las y los trabajadores perciben hasta un 60% menos 
de su salario y prestaciones sociales. En el caso de la ASSA ello derivó en  un Conflicto 
Colectivo de Naturaleza Económica entre la ASSA y Aeroméxico, que permitió a través de 
un laudo emitido por la JCFA en agosto de 2013 imponer este contrato B a las y los 




Respecto de la fijación de los salarios, la patronal ha buscado una mayor competitividad a 
partir de reducir en la medida de lo posible este costo sobre el costo total de producción. Al 
respecto, es importante precisar que la mayor competitividad no solamente se obtiene por la 
vía de menores salarios sino por una mayor productividad de los factores del trabajo. Sin 
embargo, en México la contención salarial ha quedado institucionalizada a partir de la 
Comisión Nacional de Salarios Mínimos, de integración tripartita, la cual históricamente ha 
sido funcional a la política gubernamental de corte neoliberal y los reajustes de la 
economía.  
 
Es importante precisar que en México la actualización y fijación de los salarios no se 
realiza de manera mecánica en virtud de la evolución de la inflación, sino a partir del 
concepto legal y constitucional de salario mínimo que “debe de ser suficiente para atender 
las necesidades normales de un jefe de familia en el orden material, social y cultural y para 
proveer la educación de los hijos” (Art. 123 fracc.VI de la Constitución y art. 90 de la 
LFT). Si bien esta concepción normativa podría constituir un factor de rigidez en la fijación 
de los costos laborales, en los hechos el carácter tripartito de la Comisión Nacional de 
Salarios y la subordinación de la mayoría de los sindicatos a la política económica del 
ejecutivo a través de este espacio, ha permitido históricamente que el incremento salarial 





haya sido muy por debajo de los aumentos de precios finales del consumo. Es decir, la 
Comisión en la práctica se ha convertido en un espacio de refrendo de la política de 
contención salarial del ejecutivo. 
 
En virtud de lo anterior, aquellos sindicatos democráticos que buscan representar a sus 
agremiados a partir de la negociación que incrementos salariales por encima de la inflación 
deben de enfrentar no sólo la oposición de las autoridades de la empresa sino, en los 
hechos, el control férreo de la autoridad laboral en el momento de depositar el acuerdo 
firmado con la empresa. 
 
Con relación a la regulación de los tiempos de trabajo, la ley establece que la duración de la 
jornada será acordada libremente por las partes, siempre que no exceda los términos legales 
de ocho horas diurnas y los descansos correspondientes. En la práctica, no obstante, vía la 
interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha quedado establecido que son 
las partes (patrón y trabajador) quienes establecen un acuerdo sobre el horario de trabajo, lo 
cual facilita la adaptación de la jornada de trabajo a las necesidades de ajuste estructural.  
 
Otro aspecto distinto es la subcontratación, también conocido como “outsourcing”, que es 
un recurso regulado principalmente en la reforma de la LFT de 2012 que permite a las 
empresas ahorrar costos laborales a través de trasladar a otras instancias intermedias la 
realización de una parte del proceso productivo. Al respecto la legislación mexicana 
establece un conjunto de candados para evitar la evasión de responsabilidades patronales 
ante la figura de la subcontratación. No obstante, en la realidad se ha extendido su uso 
provocando una precarización de las relaciones laborales y una pérdida de materia de 
trabajo a los sindicatos, llegando a documentarse casos de planillas laborales con más del 
80% de los trabajadores por honorarios y trabajadores de confianza (Bensusán, 2000:288).  
 
Por último, en la regulación de los derechos colectivos la legislación mexicana reconoce 
amplios poderes coactivos a las organizaciones sindicales, quienes deben de recurrir a la 
acción colectiva para mejorar las condiciones de trabajo y defender los derechos de los 
trabajadores. Sin embargo, el ejercicio efectivo de estos derechos colectivos está sujeto a un 
fuerte control gubernamental. De esta forma, se combinan amplios poderes coactivos 
formales con un fuerte control público de la acción colectiva. En particular Bensusán 
(2000) identifica el siguiente esquema:  
 
 Los poderes coactivos de los sindicatos: el reconocimiento de la cláusula de 
exclusión (art.395 LFT) en virtud de la cual es indispensable la agremiación para 
poder acceder al empleo o en caso de expulsión del sindicato conllevar la pérdida 
del mismo (suprimida esta última modalidad en la reforma 2012); el derecho a 
exigir la celebración de contrato colectivo a partir de la afiliación de dos o más 
trabajadores (art. 384 LFT); la huelga como derecho de las mayorías sobre las 
minorías y la prohibición de contratación de trabajadores para sustituir a los 
huelguistas (art. 447 LFT); y la ausencia de arbitraje obligatorio para los conflictos 
obrero-patronales que derivan en el ejercicio del derecho a huelga.  
  
 El control preventivo del Estado sobre la acción colectiva: el control del registro del 
sindicato en el momento de su conformación y durante su ciclo de vida 
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(reconocimiento de altas y bajas de miembros, directivas); el depósito de los 
contratos colectivos (art. 390 LFT); el control preventivo del ejercicio del derecho 
de huelga a través de la figura de la mediación en la fase previa al estallido y la 
calificación (inexistencia o ilicitud) una vez ésta ha sido declarada (art.920-938 
LFT).  
 
Como ya se observó previamente, estas medidas de control preventivo del ejercicio del 
derecho a la huelga demostraron tener una gran eficacia entre la década de los cuarenta y la 
actualidad. Prueba de ello es que la política de ajuste y flexibilización de las condiciones de 
trabajo adoptada desde los ochenta no se ha traducido en una situación de ingobernabilidad 
de las relaciones laborales. Al contrario, estos poderes coactivos sobre los sindicatos 
permitieron al ejecutivo una adaptación de las relaciones obrero-patronales al nuevo 
modelo económico sin necesidad de modificar la legislación. 
 
Este control gubernamental sobre el uso del derecho a la huelga se ha reforzado también a 
través de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, las cuales ante los intentos de resistencia 
han emitido laudos y resoluciones sin apegarse a la normatividad del trabajo o haciendo una 
interpretación muy laxa. Por ejemplo, se manipulaban las normas relativas al derecho de 
huelga y se declaraba la inexistencia de huelga o en su caso se reprimían los liderazgos 
opositores. Asimismo, en la celebración de contratos colectivos se ha permitido la 
existencia de sindicatos blancos de protección patronal con el aval de las Juntas, las cuales 
han autorizado el depósito de los contratos colectivos incluso antes de que la empresa 
empezase a contratar trabajadores. De este modo, el patrón ha podido escoger a su 
contraparte y eludir una auténtica sindicación. Más aún, en caso de juicio en el que se 
reclame la titularidad de un contrato colectivo espurio, los trámites son muy complejos y 
con pocas probabilidades de éxito. (Bensusan,2000:294-295). 
 
En definitiva, ante una legislación proteccionista en materia laboral, se han desarrollado un 
conjunto de prácticas como son la discrecionalidad en la interpretación, la impunidad en la 
violación de la norma, la complicidad con una dirigencia sindical históricamente 
subordinada al gobierno, entre otras, que promueven la flexibilidad laboral y por 
consiguiente una precarización de las condiciones de trabajo que es funcional a un modelo 
de economía abierta. Como resultado, ello ha debilitado notablemente a las organizaciones 
sindicales mexicanas, quienes han perdido la capacidad de representar los intereses de los 
trabajadores a pesar de la transición política y la pérdida del poder del Partido 
Revolucionario Institucional en el año 2000. 
 
Lo anterior implica una visión pesimista respecto de las posibilidades de renovación del 
sindicalismo mexicano a partir de una profundización de su democracia interna y de su 
capacidad de representar la pluralidad de intereses de las y los trabajadores. Como nos 
advierten Bensusán y Cook (2013) los legados corporativos-autoritarios del México 
posrevolucionario tienen un peso fundamental al restringir las oportunidades para que los 
sindicatos se vuelvan a poner de pie. Más allá de la paradoja de tener una de las 
Constituciones más protectoras en materia de trabajo del mundo a partir del artículo 123, 
para las autoras la clave se encuentra en el diseño institucional y en particular en el tipo de 
distribución del poder entre empleadores, Estado y sindicatos. Es decir, desde la 
perspectiva neoinstitucionalista Bensusán y Cook (2013) advierten que la trayectoria del 
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movimiento sindical y en particular su fuerza dependerá de cuál sea el balance del poder 
entre actores resultante del legado institucional corporativo, que en el caso mexicano no es 
nada favorable a los trabajadores: 
 
 
1. La formación de las organizaciones sindicales y la determinación del sindicato 
que tiene el monopolio en la representación.  
 
Como se ha descrito, la normatividad en materia laboral contiene condiciones 
mínimas  para la creación de una organización sindical (por lo menos 20 
trabajadores en servicio, art. 364 LFT), lo cual ha posibilitado que los patrones 
hayan abusado de la norma para crear sindicatos de protección patronal y evitar 
de este modo la emergencia de un sindicato verdaderamente combativo. Tal es 
el caso de la empresa de telefonía Telcel perteneciente al grupo CARSO, que 
con la anuencia de la Junta de Conciliación y Arbitraje cuenta con un sindicato 
de protección patronal, pese a los esfuerzo del STRM para ganar la titularidad 
del contrato colectivo y afiliar a sus trabajadores.  
 
2. Los mecanismos de afiliación sindical 
 
A diferencia de otros países donde la afiliación es voluntaria, en México se ha 
extendido en un gran numero de contatos colectivos el uso de la clausula de 
exclusión, que obliga al trabajador a sindicalizarse para poder ser formalmente 
contratado. Tal es el caso de sindicatos democráticos como el STRM o la 
ASSA, que hacen uso de este mecanismo como estrategia defensiva frente a la 
empresa mientras que otros como el Sintrametlife lo rechazan por considerarlo 
antidemocrático. En los hechos, no obstante, un gran numero de sindicatos 
afines al corporativismo tradicional hacen uso de la misma, de manera que los 
trabajadores se ven obligandos a pagar una cuota sindical sin ni siquiera conocer 
su contrato colectivo o su líder. 
 
 
3. El rol del Estado en la prevención del conflicto y su resolución 
 
Como hemos visto, el gobierno mexicano puede contener los conflictos 
laborales a partir de su potestad para reconocer el monopolio en la 
representación. Sin embargo, al no existir una mediación obligatoria, una vez 
que ha estallado la huelga no existen limites legales en su tiempo de duración y 
el empleador está obligado a detener completamente sus actividades. Por 
consiguiente, dado estos fuertes poderes coactivos sin límites, el gobierno ha 
ejercido un fuerte control preventivo a través de las Juntas de Conciliación y 
Arbitraje, desde donde certifica la ineexistencia legal de una huelga una vez que 
ésta ha empezado o puede negar el registro a un sindicato combativo, cuyos 
lideres no son corruptibles. Este control ha sido históricamente importante sobre 
aquellos sindicatos que han surgido de empresas paraestatales estratégicas para 
la economía como Teléfonos de México o Mexicana de Aviación. 
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4. El papel de los sindicatos en el sistema de justicia y administración en materia 
de trabajo 
 
En efecto, en las Juntas de Conciliación y Arbitraje es donde se tramitan asuntos 
fundamentales para la conformación y funcionamiento legal de los sindicatos 
como organización. Por ello desde el gobierno se ha dado prioridad a aquellos 
sindicatos que  han sido leales a los intereses del gobierno y los representantes 
de los empleadores y se ha bloqueado el registro de sindicatos independientes, el 
reconocimiento de huelgas y el reconocimiento de la titularidad del Contrato 
Colectivo.  
 
5. El nivel de acción colectiva (centralización vs descentralización) 
 
En virtud de la estructura sindical mexicana, donde las industrias se dividen 
entre aquellas de jurisdiccion federal y las que corresponde a los gobiernos y 
juntas locales, existe un amplio grado de fragmentación que facilita el control de 
los sindicatos. En particular, la descentralización del sistema de acción colectiva 
a nivel de empresa amplia las oportunidades de las autoridades y empleadores 
para la cooptación de los lideres sindicales. Tal es el caso del sector de las 
telecomunicaciones, la aviación y el sector de las aseguradoras donde cada 
empresa tiene su propio contrato colectivo. Por ejemplo, en el ámbito de las 
aseguradoras, la empresa Metlife cuenta con el mejor contrato colectivo del 
sector, puesto que el resto (AXA, Maphre, Qualitas, entre otras) cuentan con 
organizaciones sindicales afines al corporativismo tradicional o sindicatos de 
protección patronal.  
 
6. La representación en lugar de trabajo a partir de instancias intermedias 
(delegados) 
 
En contraste con otras legislaciones que preven la creación de instancias 
intermedias de representación de los trabajadores, la normatividad mexicana no 
obliga a los sindicatos a crear estos espacios que podrían conllevar una mayor 
exigencia y control de las bases respecto del desempeño de sus lideres, 
fortaleciendose de este modo su legitimidad y grado de democracia interna. Tal 
es el caso de organizaciones sindicales democráticas como el Sintrametlife, el 
STRM donde los trabajadores de los diferentes departamentos y secciones 
eligen a su representante ante el Comité Ejecutivo o en el caso de la ASSA 
donde se cuenta con delegados de las dos empresas que actualmente pertenecen 
a la asociación sindical. 
 
Lo anterior nos demuestra que la estructura sindical y de agremiación mexicana es 
resultado de una fuerte intervención del Estado, a partir de un arreglo corporativo que se 
consolidó en la década de los años cuarenta. En lugar de ser el resultado de la 
representación de los intereses de la masa de trabajadores, los factores del entorno 
económico y político son los que determinan sus rasgos autoritarios actuales, en particular 
la concentración del poder en ciertos liderazgos, el uso de mecanismos coactivos de 
sindicación (cláusula de exclusión) y la falta de transparencia. Precisamente, para poder 
 16 
entender cómo intervienen estos factores del entorno en el gobierno efectivo de los 
sindicatos es indispensable revisar qué entendemos por democracia sindical y qué tipo de 
representación es la que ejercen los sindicatos.  
 
 
3. La democracia sindical y la representación 
 
Para poder definir el tipo de gobierno que existe al interior de los sindicatos resulta 
inadecuado retomar la definición clásica de democracia entendida como el poder del 
pueblo. La democracia en las organizaciones no se puede asimilar a la “macrodemocracia” 
pues ésta última contiene elementos que no se reproducen de forma automática en la vida 
política al interior de los grupos pequeños, como son el monopolio legítimo de la violencia, 
la existencia de un “pueblo” o un poder legislativo. Por consiguiente, si lo que se busca es 
un análisis con rigor y no incurrir en un estiramiento del concepto (Sartori, 1990), es 
indispensable revisar la definición que han aportado los teóricos clásicos de la democracia 
sindical. 
 
En primer lugar, es importante no confundir la democracia sindical con algunas de sus 
dimensiones o elementos del contexto que favorecen su emergencia, como son la 
satisfacción de los trabajadores con las condiciones de trabajo o la descentralización de la 
toma de decisiones. La definición que adoptemos de democracia sindical debe permitirnos 
distinguir este proceso de otras formas de gobierno como la oligarquía. Asimismo, es 
importante no confundir el concepto de democracia sindical con otros términos 
relacionados, como “democracia organizacional” (Kerr, 2004; Harrison y Freeman, 2004) o 
“democracia industrial”, que desde la disciplina de las relaciones industriales busca 
involucrar a los trabajadores en cómo mejorar su desempeño en términos de innovación y 
productividad, redundando en mejores resultados para la empresa. 
 
Las primeras discusiones en torno al significado de democracia sindical en el contexto 
anglosajón aparecieron a finales de la década de los cincuenta. Seidman (1958) y Magrath 
(1959) fueron de los primeros estudiosos en plantear este interrogante central que el estudio 
del clásico Union Democracy (1956) descuidó: ¿cuál es el concepto de democracia que 
resulta apropiado para el contexto sindical? Entre las definiciones encontramos las 
siguientes: 
  
 La determinación directa de las políticas por parte de la mayoría de sus miembros 
sindicalizados (democracia directa o participativa). 
 El poder de las bases sindicalizadas para controlar las decisiones más importantes 
de forma directa o por medio de la elección de representantes (control). 
 La sensibilidad de los líderes a los supuestos deseos de las bases sindicalizadas 
(representación sustantiva). 
 La aprobación por parte de los miembros del desempeño del líder sindical 
(refrendo). 
 La regla de la mayoría (procedimiento para la toma de decisiones). 
 El control del gobierno del sindicato por parte de sus miembros (control). 
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 Cuando sus miembros pueden hacer sentir su voluntad, pero también sustituir 
líderes y cambiar las políticas que no desean (participación y revocación de 
mandato (Seidman; 1958:36). 
 Es un proceso que responde a la cuestión de cómo se toman las decisiones 
(Magrath, 1959). 
 
En buena medida estas definiciones se corresponden con algunas dimensiones o supuestos 
de la definición de democracia pluralista del pensamiento occidental como son: un conjunto 
de objetivos políticos que son consistentes con la voluntad de los miembros de la 
comunidad política, la responsabilidad y rendición de cuentas de los representantes hacia 
los representados, la existencia permanente de una oposición legítima y la garantía de 
ciertos derechos y libertades para sus miembros. Sin embargo, como nos advierten Magrath 
(1959) y Stein (1963), y más adelante otros autores como Summers (2000), no es correcto 
asimilar al Estado con el sindicato en tanto organización política, pues estos últimos son 
sólo uno de los elementos del Estado, no disponen del uso legítimo de la fuerza, su objetivo 
primario es el bienestar de los trabajadores (salario, horario, condiciones de trabajo) y el 
estatus de sus miembros no es asimilable al de un ciudadano con relación al Estado.  
 
En segundo lugar, la democracia sindical no puede darse por sentado (Seidman,1958). Es 
necesario introducir garantías que aseguren el cumplimiento de los supuestos de la 
democracia pluralista de Lipset y, por tanto, el bloqueo de los factores organizacionales que 
explican la existencia de gobiernos dictatoriales a partir de una maquinaria política al 
servicio del líder sindical. Entre éstos se encuentran que el líder:  
 
 Disponga con un nivel de ingresos notablemente mayor al resto de trabajadores, que 
se refleja también en la forma de vestir y los gustos.  
 Cuente con una amplia burocracia sindical a su servicio. 
 Disponga de recursos económicos y de la influencia política a través de sus redes de 
contactos. 
 Sea un personaje público, conocido por los medios de comunicación. 
 Controle los medios de comunicación al interior del sindicato, prensa interna y 
bolines informativos. 
 Disponga de la capacidad de nombramiento directo de varios cargos en el sindicato, 
lo cual le permite premiar a quienes le son leales. 
 Cuente con un equipo de apoyo de su confianza (asesores). 
 Controle de forma efectiva los centros de trabajo y coordinaciones locales.  
 Aplique medidas disciplinarias a grupos opositores. 
 Ausencia de garantías adecuadas para el debido proceso en caso de procesos 
judiciales al interior del sindicato. 
 
Para otros autores como V.L. Allen (1954) la cuestión de la democracia sindical es 
irrelevante en la medida que el sindicato debe ser visto como una organización creada para 
la realización de la negociación colectiva y las funciones relacionadas con la misma, no 
para el autogobierno de los trabajadores. Sin embargo esta visión funcionalista del sindicato 
resulta inadecuada para entender la realidad histórica de los sindicatos en tanto actores 
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políticos con intereses, poder, que transcienden la esfera económica como simples gestores 
del contrato colectivo o la revisión salarial (Pizzorno, 1978). 
 
En tercer lugar, una dimensión fundamental de la democracia sindical es la representación 
de las y los trabajadores. Stein (1963) es uno de los autores que otorga una gran 
importancia a esta dimensión, donde subraya la importancia de algunas dimensiones 
básicas de la democracia sindical ya identificadas por Lipset, Seidman, Magrath y otros, 
como son la defensa de los intereses en materia de trabajo, el respeto de un conjunto de 
derechos y libertades de sus miembros (en particular el derecho a formar una corriente o 
grupo oposición) y la rendición de cuentas.  
 
El principal aporte de Stein es el análisis del origen y la mecánica de funcionamiento del 
gobierno al interior los sindicatos, el cual en la mayoría de casos se encuentra en manos de 
una minoría especializada, frente una gran masa apática que cumple un rol formal de 
ratificación de las decisiones que ya han sido previamente tomadas. Asimismo, conforme 
crece el tamaño de la organización sindical hasta el punto de necesitar representantes de 
tiempo completo también se produce - como consecuencia – un mayor distanciamiento 
entre los miembros y sus líderes en términos de intereses, problemas, motivaciones y 
condiciones de vida. Con el tiempo este distanciamiento social se vuelve incluso mucho 
mayor, lo cual advierte Stein (1963) no es sinónimo de afirmar que los líderes sindicales 
sean insensibles a las demandas de los trabajadores. Al contrario, el líder tiene que hacer 
algo por los miembros para poder mantenerse en el cargo, para lo cual puede actuar “por” 
los miembros y hacerlo “con” los miembros. Esta distinción es fundamental, pues como 
subraya Stein lo que hace democrático al sindicato no son los logros en términos de 
ganancias de incrementos salariales y condiciones de trabajo (representación sustantiva), 
pues la búsqueda de los intereses de los trabajadores no es un indicador de que el líder esté 
actuando de forma democrática. En otras palabras, es posible ser un líder muy 
representativo de las demandas de las bases pero a la vez muy autoritario y vertical. Ello 
conduce a Stein a retomar la clasificación de Hardman (citado en Stein, 1963:52) entre 
“líder del trabajo” – de naturaleza demócrata en un sindicato demócrata – y un “líder 
laboral” –un profesional hábil en el arte de manipular y vender la fuerza del trabajo en 
términos ventajosos para sus intereses. En este último caso la distancia entre los miembros 
y su líder es evidente en numerosos aspectos, por ejemplo, para los trabajadores los temas 
más importantes son el salario y la estabilidad en el trabajo, en cambio para el líder sindical 
su prioridad es el sindicato como institución, el cual debe ser preservado a cualquier precio. 
En ocasiones ambos intereses coinciden y se complementan, pero hay coyunturas en las 
cuales divergen.  
 
Nyden (1985), también desde la sociología, coincidía con algunas dimensiones de la 
democracia ya descritas por Stein al señalar la relevancia de la participación de sus 
miembros en la toma de decisiones, disponer de una institucionalidad democrática, redes de 
comunicación pública (no solamente entre líderes) y el compromisos con un programa de 
reformas. En cambio para otros autores  como Devakidevi (1989:416) la democracia 
sindical es “un sistema de toma de decisiones que se basa en la opinión, así como el 
escrutinio y la aprobación de aquellos miembros que resultan afectados por las mismas”, 
que además incluye mecanismos participación para sus miembros formalmente reconocidos 
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en sus Estatutos y métodos informales que son fruto de su historia, tradición y la 
pertenencia a un determinado sector de la economía. 
 
Llegados a este punto es importante destacar cómo el debate sobre el significado de 
democracia sindical ha seguido el recorrido de la democracia procedimental (minimalista) 
entendida como un conjunto de reglas (“el control del gobierno del sindicato en manos de 
sus miembros” Magrath, 1959:503) hasta la democracia participativa que asume que una 
de las condiciones del gobierno democrático en los sindicatos es la participación de sus 
miembros en la toma de decisiones. Asimismo, en la década de los ochenta encontramos 
autores que incorporan en la democracia sindical la dimensión sustantiva de la 
representación, es decir, la representación es una condición necesaria de la democracia 
sindical. En particular, Kuhn y Zech (1986) conciben la democracia sindical a partir de la 
perspectiva de democracia de votante responsable, la cual implica que el gobierno del 
sindicato es responsable ante sus miembros y desarrolla políticas que reflejan los intereses 
de sus votantes.  
 
También en este mismo sentido de democracia sindical sustantiva, Maciver (1964) y 
Edelstein (1975) señalan que ésta debe de incluir el interés y la participación de las bases 
sindicalizadas en los asuntos del sindicato.  
 
Entre los últimos trabajos sobre democracia sindical, Stepan-Norris y Zeitin (1995:830), 
desde la teoría crítica de la democracia, concluyen que todo sistema político democrático 
(inclusive en los sindicatos) debe tener al menos tres elementos:  
 
 una constitución democrática, lo cual supone entre otros elementos contar con 
garantías de libertades civiles y políticas fundamentales para sus miembros; 
 una oposición institucionalizada, y por tanto la libertad de sus miembros para 
criticar y debatir con los representantes sindicales, así como para organizarse, 
oponerse y reemplazar representantes a partir de elecciones libres;  
 y la participación activa de sus miembros, en términos de un grado amplio de 
participación de las bases sindicalizadas en el ejercicio del poder dentro del 
sindicato y en la toma de decisiones que les afecta.  
 
Esta concepción de democracia sindical resulta particularmente útil para entender la 
naturaleza formal pero también dinámica del gobierno de los sindicatos, puesto que la 
visión de Stepan-Norris (1997) incorpora las dos principales aproximaciones de la literatura 
(Stepan-Norris, 1997:477): la primera, la legal o democracia formal, lo cual incluye la 
estructura constitucional (Cook, 1963; Edelstein y Warner, 1976), el poder de los líderes 
(Taft, 1948; Kovner, 1962), y el conjunto de derechos civiles y políticos que los estatutos 
del sindicato reconoce a sus miembros y minorías (Cook, 1963; Zeitlin y Stepan-Norris, 
1992). La segunda aproximación es la conductual, la cual pone el acento en la existencia de 
una oposición institucionalizada (Lipset et al, 1956) y en qué medida ésta es eficaz para 
asegurar la rendición de cuenta de los líderes sindicales (Strauss, 1991). Se trata de dos 
aproximaciones que la autora, al igual que otros estudiosos como Taft (1944) o Eldelstein y 
Warner (1976), asume que se relacionan de forma positiva: a mayor democracia formal, 
mayor presencia de conductas democráticas. 
 20 
 
La propuesta teórica de Stepan-Norris nos parece la más adecuada debido a que considera 
de forma integral varios componentes que han sido identificados por la literatura sobre 
democracia sindical y permite distinguir la democracia sindical como un proceso político 
esporádico (intermitente) o, por el contrario, como un fenómeno sostenido en el tiempo 
(Stepan-Norris,1997:478). La misma autora advierte que aquellos casos de democracia 
sindical sostenida se explican en buena medida a partir de la estructuras formales, mientras 
que los casos de democracia sindical intermitente se relacionan con condiciones externas e 
internas históricas que son contingentes, esporádicas y cambiantes.  
 
Finalmente, este recorrido sobre la definición de democracia sindical nos conduce a una 
clasificación preliminar de distintas dimensiones de la democracia en tres ámbitos (véase 
cuadro 1): en la política nacional, en el gobierno de los sindicatos y en las relaciones 
industriales. Esta clasificación, como ya advertimos, no significa que podamos trasladar de 
forma automática la teoría de la democracia política al ámbito de las organizaciones. 
Debido a su naturaleza y a sus objetivos restringidos a la mejora de las condiciones de 
trabajo de sus miembros, las organizaciones sindicales, aunque cuentan con un sistema de 
autogobierno y de representación de sus miembros, no pueden asimilarse como sistemas 
políticos que reproducen en miniatura el sistema político más amplio. 
 
Cuadro 1. Dimensiones de la democracia  








Informe de gobierno Informes en las 
convenciones anuales 
No existe 
Igualdad de derecho 
a la participación 
Derechos civiles y 
políticos formalmente 
reconocidos en la 
Constitución Política 
Derechos, garantías y 
libertades reconocidos en 
los Estatutos 
La participación 
está bajo el control 
del patrón  
Libre acceso a la 
información 
Ley de Transparencia  Derecho a la información 
garantizado en los 
estatutos 
El acceso a la 
información está 
controlado por el 
patrón 




La autoridad para 





Jefe de Gobierno Presidente Secretario General Dueño o patrón 
Congreso Cámara de Diputados y 
Senado 
Asamblea General y 
Asamblea de Delegados 
No aplica 
Fuerza Monopolio en el uso 
legítimo de la violencia 
Monopolio en la 
intermediación con el 
patrón (y en ocasiones la 
cláusula de exclusión) 
Jerarquía y 
autoridad 
Elecciones libres  Voto directo o indirecto, 
libre y secreto 
Voto directo o indirecto No existe 
Sistema de partidos Partido único, 
bipartidismo, 
multipartidismo 





Sistema de Justicia Poder Judicial Tribunal de Vigilancia y 
Comisión de Honor y 
Justicia 
No aplica 
Fuente: elaboración propia 
 
Una vez aclarado a qué nos referimos con democracia sindical, es importante clarificar qué 
tipo de representación ejercen los sindicatos. 
 
El concepto de representación tiene su origen etimológico de la palabra re-presentación, es 
decir, hacer presente otra vez. En términos generales, significa “hacer presente en algún 
sentido algo que, sin embargo, no está presente literalmente o de hecho” (Pitkin, 1985:10). 
Sus componentes clave son al menos cuatro:  
 
 La parte que es representada: los trabajadores sindicalizados, los trabajadores en 
general, etc. 
 La parte que representa: el representante, el delegado, el sindicato, la confederación, 
etc. (puede ser un individuo o una colectividad, como la masa de trabajadores) 
 Lo que es representado: intereses, perspectivas, opiniones, temas, etc. 
 El contexto de la actividad de representación: arena laboral, arena política (a través 
de cargos en el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, los partidos políticos). 
 
Al igual que con la idea de democracia, no podemos asimilar automáticamente el concepto 
clásico de representación política con el tipo de representación que ejercen los sindicatos, la 
cual es de naturaleza funcional. Ésta se caracteriza por la defensa de los intereses de un 
grupo, quienes tienen una posición determinada en virtud de sus condiciones de trabajo, no 
de pertenencia a la nación. Básicamente se busca obtener beneficios y primordialmente 
mejores salarios y estabilidad laboral. En este sentido, a diferencia de la representación 
política donde se plantea la existencia de los intereses de la nación, de los bienes públicos, 
en la representación funcional lo que está en juego son los intereses del grupo de 
determinadas personas en virtud de su posición económica como trabajadores.  
 
Una vez hechas estas precisiones, en el sindicalismo, la representación funcional o 
profesional para ser democrática necesariamente debe ser electiva, es decir, emerger a partir 
de elecciones competitivas que la invistan de legitimidad. Lo contrario implica regímenes 
políticos no representativos. Ello supone que este tipo de representación debe ser 
voluntaria, donde el representado cuenta con un conjunto de derechos y libertades 
formalmente reconocidos, entre los que se encuentra la capacidad para actuar y controlar 
quien lo representa y donde la función de los representantes es ejercer una mediación en la 
negociación contractual y la aplicación del convenio colectivo. Esta puntualización es 
importante, puesto que los electores (las y los trabajadores) votan únicamente por su 
beneficio, en virtud de sus intereses materiales, no como ciudadanos en virtud de valores o 
los intereses en términos de políticas públicas.  De hecho, en virtud de su organización e 
instituciones políticas internas, esta representación funcional se fragmenta en distintas 
partes:  
 
 Los delegados (departamentales, de especialidad, de regiones o territorios)  
 Los consejos 
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 Las comisiones 
 Las corrientes políticas 
 Los comités de lucha o de base 
 
En el caso de los sindicatos
3
 la representación funcional supone además que la organización 
tiene entre sus funciones un doble proceso representativo: por un lado, los trabajadores 
sindicalizados respecto de su Comité Ejecutivo, el cual es formalmente elegido a partir de 
la libre concurrencia de candidaturas organizadas en planillas y por el otro lado, de la 
organización sindical frente al empleador y al Estado. En este sentido supone un proceso 
complejo en el cual el sindicato ejerce de mediador entre los trabajadores y otros actores, y 
cuyos resultados pueden tener un impacto en las instituciones del Estado (corporatismo) y 
la representación política (trabajadores desde su rol de ciudadanos). Por consiguiente, la 
representación funcional en los sindicatos es un tipo de representación restringida a la 
materia de trabajo, que intersecta con la representación política pero sin ser asimilable a la 
misma en la medida que lo que se representa son fundamentalmente los intereses de un 
colectivo organizado y, en el caso de los sindicatos, desde una posición como fuerza del 
trabajo.  
 
La función de intermediar en las relaciones del trabajo se vuelve sumamente compleja 
como forma también de representación social. En este sentido resulta ilustrativa la 
definición de representación pública de Pettit (2009:61) como aquélla que emana de 
cualquier autoridad pública que asume un rol legítimo en el discurso público, donde 
dimensiones centrales son la publicidad y la legitimidad de quien se invoca representante. 
De esta forma, en el proceso representativo hacia afuera los sindicatos pueden ser vistos 
como actores que ejercen un tipo de representación pública donde otorgan voz a los 
trabajadores organizados colectivamente, asumiendo un rol legítimo en el discurso público. 
 
Para poder profundizar en el tipo de tesis de la cual parte la presente investigación, centrada 
en la representatividad sindical en virtud de la tensión entre la democracia sindical y su 
entorno, resulta útil retomar la perspectiva multidimensional de la representación de Hanan 
Pitkin (1985), quien identifica al menos una dimensión formal, descriptiva y sustantiva. Si 
bien el centro de la presente investigación es la relación de la democracia sindical con la 
representación sustantiva en un contexto histórico determinado, es importante revisar el 
contenido de cada una de ellas con el objeto de poder poner atención al conjunto de 
tensiones y contradicciones con respecto a la acción sustantiva de representar.   
 
La representación formal hace referencia a las reglas y procedimientos institucionales por 
medio de los cuales los representantes son elegidos y retirados de su cargo. Primero, desde 
la perspectiva de la autorización, “un representante es alguien que ha sido autorizado para 
actuar. Esto significa que le ha sido otorgado un derecho de actuar que no tenía 
anteriormente, mientras el representado se hace responsable de las consecuencias de esa 
acción como si lo hubiera realizado él mismo” (Pitkin, 1985: 41). Por tanto, en esta 
dimensión, el aspecto central son los medios a través de los cuales el representante es 
                                                        
3
 Otro tipo de actor que ejerce representación funcional son las ONGs, que en virtud de sus 
objetivos, como por ejemplo las ONGs de Derechos Humanos Laborales, orientan labor en virtud 
de principios, valores y derechos.  
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autorizado para representar, es decir, el acto o proceso a través del cual el representante es 
investido de poder para ocupar un cargo o posición. En el sindicalismo implica la existencia 
de elecciones libres y justas en las reglas para la designación de los representantes 
sindicales, lo cual también es una condición de la representación democrática moderna. Sin 
embargo, no es suficiente para asegurar la sustancia de la representación y por ello emerge 
la preocupación por la rendición de cuentas. 
 
Precisamente, la perspectiva de la responsabilidad hace referencia a que el representante 
debe ser responsable, o sea, responder al representado de lo que haga, rendir cuentas 
(Pitkin, 1985:60). El objetivo es asegurar que el representante actúe de una determinada 
manera, que cuide de sus representados, que sea sensible a sus necesidades y demandas. Sin 
embargo esta perspectiva formalista no aporta elementos para evaluar la calidad de la 
representación retrospectiva, puesto que únicamente se centra en identificar si existen 
mecanismos de sanción por parte de los representados, que en los sindicatos implica contar 
con prácticas y/o mecanismos institucionalizados para que las personas electas informen de 
su desempeño y, si procede, que exista la posibilidad de sanción o remoción. 
 
Por consiguiente, desde la mirada formalista, representar significa actuar después de haber 
sido investido de autoridad o bien responder en el momento de rendir cuentas. Ninguna de 
ellas se centra propiamente en la actividad (intermediar o representar) y el contenido 
sustantivo de representar (agenda). 
 
La representación descriptiva (representativeness) o representatividad parte de la existencia 
de “una correspondencia o semejanza precisas con respecto de aquello que representa, 
mediante un reflejo no distorsionado” (Pitkin,1985:65). Se asume que para que los 
representantes (agente) actúen en nombre de los representados (principal) debe haber una 
cierta similitud entre ambas partes, la cual puede ser de tipo funcional (igual ocupación) o 
social (a partir de los clivajes sociales de raza, clase, género y etnia). Esta representación 
sociológica o existencial es fundamental debido a que varios autores (Young, Kanter, 
Phillips, entre otros) señalan la importancia de esta “política de la presencia”, es decir, de 
que los grupos excluidos de las decisiones políticas – entre ellos las mujeres - estén 
presenten en los cargos electivos. En particular, se parte de la hipótesis de que a mayor 
similitud entre representantes y representados, mayor es la probabilidad de que haya una 
representación sustantiva. Por ejemplo, si en las bases sindicalizadas hay una mayoría de 
mujeres, sería deseable su presencia también en cargos de representación para que su 
perspectiva sea tomada en cuenta en las tomas de decisiones que las afectan. 
 
La representación sustantiva (responsiveness), que es el centro de la presente investigación, 
implica que los representantes actúen a favor de los intereses de los representados de una 
forma sensible o receptiva. Es decir, se refiere a la medida en que los representantes llevan 
a cabo acciones que son sensibles a las necesidades o demandas de los representados, es 
decir, muestran un “sustantivo actuar por otros” (Pitkin, 1985:125).  
 
En el ámbito sindical se espera que las organizaciones sindicales, a través de sus 
representantes democráticamente elegidos (dimensión formal), actúen considerando los 
intereses de las bases de trabajadores sindicalizados. Sin embargo, en el contexto mexicano, 
si bien la democracia sindical (dimensión formal) y la presencia de mujeres (dimensión 
 24 
descriptiva) es una condición necesaria, en los hechos existe un bajo desempeño en 
términos de la agenda sindical (dimensión sustantiva). En esta paradoja, como veremos 
seguidamente en el análisis, tiene un peso fundamental el legado de la doble transición 
mexicana. Se produce una distorsión en las distintas formas y prácticas de democracia 
sindical, que ante la presión externa representan muy poco o precariamente los intereses 
reales o sustantivos de las y los trabajadores. De esta forma se introducen nuevos elementos 
para entender cómo la ley de hierro convive en los hechos con la democracia como algo 
permanente y funcional al contexto del régimen de relaciones laborales mexicanas. Veamos 
seguidamente qué nos revela el análisis de la evidencia de la investigación. 
 
 
4. El planeamiento del caso: la democracia sindical mexicana y su desempeño 
sustantivo a partir de la agenda de género 
 
Una vez hemos llegado a este punto, parece claro que la existencia de instituciones y 
prácticas asociadas a la idea de democracia sindical de Stepan-Norris y Zeitin (1995) es una 
condición indispensable para la representación sustantiva de los intereses de los 
trabajadores, entre ellos las mujeres debido a que hace posible: la emergencia de nuevos 
liderazgos, la incorporación de nuevos temas en la agenda de negociación, una circulación 
de las élites dirigentes, un ejercicio de rendición de cuentas, la existencia de una oposición, 
así como medidas de control en manos de la base de trabajadores sindicalizada. 
 
En particular, en la presente investigación, para poder profundizar sobre el tema del 
desempeño de la democracia sindical en términos de representación sustantiva se 
seleccionó un estudio de caso crucial: la agenda de género. Este caso permite poner a 
prueba porqué en determinados contextos, aún cuando se dan las condiciones ideales 
necesarias para una democracia sindical fuerte, en la práctica éstas no son suficientes. 
Especialmente, por qué distintas prácticas de democracia sindical no son condición 
suficiente para que haya una mayor representatividad de los intereses de sus bases 
sindicalizadas y en particular las mujeres cuando éstas son mayoría en la base 
sindicalizadas y acceden a posiciones formales de liderazgo y poder. Para ello 
analizaremos, primero, el tipo de democracia sindical que prevalece en las unidades 
consideradas bajo el estudio y después la agenda de género como forma de representación 
sustantiva. 
 
En virtud de lo anterior, se seleccionó una muestra conformada por tres unidades de 
observación que cumplen con los requisitos de la definición de democracia sindical y que 
además cuentan con un conjunto de variables del caso crucial: una participación paritaria de 
mujeres en su máxima instancia de gobierno (el Comité Ejecutivo Nacional); una 
proporción significativa de mujeres en la base sindicalizada (mínimo 50%) y una 
institucionalidad de género en el gobierno del sindicato. Se trata, por tanto del caso de las 
mujeres en el poder de los sindicatos.  
 
Es importante precisar que en algunas organizaciones sindicales no fue posible recopilar 
toda esta información debido a que no se encontraba sistematizada o no se disponía de una 
hemeroteca o centros de estudios del propio sindicato. En este sentido es importante tomar 
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nota que no todos los sindicatos cuentan con un archivo histórico y en la mayoría de ellos 
no se sistematiza la información. 
 
Además del análisis de la información documental, se utilizaron otras técnicas cualitativas 
para la construcción de datos relativos a los significados, las prácticas y las instituciones 
informales (neoinstitucionalismo): la entrevista semi-estructurada y la observación no 
participante en las instalaciones del sindicato y durante el desarrollo de Asambleas. En la 
selección de la muestra de personas entrevistadas se consideró a todas las mujeres que en el 
momento del estudio (2014) ocupaban un cargo en el Comité Ejecutivo Nacional, 
completando de esta forma un universo inicial de 32 mujeres sindicalistas que son 
representantes sindicales nacionales. En uno de los casos, la ASSA, debido a problemas de 
fractura interna dentro de su órgano de gobierno, no fue posible entrevistar algunas 
secretarias nacionales que son consideradas hostiles o parte de grupos opositores que 
golpean al sindicato, lo cual también es un dato revelador de las tensiones y conflictos 
internos existentes. En el SINTRAMETLIFE, debido a su menor tamaño y mayor apertura 
inicial, fue posible entrevistar a 6 mujeres del CEN y 2 delegadas sindicales, además de 
cinco hombres (dos del CEN anterior y tres del CEN actual). 
 
Adicionalmente, estas entrevistas con sindicatos esencialmente democráticos se pudieron 
contrastar las condiciones de un sindicato de protección patronal (o sindicato blanco), a 
través de una sesión de grupo de enfoque durante un vuelo de Volaris donde participaron 
cuatro sobrecargos. Todos ellos accedieron a participar bajo la condición de que no se 
difundieran datos que permitiera a la empresa identificarlos por temor a represalias. 
Asimismo se pudo establecer el contacto para ampliar el numero de entrevistas con una 
trabajadora que fue despedida por tratar de sindicalizar a sus compañeros en la ASSA y de 
este modo describir cómo los sindicatos blancos son también una amenaza a la libertad 
sindical que promueven ASSA, STRM y SINTRAMETLIFE. 
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Total     32 
Nota: las entrevistas fueron realizadas en 2014. 
 
 
Es importante subrayar que en los sindicatos estudiados las mujeres ocupan la titularidad de 
las carteras más importantes del Comité Ejecutivo Nacional, como son las Secretarias de: 
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Interior, Trabajo, Organización, Tesorería, Conflictos Foráneos, Tribunal de Honor y 
Justicia, Relaciones Exteriores, entre otras. En el SINTRAMETLIFE y la ASSA además las 
mujeres son más de la mayoría, con más del sesenta de los puestos de poder. Para mayor 
detalle, en el cuadro 1 puede observarse detalladamente cuáles son las carteras que ocupan 
las mujeres, que son esencialmente las mismas en las tres unidades o sindicatos 
considerados en este estudio.  
 
Cuadro 1. Las mujeres en gobierno de los sindicatos (según cartera) 
 
STRM ASSA SINTRAMETLIFE 
Interior  Interior Organización 
Trabajo Asuntos Técnicos Relaciones Laborales 
Relaciones Exteriores, Alianzas y 
Actas 
Relaciones  Relaciones 
Jubilados Actas Actas y Acuerdos 
Tesorero  Tesorero Desarrollo Interno 
Previsión Social Previsión Social Finanzas 
Prestaciones Económicas Prensa  
Equidad de Género Presidente Hacienda  
Conflictos Foraneos Secretario Hacienda  
Deporte, Cultura y Recreación Vocal Hacienda  
Comité Nacional de Vigilancia Secretario Vigilancia  
Comisión Nacional de Honor y 
Justicia 
Secretario de Honor y Justicia  
 Vocal Sup.A CMA  
 Vocal Sup.B CMA  
 Vocal Sob.AVSA  
 Delegación Aeromar  
Fuente: elaboración propia a partir de las planillas del Comité Ejecutivo Nacional correspondiente 
 
 
Antes de abordar el análisis de la evidencia es importante subrayar la dificultad de obtener 
información de las organizaciones sindicales, quienes se encuentran en un entorno de 
amenaza constante y, por consiguiente, su respuesta más común es la desconfianza. Por 
dicho motivo, aunque el trabajo de campo se extendió por una duración superior a un año, 
varias fuentes de información no se pudieron conseguir. Esta percepción de amenaza 
constante, como veremos más adelante, es real.  
 
 
El caso de la agenda de género 
 
Con respecto al estudio de caso aquí planteado, para poder entender la agenda de género en 
el sindicalismo es preciso estudiar la negociación colectiva en tanto institución laboral que 
constituye un instrumento fundamental para poder proteger los derechos de los 
trabajadores, garantizando condiciones básicas de igualdad, tales como el mismo salario 
por igual trabajo, la equidad en la promoción de puesto de trabajo, la eliminación de 
prácticas discriminatorias en el proceso de selección y la protección de la maternidad, entre 
otros (Abramo y Rangel, 2005). De hecho, el caso de la agenda de género (a través de la 
negociación colectiva) nos permite adentrarnos no sólo en las estructuras de la democracia 
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sindical sino en el proceso y sus resultados, puesto que la integración formal de las mujeres 
en las instituciones democráticas no es una garantía de su inclusión interna, donde una 
oligarquía tradicionalmente masculina controla las reglas del poder.  
 
En particular, entre las cláusulas referidas a la igualdad de género contenidas en la 
negociación colectiva (a través de los convenios colectivos) se identifican las siguientes 
(Mauricio, 2010:29): 
 
 La prohibición de exigir prueba de embarazo para acceder a un empleo. 
 El permiso de ausencia para realizar controles médicos prenatales. 
 La disminución de la jornada de trabajo. 
 La prohibición de realizar tareas que puedan afectar a la salud de la madre y el niño 
 La protección de la maternidad y la paternidad. 
 La duración de la licencia de maternidad. 
 La protección de mujer embarazada y lactante contra el despido. 
 La licencia de paternidad (instauración y regulación de la duración). 
 La protección del padre contra el despido en el período de nacimiento de su hijo. 
 La integridad del salario durante la licencia de maternidad. 
 La extensión de los horarios destinados a la lactancia. 
 La duración y calidad de los servicios de guardería infantil. 
 
El objetivo de estas cláusulas ha sido la protección de la mujer trabajadora en calidad de 
madre. Sin embargo, el avance ha sido más lento en comparación con otros temas que 
cuestionan las relaciones de género tradicionales, como son: 
 
 La conciliación de la vida laboral y familiar de mujeres y hombres. 
 Las sanciones en caso de acoso sexual. 
 La igualdad de oportunidades a partir de acciones afirmativas. 
 El sistema de promoción o evaluación del desempeño con perspectiva de género. 
 La igualdad de género en las condiciones de trabajo. 
 El reconocimiento de responsabilidades familiares compartidas de mujeres y 
hombres. 
 
A diferencia de Europa, Estados Unidos y Canadá, donde las cláusulas de igualdad de 
género han tenido un mayor desarrollo, en América Latina el avance ha sido muy lento y ha 
estado centrado principalmente en la protección de la mujer trabajadora en su condición de 
madre. En ello han tenido que ver las crisis económicas en la región y el debilitamiento del 
proceso de negociación colectiva a raíz de reformas estructurales de corte neoliberal que 
fueron implantadas durante la década de los noventa. Asimismo, como advierte Mauricio 
(2010) los temas de género en el sindicalismo enfrentan la resistencia de los propios 
representantes de los trabajadores, que son poco sensibles a estos temas, y el rechazo del 
patrón. En aquellos casos en los cuáles se incluyen clausulas relativas a la no 
discriminación su valor es mayormente enunciativo, para reafirmar los principios que 
establecen los Convenios de la OIT o lo que señala la legislación nacional sin el despliegue 
de mecanismos concretos para su aplicación. De esta forma, las negociaciones colectivas 
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suelen centrarse en el mejor de los casos en las demandas de los trabajadores con relación a 
la seguridad en el empleo y la defensa de salarios reales (OIT, 2002). 
 
Otros factores que han sido señalados para explicar la debilidad de la agenda de género en 
el sindicalismo son los elevados grados de informalidad y precariedad que enfrentan la 
mayoría de mujeres latinoamericanas en el mercado de trabajo, pero también la baja 
participación femenina en la dirigencia sindical y la capacidad de negociación de las 
organizaciones sindicales (Mauricio, 2010; Abramo y Rangel, 2005; Munro, 2001). En 
particular, se identifican cuatro obstáculos fundamentales al activismo de las mujeres en los 
sindicatos: las responsabilidades familiares, la segregación laboral, la cultura masculina al 
interior de los sindicatos y la existencia de estereotipos tradicionales (Briskin, 2009). En 
consecuencia. las mujeres que ocupan efectivamente cargos de toma de decisiones al 
interior del sindicato son las más jóvenes, quienes no tienen responsabilidades familiares o 
aquellas más mayores cuyos hijos ya son adultos, produciéndose de esta forma un sesgo en 
la edad y el ciclo reproductivo en las mujeres que participan en la política sindical (Kirton 
and Healy,1999). 
 
Veamos a continuación que nos dice la evidencia del trabajo de investigación realizado en 
el año 2014. 
 
 
5. La democracia sindical en México 
 
Primero, el tipo de gobierno que identificamos en las unidades consideradas bajo estudio 
cumple formalmente con varias dimensiones de la democracia formal. Sin embargo, en su 
dimensión conductual encontramos varias intrusiones autoritarias. En ello tiene que ver en 
buena medida la forma en cómo surgen estos proyectos de democracia sindical durante la 
década de los setenta y ochenta. 
 
5.1. Los legados autoritarios  
 
En efecto, para poder entender las raíces de estos casos excepcionales de democracia 
sindical, es fundamental analizar el proceso histórico en virtud del cual, primero, los tres 
sindicatos considerados ganan la independencia necesaria del corporativismo tradicional 
(de líderes charros y de la propia CTM) y segundo, cómo se enfrentan a la coyuntura de la 
privatización de las empresas y desregulación de muchos sectores de la economía, que 
tendrá lugar en el marco de reformas de corte neoliberal y de transición del modelo de 
economía a partir de la década de los ochenta.  
 
Como se apreciará en la revisión de la historia de estas organizaciones sindicales, la doble 
transición tuvo un impacto importante en sus oportunidades para representar los intereses 
de los trabajadores sindicalizados. En particular, si bien ganar independencia respecto de 
las centrales obreras adscritas al PRI (CTM principalmente) permitió a estos sindicatos 
fortalecer la defensa y representación de los intereses de los trabajadores, una vez se inicia 
el proceso de transición hacia un modelo de economía abierta, su sobrevivencia como 
organización y sus aspiraciones democráticas se someterán a una amenaza constante que 
prevalecerá hasta el presente.  
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La transición política en México, centrada principalmente en sus instituciones electorales 
durante la década de los 90, tampoco fue suficiente para que la autonomía sindical 
alcanzada se transformara en un recurso de poder para ser interlocutor o un grupo de 
presión eficaz. Veamos seguidamente cómo en cada una de las unidades de observación 
tiene lugar esta doble transición y cómo ello afecta a sus prácticas de gobierno democrático 
y su capacidad para representar. 
 
El sindicato de trabajadores de Metlife es, sin lugar a dudas, paradigmático por su 
experiencia histórica de lucha a favor de la democracia sindical. Este proceso histórico-
político tiene sus orígenes en 1982 en la Aseguradora Hidalgo, empresa paraestatal, cuya 
titularidad del contrato colectivo se encontraba en manos de una organización sindical 
controlada por Benito Farfan, quien asimismo ostentaba el cargo de Secretario General del 
Sindicato Nacional de Trabajadores de Instituciones de Seguros, Similares y Conexos de la 
República Mexicana.  
 
La coyuntura en virtud de la cual se inició la lucha por la independencia del Sindicato de 
Trabajadores de Aseguradora Hidalgo (Sintahisa), perteneciente al Sindicato Nacional, tuvo 
lugar en 1998 con motivo de la negociación contractual y, en particular, a raíz de que 
Farfán, ignorando la autoridad del Comité Ejecutivo de Sintahisa, firmase el nuevo contrato 
colectivo directamente con la Administración. Esta situación causó una gran indignación en 
las bases de trabajadores sindicalizados y el rechazo de la Directiva de Sintahisa liderada 
por Gerardo Calderón en calidad de Secretario General.  
 
Esta coyuntura nos revela algo que se repetirá en aquellos sindicatos que vindican un 
proyecto democrático: la negociación contractual del líder sindical sin la consulta de las 
bases. Es decir, el detonante es la crisis de la representación de los intereses materiales de 
las y los trabajadores, no un movimiento insurgente conducido por una lucha ideológica y 
política al interior del sindicato. No obstante, en estos momentos en que se miden las 
fuerzas entre el autoritarismo corporativo y las fuerzas innovadoras la fuerza de los nuevos 
liderazgos es central. 
 
Precisamente, en el Sintahisa el liderazgo democratizador se encuentra en la figura personal 
de Gerardo Calderón,  cuya estrategia de lucha apostó por la vía legal con un éxito 
excepcional. Se recogieron formas de los trabajadores y se elaboró un pliego petitorio 
donde se desconocía el acuerdo de la empresa con Farfán. 
 
Dos años después, en la negociación del año 2000, aún Benito Farfan gozaba de la 
titularidad legal para representar al Sintahisa en calidad de Secretario General del Sindicato 
Nacional, sin embargo la nueva Administración de Aseguradora Hidalgo -encabezada por 
Ismael Gómez Gordillo- negoció directamente con los representantes sindicales elegidos 
directamente por los trabajadores. En reacción, Farfán emplazó a la huelga por supuesta 
violación del contrato colectivo del trabajo. Sin embargo, los trabajadores lograron 
organizarse a través de las figuras de los delegados y se recabaron las firmas necesarias 
para desconocer el emplazamiento de huelga. En total se lograron presentar el 97% de las 
firmas de los trabajadores. Se evaluó entonces la unidad del sindicato para poder 
constituirse como sindicato de empresa independiente del Sindicato Nacional, el cual 
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pertenecía a la CTM. De nuevo y excepcionalmente, la vía legal permitió enfrentar estas 
prácticas autoritarias. 
 
Meses después tuvo lugar la derrota del PRI en las elecciones presidenciales, donde resultó 
electo Vicente Fox para el sexenio 2000-2006. Es entonces cuando el Secretario General de 
Sintahisa, Gerardo Calderón, consultó con el líder de la CTM, Leonardo Rodriguez 
Alcaine, la posibilidad de separar al Sintahisa de un Sindicato Nacional que nunca ha 
tomado en cuenta los intereses de los trabajadores de la Aseguradora Hidalgo. Ante esta 
solicitud, y dados los antecedentes de Benito Farfan, desde la propia CTM se dio la 
autorización para que Sintahisa se separara del Sindicato Nacional con apego a la ley.  
 
Una vez confirmado el apoyo de las autoridades cetemistas y del propio gobierno al 
proyecto de organización de un sindicato de empresa independiente, se convocó la 
Asamblea General Constitutiva en agosto del año 2000 y se logró el registro oficial. El paso 
siguiente fue demandar la titularidad del Contrato Colectivo de Trabajo, un proceso que 
estuvo rodeado de tensión y amparos interpuestos por Farfan por “conflicto intersindical” y 
“actos de traición”. Finalmente la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje (JFCA) 
resolvió un laudo favorable al Sintahisa, negando el amparo a Farfán y resolviendo con 
apego estricto a la ley.  
 
Como puede apreciarse, el contexto de la alternancia política en la Presidencia de la 
República en el año 2000 fue una coyuntura favorable para el surgimiento de un sindicato 
independiente de la CTM y de su líder charro apoyado por los gobierno priistas. Sin 
embargo, este proyecto de sindicato democrático e independiente de los trabajadores de la 
empresa paraestatal Aseguradora Hidalgo se vio nuevamente amenazado por el proceso 
privatizador iniciado en la década de los ochenta en México, con el cambio de modelo 
económico. 
 
La empresa ganadora de la licitación para adquirir los títulos del capital social de la 
Aseguradora Hidalgo fue la Metropolitan Life (Metlife), de capital estadounidense en el 
año 2002. La nueva administración, que ya contaba con una representación en México a 
través de Seguros Genesis, presentó su proyecto de liquidación de personal y de 
recontratación.  Los primeros en ser liquidados fueron el personal de confianza de 
Aseguradora Hidalgo y al personal sindicalizado se le propuso liquidaciones, desaparición 
del contrato colectivo y recontrataciones con nuevas condiciones. Esta propuesta se 
acompañó de la amenaza de que en caso de no aceptar la empresa depositaría las 
liquidaciones en la JFCA y solicitaría la cancelación del contrato colectivo. 
 
Como puede apreciarse, la transición hacia la privatización de la empresa supuso una nueva 
amenaza para la sobrevivencia del propia sindicato y de su proyecto democrático. Sin 
embargo, el liderazgo de su Secretario General, quien fue reelecto, fue central para plantear 
una postura de lucha frente a la empresa multinacional. El argumento legal presentado por 
la representación sindical se fundamentó en el artículo 41 de la Ley Federal del Trabajo, 
que prevé la figura de la substitución patronal y el mantenimiento del contrato colectivo.  
 
Las claves del éxito de la estrategia de resistencia de este sindicato democrático se resume 
en tres puntos: primero, el contacto directo del Comité Ejecutivo con las bases 
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sindicalizadas; segundo la consolidación de la unidad sindical a partir de la estructura de 
delegados y tercero, las alianzas externas con sindicatos del sector bancario y financiero y 
asimismo confederaciones de sindicatos democráticos como el FAT y la UNT. No obstante, 
ante la presión privatizadora también se revela una estrategia conservadora: la élite 
dirigente deja de circular, en particular su Secretario General, cuyo liderazgo indiscutido 
también es un punto de quiebre para una intensa democracia pluralista. 
 
Una de las estrategias utilizadas por la empresa, con motivo de la fusión de los grupos de 
Aseguradora Hildalgo y Seguros Genesis, fue la creación de una nueva empresa 
denominada Metlife México Servicios S.A de C.V. y posteriormente la conformación de un 
sindicato de protección patronal con el cual firmó un contrato colectivo a su conveniencia. 
Esta práctica es bastante habitual en México. Sin embargo, la empresa no pudo seguir 
adelante con su estrategia de eliminación del sindicato democrático debido a que éste había 
presentado previamente un emplazamiento de huelga y conforme la ley la empresa estaba 
impedida legalmente para concluir la sustitución. Mientras, el sindicato mantuvo un 
contacto muy estrecho con los trabajadores, nombrándose una Comisión Negociadora por 
los propios trabajadores y realizándose talleres formativos y Asambleas Generales donde se 
daban a conocer los resultados de las consultas y negociaciones.  
 
Finalmente, la empresa tuvo que claudicar en la negociación con el sindicato democrático e 
incrementar las indemnizaciones por encima de lo estipulado por ley para aquellos 
trabajadores que aceptaran ser liquidados y en su caso recontratados. Sin embargo, al igual 
que sucederá en otros sindicatos, se establece en el Contrato Colectivo dos modelos de 
contratación: uno, conocido como “modelo generacional”, que incluye las prestaciones 
económicas previstas en el contrato colectivo de Aseguradora Hidalgo y otro, con menores 
beneficios, para aquellos trabajadores que aceptaran ser liquidados y recontratados 
conforme el “nuevo modelo”. Es importante precisar que las indemnizaciones por retiro 
voluntario incluye un paquete económico del 140% adicional al 100% que prevé la ley y 
150% adicional en caso de liquidación voluntaria para recontratación.  
 
El análisis de la experiencia de este sindicato nos permite entender la naturaleza 
excepcional de este proyecto de democracia sindical, cuya emergencia responde a una crisis 
de representación sustantiva y donde excepcionalmente el apego a la legalidad favoreció al 
sindicato en virtud de los intereses de la propia elite dirigente corporativa (CTM). No 
obstante, la existencia de un liderazgo fuerte que es reelecto también nos habla de prácticas 
conservadoras que inhiben una mayor pluralidad y dinamismo en su gobierno formalmente 
democrático. 
 
La Asociación Sindical de Sobrecargos de Aviación se ha caracterizado también por 
momentos de avances y retrocesos en el ejercicio de la democracia sindical desde su 
conformación el 8 de abril de 1960. Se trata de una organización mucho más madura de 
Sintrametlife, pero también comparte en su historia un legado de sindicalismo cetemista. En 
particular, antes de conformarse la ASSA, los sobrecargos de Mexicana pertenecían al 
Sindicato Nacional de Trabajadores de Aviación y Similares (SNTAS) y los de Aeroméxico 
al Sindicato Nacional de Trabajadores y Técnicos de Aeronaves de México (SNTTAM), 
ambos sindicatos cetemistas que agrupaban también a mecánicos, empleados de oficina y 
servicios generales. 
 32 
¿Qué fue entonces lo que explica que dentro del sindicalismo oficialista haya podido surgir 
un proyecto de sindicalismo independiente de los sobrecargos de aviación? Entre los 
sobrecargos de Mexicana, surgió en 1959 la inquietud de conformar una agrupación 
independiente que reconociera la relevancia del gremio de sobrecargos. Entre los líderes de 
este proyecto sindical se encontraban principalmente hombres, los sobrecargos Alfredo 
Barrio, Gildardo Gutiérrez, Carlos de la Fuente y José Luís Ortegón (Leyva y Lagunas, 
2002:23). La reacción de la empresa fue de absoluta represión, pues los lideres de la 
iniciativa fueron liquidados, al igual que en su momento el movimiento de independencia 
sindical en Metlife. 
 
A pesar del contexto adverso de represión empresarial, el proyecto de la ASSA pudo salir 
adelante gracias al liderazgo de Gildardo Gutiérrez, que disponía del tiempo necesario para 
efectuar trámites legales y coordinar reuniones. El punto de enlace para promover esta 
iniciativa de sindicalismo independiente fue una empleada de una cafetería del aeropuerto, 
a través de quién se distribuía propaganda de inconformidad con el Comité Ejecutivo del 
SNTAS y se invitaba a los sobrecargos a renunciar a este sindicato y adherirse a la ASSA a 
través de una carta-poder a nombre de Gildardo Gutiérrez. Asimismo, se establecieron 
contactos con los sobrecargos de otras compañías aéreas como Aeroméxico, Guest, 
Aerolíneas Mexicanas y LAUSA (Leyva y Lagunas, 2002:24). 
 
Poco tiempo de lograrse la creación de la ASSA, empezó la represión por parte de 
Aeroméxico, que rescindió el contrato a 45 de los 90 sobrecargos que se encontraban entre 
los impulsores de la adhesión a la ASSA. Precisamente, cuando era inminente que ésta iba 
a lograr la titularidad del contrato colectivo de Aeroméxico, el sindicato cetemista emplazó 
a la huelga. Sin embargo, poco tiempo después la ASSA logró la titularidad del contrato 
colectivo exclusivo de sobrecargos. 
 
La presión de la empresa en contra del sindicalismo independiente volvió a emerger meses 
después, en noviembre de 1960, cuando Aeroméxico absorbió a la empresa Aerolíneas 
Mexicanas y se negó a contratar a los sobrecargos sindicalizados en la ASSA. Finalmente, 
tras muchas negociaciones, la empresa los contrató reconociendo su antigüedad pero no así 
su ubicación en el escalafón. 
 
Tiempo después la ASSA luchó por obtener la titularidad del contrato colectivo de la 
aerolínea Guest, pero el recuento de votos le resultó desfavorable. Sin embargo, cuando 
esta empresa fue absorbida por Aeroméxico, los sobrecargos pudieron adherirse a la ASSA. 
 
Con el paso del tiempo, la ASSA fue capaz de construir una estructura sindical y una 
economía fuerte. Prueba de esta fortaleza fue la primera reforma estatutaria de 1976, donde 
se estableció una clausula de seguridad social para los sobrecargos jubilados, en virtud de la 
cual el sindicato les garantizaba aumentos de sueldo cuando la empresa se negara a 
otorgarlo. Asimismo, en Mexicana se logró 13 sobrecargos con permiso sindical, cuyos 
salarios son cubiertos por el sindicato aunque su cuantía sea menor a la de un sobrecargo en 
activo. (Leyva y Lagunas, 2002:26-27). 
 
Por consiguiente en el análisis de la trayectoria de la ASSA se hacen evidentes las 
dificultades para conformar un sindicalismo independiente, donde el principal elemento de 
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presión es la propia empresa. Asimismo, la liberalización en el sector también tuvo un 
impacto negativo en su democracia interna, en particular a partir de la década de los 80 
cuando tiene lugar la transformación del modelo económico y las subsiguientes crisis. 
Como veremos seguidamente, el sector del transporte aéreo es particularmente sensible a la 
situación económica del país. 
 
El proceso de desregulación de la industria aérea tuvo su origen en los Estados Unidos en la 
década de los 70, pero su impacto fue global. Este cambio de política económica bajo 
gobierno de Carter significó que el gobierno dejara de intervenir en el establecimiento de 
tarifas y que las compañías aéreas tuvieran que competir con nuevas aerolíneas, muchas de 
ellas de menor tamaño, que ofrecían tarifas muy reducidas o servicios de bajo costo. Este 
nuevo contexto de fuerte competencia a través de las tarifas no significa que las empresas 
puedan establecer un precio de acuerdo al costo real del servicio, pues a menudo las 
aerolíneas distribuían los costos entre diferentes rutas para evitar la libre competencia en 
rutas de mayor demanda. 
 
En México, la transformación del sector de la aviación se impuso a finales de la década de 
los 80 a través de la privatización y la desregulación, lo cual condujo a límite de la quiebra 
a las dos principales empresas: Mexicana y Aeroméxico.  
 
Antes de 1988, la política aeronáutica nacional estaba dictada por el gobierno, cuyas 
principales empresas eran Mexicana y Aeroméxico. La calidad de su servicio se encontraba 
ya muy deteriorado, pero la ordenación de rutas – donde no se consideraba una planeación 
en virtud de las distancias o la demanda del servicio – inhibía el surgimiento de 
competencia. 
 
En mayo de 1988 se privatizó Aeroméxico y en agosto de 1989 le siguió Mexicana, lo cual 
resultó en una racionalización y reordenación de las rutas para un uso más eficiente de los 
aviones de acuerdo al tamaño, capacidad y distancia. Además de la reordenación de la 
operación, la reorganización administrativa permitió mejorar la política comercial y la 
calidad del servicio prestado a los usuarios.  
 
El resultado de la desregulación del sector promovida por el gobierno de Salinas fue la 
descapitalización de la mayoría de empresas del sector y una guerra intensa de tarifas que 
condujo a la quiebra de varias de ellas. La forma de ganar mercados era a través de una 
reducción agresiva de las tarifas. Aeroméxico y Mexicana resintieron fuertemente este 
nuevo contexto, pues no lograron sanear sus finanzas bajo la nueva administración. Cuando 
eran empresas paraestatales necesitaron varios programas de rescate que fueron muy 
costosos para el erario publico, sin embargo al privatizarse no lograron mejorar 
sustancialmente su administración. En 1993 Aeroméxico – a través de un intercambio de 
acciones – adquirió el control de Mexicana, pero los resultados financieros de ambas 
empresas no lograron mejorar, amenazando de nuevo la quiebra. 
 
Este nuevo entorno de fuerte competencia, desregulación y privatización de las empresas 
paraestatales tuvo un importante impacto en materia del trabajo en el sector aeronáutico. En 
particular, la mayor parte del personal fue liquidada para ser posteriormente ser 
recontratada con menores salarios y prestaciones, lo cual debilitó notablemente fuerza de su 
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sindicato. Más aún, ante las sucesivas crisis económicas, en particular la de 1994, la ASSA 
tuvo que cambiar de estrategia para mantener la cantidad de empleos a cambio de la 
contención salarial o aceptar el sistema de rotación que permitía que por un periodo de seis 
meses quedaran desempleados un promedio de 120 sobrecargos sin costo alguno para la 
empresa (Leyva y Lagunas, 2002). A pesar de esta precarización de las condiciones de 
negociación contractual, tanto la ASPA como la ASSA lograron bloquear el sistema de 
subcontratación que opera en otros países donde las empresas pueden contratar trabajadores 
eventuales y rentar aviones que ya cuentan con tripulación, evadiendo de este modo la 
mediación sindical y asegurando menores costos laborales. 
 
Ante este entorno, la autonomía y la fuerza lograda por la ASSA en el momento de 
conformarse como sindicato independiente del gobierno en la década de los 60 se ha visto 
gravemente amenazada por la transición del modelo económico a partir de la década de los 
80. En particular, la desregulación del sector ha supuesto la flexibilización y precarización 
de las condiciones de trabajo para los trabajadores del sector (pilotos, sobrecargos, pilotos) 
lo cual ha debilitado la capacidad de esta organización sindical para representar los 
intereses de sus agremiados a partir de una intensa vida democrática. En otras palabras, el 
contexto amenazante imposibilita que la organización pueda cumplir con su función 
principal: representar a sus agremiados a partir de la defensa de mejores condiciones de 
trabajo, principalmente el salario. 
 
El Sindicato de Trabajadores de Telmex la República Mexicana al igual que la ASSA y 
el SINTRAMETLIFE ha transitado por etapas de autoritarismo y de insurgencia sindical 
debido principalmente a que los liderazgos de naturaleza “charrista” no lograron consolidar 
estructuras de poder y control durante un largo periodo. Es decir, siempre hubo corrientes 
de oposición. 
 
En particular en la historia del STRM el liderazgo de Francisco Hernández Juárez tendrá un 
peso fundamental. Sin embargo, antes es preciso revisar su historia de lucha por la 
independencia donde distintas corrientes han pugnado por asumir el control del gobierno 
del sindicato. 
 
Desde principios del siglo los trabajadores telefonistas de la Compañía Telefónica y 
Telegráfica Mexicana de capital estadounidense y Ericsson de capital sueco, se organizaron 
para fundar sus propias organizaciones sindicales. Mientras los primeros estaban 
fuertemente influidos por el radicalismo anarquista y el naciente oficialismo de la CROM, 
los segundos tenían una orientación más pro-empresarial (De la Garza, 2002:16). Ambas 
empresas se fusionaron en 1950 para dar lugar a una gran monopolio privado conocido 
como Teléfonos de México (TELMEX). La consiguiente fusión de ambos sindicatos tuvo 
lugar entre fuertes conflictos, siendo esta coyuntura el detonante de la organización de la 
primera coalición opositora de los departamentos técnicos y antecedente inmediato del 
Movimiento Restaurador de la Democracia Telefonista. Esta corriente estará fuertemente 
influida por el contexto de la insurgencia sindical en México pero no será hasta 1976 que 
logre triunfar y derrocar al líder sindical Salustino Salgado. Un detonante fundamental de 
este movimiento insurgente, al igual que en su momento en el  SINTRAMETLIFE, fue la 
revisión y aprobación del contrato colectivo sin la consulta previa de los trabajadores. En 
efecto, como era la práctica habitual de los líderes charros, Salustino Salgado no consultó a 
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los trabajadores, lo cual detonó una fuerte crisis interna en la que las corrientes opositoras 
se organizaron para presionar su salida ante la Secretaria del Trabajo. Esta precisión es 
importante pues la explicación del movimiento insurgente a favor de la democracia sindical 
no fue el deterioro de las condiciones de trabajo sino el autoritarismo del líder sindical. 
 
Fruto esta victoria del Movimiento Restaurador surgió también la planilla verde, cuya 
coyuntura permitió modificar los estatutos con relación a al poder del CEN para intervenir 
en las pugnas electorales, salir de la CTM, incluir una clausula que prohibía que el 
sindicato involucrase en la política partidaria y restituir el voto directo y secreto en la 
elección del CEN. Asimismo se fundó la revista El Restaurador de 22 de Abril. Sin 
embargo, una de las prácticas de control social que según De la Garza (2002:21) no 
desapareció fueron las fiestas sociales, en particular con el grupo de las operadoras. 
 
Las etapas posteriores a la independencia de la CTM y hasta la década de los 80 estuvieron 
marcadas por la pugna entre dos corrientes sindicales contrapuestas: por un lado, la línea 
moderada de Francisco Hernández Juárez, que defendía la permanencia en el Congreso del 
Trabajo
4
 y su base social de apoyo eran fundamentalmente las operadoras; y por otro lado, 
las corrientes de izquierdas donde tenía un peso importante Línea Democrática y todo un 
conjunto de grupos de izquierda como los maoístas, trostsquistas, marxistas que pugnaban 
por la insurgencia sindical y la ruptura con el Estado y por ende el Congreso del Trabajo 
(De la Garza, 2002). En esta nueva etapa se reformó también la estructura de gobierno del 
sindicato para promover una mayor participación de las bases en distintas instancias 
(Xelhuantzi, 1989:102; De la Garza, 2002; Medina, 1996): 
 
 La formación de asambleas pequeñas en cada uno de los centros de trabajo, las 
cuales han de permitir la expresión directa de las bases y el contacto directo con los 
dirigentes. 
 Unidad política/lucha ideológica, en virtud de la cual si bien se aceptan la 
divergencia de opiniones y la deliberación, al final deberá de respetarse el acuerdo 
de la mayoría. De esta forma la lucha ideológica se fomenta a partir de la unidad 
política. 
 Método de pretextos/objetivos, donde las demandas inmediatas (revisiones 
contractuales y salariales) han de servir de pretexto para una lucha más amplia, 
ideológica. De esta forma la vindicación de mejoras del salario ha de permitir 
avanzar en la liberación de la clase obrera. De manera que los problemas se 
convierten en pretextos para desarrollar una conciencia de clase, fortaleciéndose 
frente a luchas aisladas. 
 Método de la filtración, que permite que las bases puedan plantear libremente 
demandas y que éstas sean filtradas a los órganos de toma de decisiones desde abajo 
hacia arriba. 
 
                                                        
4
 Desde su creación en 1966, el Congreso del Trabajo ha tratado de ser un espacio de unificación y de diálogo 
del movimiento obrero que formalmente respetaría la autonomía de las organizaciones obreras, sin embargo 
en la práctica fue un mecanismo de intervención del Estado y de incorporación al partido hegemónico. En la 
década de los 70, en plena insurgencia sindical, el CT era visto como un mecanismo de control corporativo de 
las demandas de los trabajadores. 
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Estos nuevos principios de organización sindical reflejaban en buena medida la influencia 
de Línea Proletaria y fueron enriquecidos posteriormente con nuevos enfoques, entre los 
que destacan la recuperación de las propuestas de la agenda de la oposición y la promoción 
del debate por parte de la dirigencia sindical. De esta forma se buscaba fortalecer la 
organización interna del sindicato y contrarrestar así el desgaste ocasionado no solamente 
por las corrientes opositoras de izquierda sino por la propia empresa, acostumbrada al 
corporativismo tradicional que permitía controlar al sindicato con favores y corrupción. Sin 
lugar a dudas, el periodo 1976-1980 marcó una etapa de innovación democrática en el 
gobierno del STRM antes de entrar en un proceso de reforma del Estado y de 
modernización del sector de las telecomunicaciones, que vendrá acompañada de la 
privatización y nueva tecnología digital.  
 
La transición económica en el caso de TELMEX estuvo también marcada por la 
modernización del sector de las telecomunicaciones a nivel internacional. Esta 
circunstancia particular hizo posible una modernización concertada que fortaleció la 
organización sindical, la negociación colectiva y una transformación de la relación obrero-
patronal. Más aún, el sindicato lejos de luchar en contra de la privatización, la asumió como 
un escenario posible e irreversible (Hernández Juárez y Xelhuantzi, 1993).  
 
Con el gobierno del Presidente Miguel de la Madrid, a finales de 1982, se inició un proceso 
progresivo de desincorporación de las empresas paraestatales que implicaba la venta y 
liquidación de empresas del sector público a partir de un nuevo modelo de desarrollo 
económico y el programa de ajuste estructural impuesto por el FMI a México. En 
particular, en las cartas de intención firmadas por el gobierno de México con el FMI en 
1982 y 1986 establecían el objetivo de la reducción del déficit público y la inflación a 
través de medidas de corte monetaristas que exigían reducción drástica del gasto social, 
control de los salarios, desregulación de la economía (y por ende de las relaciones 
laborales) y la venta de empresas paraestatales.  
 
A pesar de los rumores en torno a la privatización de TELMEX, ésta era una empresa 
rentable que no precisaba de subsidios públicos para sanear sus cuentas. El anuncio oficial 
de la decisión gubernamental de desincorporar TELMEX se fundamentó en “la 
indispensable expansión y modernización (…) se realice con los recursos internos que 
genera el servicio de la propia empresa y mediante inversión privada” (SCT, 1989 citado en 
Medina, 1996:194).  
 
Este nuevo escenario supuso para el sindicato una amenaza clara de desaparición ante la 
previsible división de TELMEX en varias empresas de telefonía regional y los recortes de 
personal. Consecuentemente, el STRM se vio forzado a aceptar la modificación del 
contrato colectivo con el objeto de flexibilizar las relaciones laborales: desparecieron 57 
convenios departamentales que fueron reemplazados por los perfiles de puesto, se eliminó 
el derecho del sindicato a participar en la discusión de la innovación tecnológica y en su 
lugar se le reconoció la potestad de ser informado de los planes de expansión, se eliminaron 
585 categorías de trabajo y se flexibilizó la movilidad de centro de trabajo (Medina, 1996). 
De esta forma se consolidó un único convenio colectivo que de facto consolidaba una 
relación laboral mucho más flexible. A cambio de estas concesiones, se aseguraban los 
derechos de los trabajadores formalmente reconocidos en este convenio de concertación. 
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De esta forma, a diferencia de SINTRAMETLIFE y la ASSA, el STRM tuvo la ventaja de 
poder participar en el proceso de privatización de la empresa y por consiguiente evitar una 
reducción notable de la materia de trabajo y mantener un conjunto de prestaciones y 
reivindicaciones económicas para sus trabajadores, fortaleciendo su representación 
sustantiva. Sin embargo, en los tres sindicatos estudiados la transición hacia un modelo 
económico de apertura a la competencia internacional supuso una notable pérdida en 
términos de su poder de negociación y de defensa de los intereses de los trabajadores.  
 
En particular, en virtud del contexto de privatización y posterior desregulación de ciertos 
sectores productivos, la representación sustantiva en los sindicatos democráticos 
inevitablemente se fragmenta y precariza. En los tres convenios colectivos encontramos una 
división entre “contrato A”, para los trabajadores que pertenecían a la empresa paraestatal y 
un “contrato B” para los empleados de nuevo ingreso, quienes gozan de menor salario y 
prestaciones por el mismo trabajo y responsabilidades. Por consiguiente, la transición de la 
economía mexicana ha supuesto para las organizaciones sindicales un balance negativo en 
términos de menor poder de negociación y por consiguiente de capacidad para representar 
sustantivamente. 
 
Un segundo hallazgo de la investigación es el contraste entre la doble transición a nivel 
nacional y la transición al interior de las organizaciones sindicales. En estas últimas, al 
menos en las unidades estudiadas, observamos una inversión del proceso: primero tiene 
lugar la independencia del gobierno (CTM), a continuación hay un proceso de transición 
hacia un modelo de democracia sindical y por último se produce la transición económica a 
través de procesos de privatización de empresas paraestatales (Mexicana, Aeroméxico, 
Aseguradora Hidalgo, Teléfonos de México). Esta secuencia, primero la transición política 
y después la transición económica también marcará fuertemente su devenir posterior. En 
definitiva, dentro de los sindicatos la doble transición se da en una secuencia inversa a la 




5.2. La democracia sindical esperada y la real  
 
Es importante subrayar que todas las personas entrevistadas evalúan positivamente la forma 
de gobierno de su propio sindicato, el cual identifican como un caso excepcional de 
democracia sindical en el contexto mexicano. En particular, la idea de democracia en el 
gobierno del sindicato de las lideres sindicales entrevistadas es en su mayoría de naturaleza 
procedimental, puesto que todas ellas subrayan la importancia de la participación directa de 
los trabajadores en los procesos de elección de sus representantes mediante voto secreto, 
libre, universal y directo y la existencia de elecciones libres. Asimismo, otras dimensiones 
que se identifican son el ejercicio del derecho de los miembros a participar directamente en 
la toma de decisiones y que su opinión sea escuchada sin temor a la represión, la aplicación 
de la regla de la mayoría y del consenso para la toma de decisiones, la transparencia y la 
rendición de cuentas. Esencialmente es una concepción procedimental de democracia 
sindical, pero también cobran importancia la dimensión participativa y deliberativa: 
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“es donde yo me puedo expresar libremente y puedo elegir libremente a mis lideres 
y dirigentes” (STRM) 
 
“Qué todo lo que se decida sea entre todos, no nada más entre unos o los 
interesados. Para mi democracia es trabajar en equipo (…)” (SINTRAMETLIFE) 
 
“la participación de todos los miembros de la organización de una forma directa, 
honesta, informada, consciente, participativa” (SINTRAMETLIFE) 
 
“la oportunidad que se nos da a todos los trabajadores de participar en cualquier 
área que nosotros tengamos interés, lo único que necesitamos es ser propuestos por 
algunos de nuestros compañeros y ser votados por ellos mismos” (STRM) 
 
“tomar en cuenta la opinión de todos los trabajadores (…) no se toma ninguna 
decisión sin pedir la opinión de todos los trabajadores” (ASSA) 
“el voto directo de los agremiados” (ASSA) 
 
Esta visión de la democracia sindical por parte de los propios actores está influida en buena 
medida por la propia experiencia personal, donde la participación directa en la elección de 
representantes y en la toma de decisiones son variables indispensables. 
 
En el momento de plantear cuáles son las reformas que permitirían fortalecer la democracia 
sindical la mayoría de críticas se centran en los propios trabajadores sindicalizados. En 
particular, las líderes sindicales lamentan la actitud de apatía, desinterés de la mayoría de 
sus compañeros que se encuentran en las bases. Las principales excusas para no participar 
son comunes en los tres sindicatos: no tienen tiempo, cuando salen del trabajo tienen otras 
prioridades (familia, estudios, ocio, otros), el temor a ser vistos por los empleados de 
confianza de la empresa, la resistencia a asumir responsabilidades, el desconocimiento del 
contrato colectivo y el debilitamiento de la identidad sindical.  
 
En definitiva, la falta de participación y el desinterés de las bases sindicalizadas por el 
proyecto sindical se asocia con una de las principales debilidades de la democracia sindical 
efectivamente existente. En particular, surge la preocupación por la falta de unidad sindical 
y la identificación con el proyecto sindical. El cálculo racional, individualista y egoísta es 
claro en estos razonamientos:  
 
“Desgraciadamente así somos, mientas no me afecte a mí o de plano mientras no me 
afecte a mí…(…) Si yo veo que le estás quitando a otro y a otro …y a otro… y si lo 
que me estás quitando la verdad no me duele tanto…¡No importa! ¡A mi déjame en 
paz y no voy a ir a la Asamblea” (Entrevista ASSA) 
 
“Al final muchos compañeros te dicen: ¡ya sabes como nos traen!, ¡es que no tengo 
tiempo!” (Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
“La gente sus prioridades... están en otro lado y no vinculan la importancia que tiene 
su participación para su bienestar social (…) No vinculan el hecho de que emitir un 
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voto consciente e informado en cada elección tiene que ver con mi cotidianidad 
aquí” (Entrevista SINTRAMETLIFE)  
 
“A mi no me importa a quien tengas que fregar, no me importa qué tengas que 
hacer, pero me tienes que ayudar a mí, por eso estás ahí, por eso voté por ti (…) No 
son mayoría, son sobrecargos que han estado aquí en la representación [CEN] (…) 
que ahora piensan en ellos porque se cansaron del sindicato y de pensar en los 
sobrecargos y piensan: ¡pues que se jodan! ¡No me importa! Pero yo no, yo quiero 
ganar más dinero, ¡yo quiero estos vuelos! (…) Yo voy a hablar mal de fulanita, 
aunque no me haya hecho nada, ¡me la voy a acabar!” (Entrevista ASSA)  
 
El problema de la apatía y baja participación de las bases es un factor que cobra una gran 
relevancia en la ASSA y el SINTRAMETLIFE, lo cual no sucede en la STRM, donde tiene 
un mayor peso la tradición, los valores y la unidad sindical. Muchas de las respuestas de las 
líderes de STRM coincidieron al señalar la necesidad de continuar y fortalecer el proyecto 
personal de quien ha sido su líder desde 1976: “seguir el proyecto de nuestro Secretario 
General el compañero Francisco Hernández Juárez”. 
 
Esta situación contrastante con relación a la participación del personal sindicalizado tiene 
que ver también con la existencia de sanciones y medidas disciplinarias. En el STRM se 
aplican fuertes multas por no asistir a las Asambleas y a las marchas, lo cual desincentiva el 
comportamiento free-rider. En cambio, en la ASSA las multas son ambiguas o no han 
mostrado la suficiente fuerza para garantizar una mayor participación. De hecho los 
sobrecargos de Aeroméxico y Aeromar ganan un salario relativamente bueno cuando se 
consideran horas extra, nocturnidad, comisiones, viáticos y compensaciones, por lo que una 
multa de una cantidad pequeña les afecta muy poco. Precisamente, una de las líderes 
entrevistadas de la ASSA está formulando una iniciativa de reforma estatutaria en virtud de 
la cual se apliquen medias sancionatorias y disciplinarias mucho más severas, incluso para 
quienes insultan o dañan la imagen del sindicato.  
 
El sindicato que otorga mayor libertad es el SINTRAMETLIFE, pues no aplica ningún tipo 
de medida sancionatoria, lo cual también ha dificultado que en muchas ocasiones 
enfrentaran dificultades para alcanzar el quórum mínimo para sesionar en Asamblea. Sin 
embargo, en este sindicato los delegados desempeñan un rol fundamental, pues en la última 
Asamblea de revisión salarial celebrada en febrero de 2014, varios de ellos señalaron 
públicamente la actitud egoísta de aquellos miembros que se levantaron antes de concluir la 
Asamblea para retirarse, haciendo una llamada colectiva a la unidad sindical y la 
importancia de involucrarse en la revisión de los resultados de la negociación colectiva. 
 
La solución que las líderes sindicales identifican para enfrentar el problema de la apatía de 
las bases se resumen en dos estrategias: por un lado, principalmente en la ASSA,  a través 
de sanciones y reformas al estatuto; y por el otro lado, la formación sindical
5
 de las bases 
                                                        
5
 Es importante precisar que en estas organizaciones sindicales el interés se centra en formar y generar 
conciencia del proyecto sindical en sus bases de trabajadores. Esta perspectiva es muy contrastante con lo que 
podemos observar en organizaciones de centrales sindicales como la CROC o la CROM donde su formación 
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sindicalizadas, donde éstas puedan conocer cuáles son sus derechos pero también sus 
obligaciones con relación al sindicato. Una de las creencias que existe es “si soy 
sindicalizado, entonces no me van a correr”, pues el sindicato saldrá en su defensa. Más 
aún, se asume que el voto y el pago de la cuota sindical son suficientes para eximirse de la 
responsabilidad de participar. Incluso, en el extremo, hay quienes creen desde la base que 
los lideres sindicales por quienes votaron también deben de atender todas sus demandas 
individuales: “a mi me das lo que yo te estoy pidiendo, porque tú eres el sindicato y por eso 
te pago, para que me arregles mis problemas” (Entrevista ASSA). 
 
Por consiguiente, no sólo el cálculo racional explica la baja participación de las bases 
sindicalizadas, pues también hay creencias, valores e ideas que desestimulan involucrarse 
activamente en el proyecto sindical: 
 
 La identidad e imagen de la empresa, con la cual los trabajadores se identifican en 
mayor medida que con el sindicato. 
 La confusión de roles y responsabilidades, que implica asumir que el sindicato es 
responsable de las actitudes autoritarias y de abuso de la empresa. 
 Creer que las decisiones ya están tomadas y que las opiniones de los trabajadores no 
tienen ninguna incidencia porque ellos no conocen del contrato colectivo 
 Los rumores y chismes negativos sobre lo qué se piensa que se hace en el sindicato 
 La identidad de clase donde se autoperciben a una gran distancia de los obreros 
 
En la ASSA, además del fortalecimiento de la formación sindical, cobra particular 
importancia la necesidad de eliminar varias clausulas que otorgan la máxima autoridad a 
quien ocupa el cargo de Secretario General, por encima incluso de la Asamblea General. 
Entre éstas destaca la de “autorizar las modificaciones y las versiones integradas de estos 
Estatutos que se aprueben en las asambleas generales, siempre que éstas se encuentren 
firmadas por el Secretario de Actas y el Secretario de Interior” (Art.70 XIII Estatutos 
ASSA). Esta clausula permite al Secretario General permite revocar una decisión tomada 
por la Asamblea General, contradiciendo de esta forma el artículo 27 del Estatuto que 
señala que “La Asamblea General es el órgano de gobierno de mayor jerarquía de la 
Asociación”. 
 
5.3. La dimensión formal de la democracia: la elección de representantes 
 
Sin lugar a dudas una de las dimensiones fundamentales de la democracia sindical es, 
además del reconocimiento de derechos y garantías en beneficio de sus miembros, la 
regulación del proceso de elección de los representantes de los trabajadores. Se trata de lo 
que comúnmente se conoce como democracia procedimental. 
 
En el SINTRAMETLIFE el capítulo VI relativo a “la elección de la dirección, duración y 
remoción” regula que la duración del mandato corresponderá a cuatro años y que el proceso 
electivo se organizará mediante planillas el mes de febrero del año correspondiente a la 
elección. El mecanismo de elección es “por voto universal, directo y secreto, resultando 
                                                                                                                                                                         
de cuadros responde a la lógica de los “juniors” del partido que visten trajes de sastre, cabello engomado y 
corbata roja. 
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triunfadora la planilla que tenga mayor votación” (artículo 44 del Estatuto 
SINTRAMETLIFE) y se prevé el derecho de la Asamblea General a revocar el mandato de 
la Directiva mediante el cincuenta y uno por ciento de los votos del total de los miembros 
del sindicato (artículo 45 del Estatuto SINTRAMETLIFE ). Su mayor tamaño relativo, con 
alrededor de 30,000 trabajadores sindicalizados en activo y 20,000 trabajadores jubilados, 
explica en buena medida la mayor complejidad de su proceso de elección de representantes 
nacionales y locales, así como por especialidad y zona. 
 
El SINTRAMETLIFE es un sindicato de empresa al igual de STRM, sin embargo su 
tamaño es mucho menor en términos de padrón de miembros afiliados (363 trabajadores 
sindicalizados, de una planilla total de 1,500 trabajadores), lo cual podría explicar la 
ausencia de una institucionalidad electoral y la regulación de un procedimiento específico 
del proceso electoral donde sólo se eligen nueve representantes. 
 
Además de la Directiva, se prevé la figura del Delegado y Subdelegados representantes 
(artículo 22-26 del Estatuto SINTRAMETLIFE) que conforman el Congreso General de 
Delegados en tanto “instancia soberana en la que los trabajadores delegan la discusión de 
los temas (…) que representan a cada Unidad Administrativa” de la empresa. La elección 
de estos representantes intermedios entre la Asamblea General y la Directiva se realiza cada 
dos años y prevé la posibilidad de la reelección a partir del voto directo de los trabajadores 
de cada Unidad Administrativa. 
 
Una tercera instancia de representación de los intereses de los trabajadores son las 
Comisiones mixtas de escalafón (artículo 30.f del Estatuto SINTRAMETLIFE), que 
facilitan que los trabajadores participen libremente en el proceso de negociación de las 
condiciones de trabajo directamente con la empresa: de Escalafón, Capacitación, Seguridad 
e Higiene, Productividad y otras. Este espacio de participación directa de los trabajadores 
es fundamental para la formación de cuadros sindicales, puesto que la mayoría de 
miembros directivos han participado durante su carrera sindical en este tipo de espacios. La 
mayoría de ellos manifestaron que su experiencia previa en estas Comisiones mixtas les 
permitió entender con mayor detalle los tecnicismos durante el proceso de negociación 
colectiva y lo que es más importante contar con un conocimiento muy especializado de su 
contrato colectivo. 
 
El análisis de este primer sindicato nos permite identificar como la representación de los 
trabajadores es un tema fundamental que va más allá del proceso de elección de los 
miembros del gobierno del sindicato (Comité Ejecutivo Nacional). El diseño institucional 
responde a una concepción de representar que va más allá de la delegación formal de 
autoridad, pues se prevén mecanismo de intermediación y deliberación donde los 
trabajadores participan de forma directa: Delegados y Comisiones Mixtas. Esta estrategia 
también permite distribuir el poder entre varias figuras al interior del sindicato, aunque 
formalmente se enuncie que la máxima autoridad reside en la Asamblea General de 
trabajadores. 
 
En la ASSA, cuyo padrón de trabajadores corresponde aproximadamente a 1,500 
trabajadores de Aeroméxico, 1,600 de Mexicana y 90 de Aeromar (total 3,100 trabajadores 
sindicalizados) el proceso de elección responde un mayor número de reglas e instancias 
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supervisoras. Desde su conformación se estableció el principio de no reelección delimitada 
a dos periodos a través de un proceso de votación universal y secreta por cartera, no por 
planilla. Para ello se estableció un sistema de renovación del Comité Ejecutivo por bloques 
de tercios, lo cual implica que un tercio de esta instancia se renueva cada año. Esta norma 
presume que la renovación parcial permite aprovechar la experiencia adquirida y evitar la 
parálisis en el funcionamiento del gobierno del sindicato. Sin embargo, ello no evita que se 
produzcan tensiones y divisiones al interior del propio Comité Ejecutivo y que grupos 
opositores puedan ocupar carteras en el gobierno. 
 
Al igual que en SINTRAMETLIFE, el ingreso en la ASSA depende de la aprobación del 
Comité Ejecutivo. Sin embargo en esta última se aplica la clausula de exclusión, lo cual en 
principio puede ser valorado como un principio antidemocrático en la medida que para 
poder postular a una plaza de trabajo es indispensable afiliarse al sindicato titular del 
contrato de trabajo. Sin embargo, ello da fortaleza al sindicato, pues se asegura que el 
ingreso a la empresa se traduzca en un incremento de la afiliación sindical y que la 
separación del sindicato de cualquiera de sus miembros, independientemente de los 
motivos, se traduzca en un despido simultaneo de la empresa. De esta forma se asegura el 
monopolio de la representación, lo cual puede ser visto como inherentemente 
antidemocrático. Es decir, se coarta la libertad sindical, pero esta medida es comprensible 
en un entorno de políticas flexibilizadoras de las condiciones de trabajo que dotan de todo 
el poder al empresario para contratar y despedir sin adecuadas garantías para los 
trabajadores. 
 
La existencia en los Estatutos de la ASSA de una extensa regulación de la institucionalidad 
y procedimientos para la vigilancia y sanción, así como todo el amplio desarrollo de su 
proceso electoral es fruto en buena medida de su experiencia histórica de fraudes cometidos 
por sus líderes. En particular, destacan los casos de Patricia Esnarriaga Hermosillo (1988), 
primer Secretaria General mujer que cometió un importante fraude en contra de la 
asociación; Alejandro Eguiza (1994), que también en calidad de Secretario General fue 
omiso en sus obligaciones con relación a la revisión contractual de Mexicana o el caso más 
reciente de Lizette Clavel Sánchez, que fue destituida también del cargo de Secretaria 
General (2008) por malversación de fondos.  
 
Al igual que el STRM, la ASSA cuenta con Comisión de Vigilancia y Tribunal de Honor y 
Justicia, que son las instancias encargadas de velar por el control de la legalidad de la 
asociación. En el SINTRAMETLIFE en cambio no existe esta figura, lo cual puede 
explicarse por su menor tamaño y relativa juventud (14 años) frente a sindicatos de más de 
50 años de la ASSA y el STRM. 
 
En la ASSA el gobierno y la representación de la asociación está en manos de tres 
instancias: la Asamblea, que es el órgano de gobierno de mayor jerarquía; el Comité 
Ejecutivo y la Comisión de Hacienda. Sin embargo, a partir de la revisión de su articulado, 
se identifica una importante concentración del poder en manos del Comité Ejecutivo (20 
miembros) y en particular su Secretario General. Hay varias disposiciones que son 
indicativas en este sentido: 
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 El Comité Ejecutivo se encarga del proceso electoral por conducto de los 
Secretarios de Interior y de Actas, lo cual compromete la autonomía e 
independencia que debiera el órgano encargado de organizar las elecciones.  
(art.105 Estatuto ASSA). 
 Si bien se prevé la conformación de una Comisión Electoral integrada por tres 
sobrecargos, esta instancia sólo tiene la función de “observar el buen 
funcionamiento del proceso electoral” (art.107.bis.I Estatuto ASSA). 
 La instancia encargada de recibir las solicitudes de las y los candidatos es el propio 
Comité Ejecutivo, quien analiza si éstos cumplen con los requisitos establecidos 
para postular y la legitimidad de las firmas que suscriben de 25 miembros en pleno 
ejercicio de sus derechos. (art.109.II Estatuto ASSA) 
 El Secretario de interior y el Secretario de Actas son quienes emiten las cédulas 
personales de votación, debidamente foliadas y selladas por la Comisión de 
Vigilancia. (art 109.III.b Estatuto ASSA) 
 El recuento de la votación se encuentra también en manos del Comité Ejecutivo, 
que al concluir el último día de votación no hace un recuento inmediato, sino que 
sella la urna bajo sus resguardo en las oficinas de la asociación e inicia el conteo al 
día siguiente. (art 109.VII y VIII Estatuto ASSA) 
 El Comité Ejecutivo resuelve todos los asuntos cuya resolución no se encuentra 
encomendada por el Estatuto a algún otro órgano de la asociación (art.58 III 
Estatuto ASSA) 
 
De esta forma, si bien en la ASSA el periodo de mandato es menor que en 
SINTRAMETLIFE y se cuenta con un mayor desarrollo de la institucionalidad encargada 
de velar por el cumplimiento de la normatividad estatutaria, ello no necesariamente es un 
indicador de mayor democracia formal. Es necesario poner atención a cómo de distribuye el 
poder y los mecanismos que existen para garantizar elecciones libres y la revocación de 
mandato, entre otros. En otras palabras, si bien en la ASSA el procedimiento electoral 
establece una renovación constante de su clase dirigente que contradice la ley de hierro de 
Michels, puesto que todos los años hay proceso electoral, ello puede resultar desventajoso 
para la consolidación de proyectos y la cohesión interna del propio CEN. 
 
Tanto en la ASSA como en el STRM se han hecho esfuerzos por sindicalizar a trabajadores 
de otras empresas, las empresas de transporte aeronaval Volaris, Interjet y de telefonía 
Telcel cuentan con sindicatos de protección patronal. Sin embargo, la expansión de su 
representación se ha visto dificultada por la reacción conservadora de las propias empresas, 
que habrían logrado eludir cualquier iniciativa de sindicalismo autónomo y democrático. 
De hecho, como nos recuerda el abogado laboralista Arturo Alcalde, la mayoría de 
empresas que cuentan con sindicatos democráticos lo perciben como un agravio y una 
desventaja para competir con el resto del sector. Incluso en un tono cínico se cuestionan en 
qué fallaron para tener que tolerar un sindicalismo democrático. En el caso de 
SINTRAMETLIFE les ha resultado muy difícil acceder a los trabajadores de otras 
empresas de seguros, quienes por lo común también cuentan con sindicatos de protección 




Un ejemplo ilustrativo de esta situación lo encontramos en la empresa Volaris, donde una 
sobrecargo fue despedida por haber tratado de incorporar a sus compañeros a la ASSA. La 
empresa cuando tiene conocimiento de que un trabajador trata de llevar a cabo iniciativas 
de sindicalización en organizaciones sindicales independientes reacciona de forma 
contundente con el siguiente aviso: “la empresa está haciendo reestructuración y tu puesto 
ya no es requerido” (entrevista 1. Sobrecargo de Volaris). Algunos datos que permiten 
entender en qué consiste en los hechos un sindicato de protección patronal fueron 
proporcionados por los sobrecargos de Volaris entrevistados: 
 
 Los trabajadores no conocen su Contrato Colectivo, aunque varios manifiestan que 
lo han solicitado a recursos humanos de forma reiterada. 
 Dos de las personas entrevistadas manifestaron que solamente firmaron un contrato 
por un año al empezar a trabajar en la empresa, sin embargo que cada año se 
renueva sólo sin tener que firmar. Solo una de las sobrecargos entrevistas confirmó 
que sí firma anualmente su contrato de trabajo. 
 Los cuatro sobrecargos entrevistados manifestaron que no tienen copia del contrato 
de trabajo que firmaron con la empresa. De hecho, cuando van a firmar su contrato 
se les advierte que está prohibido tomarle fotografía con el celular. Posteriormente 
nadie recibe una copia, lo cual dificulta que puedan exigir sus derechos o el respecto 
de sus condiciones de trabajo 
 Ningún trabajador conoce los Estatutos de su sindicato (tampoco sus derechos como 
personal sindicalizado). 
 No existe un proceso electoral ni se les informa de quienes son sus representantes 
sindicales. De hecho desconocen cuáles son las instalaciones del sindicato, pero sí 
mensualmente les descuentan la cuota sindical. Quienes protestan por este cobro son 
despedidos.  
 En caso de tener problemas con un compañero o un superior, los trabajadores deben 
de resolverlo de forma individual, sin la mediación o apoyo de la empresa. En caso 
de necesitar defensa jurídica deben de contratar un abogado laboralista que los 
asesore pues el sindicato no lo conocen y tampoco los va a asistir. 
 Al entrar en Volaris les dicen “aquí no es como en la ASSA” y sin mayor 
explicación les notifican la cuota mensual que les van cobrar. 
 En el tiempo que tienen trabajando en la empresa nunca han tenido una Asamblea 
General ordinaria anual ni ninguna convocatoria para informarles de la revisión 
salarial o contractual. 
 Anualmente reciben el incremento salarial que se establece por ley pues no existe 
una negociación salarial. 
 
Esta situación pone a los trabajadores en situación de extrema vulnerabilidad, pues no 
conocen sus derechos, ni sus condiciones de trabajo y tampoco cuentan con una instancia 
representativa que los asesore y defienda de situaciones de abuso o violación de sus 
derechos laborales. De hecho no existen las elecciones sindicales y ni siquiera conocen 
quienes son los dirigente sindicales. Esto se convierte en una simulación que de facto 
protege los intereses de la empresa. No hay proceso electoral ni se abren espacios de 
interlocución con los trabajadores para la defensa de sus derechos. Son sindicatos de 
protección patronal que invierten el sentido de la representación (Bensusán y Subiñas, 
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2014) y que sobreviven gracias a una estrategia de amenazas constantes y una política de 
terror. 
 
En el STRM, a diferencia de la ASSA y el SINTRAMETLIFE, existe un modelo electoral 
basado en un sistema de primarias por planilla que fue diseñado en 1979 con la asesoría de 
Línea Proletaria, de influencia maoísta y con una estrategia basada en la revolución cultural 
china, donde se busca la participación de las masas en las decisiones de los dirigentes. 
 
Conforme los Estatutos vigentes del STRM, la estructura del sindicato se conforma a partir 
de una Sección Matriz, que incluye a los trabajadores que laboran dentro del Distrito 
Federal y su zona conurbana; las Secciones Foráneas (185) y las Secciones de Empresa (3). 
Asimismo, la Sección Matriz se divide en Especialidades y Centros Operativos y las 
Secciones Foráneas en 8 zonas sindicales (véase gráfica 1).  
 
 




El máximo órgano de gobierno del Sindicato es la Convención Nacional (art.11 del Estatuto 
STRM), que sesiona una vez al año durante el mes de septiembre, pero puede ser 
convocada por acuerdo de la Asamblea Extraordinaria convocada en la Sección matriz o al 
menos cinco Secciones Foráneas o de Empresa. Los órganos representativos del sindicato 
son: 
 
 Comité Ejecutivo Nacional 
 Comité Nacional de Vigilancia 
 Comités Ejecutivos Locales de las Secciones Fonareas 
 Delegados de Especialidad en general y de Sección de Especialidad 
 Delegados a la Contratación 
Comité Ejecutivo 






8 zonas  






(5 miembros)  
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 Delegados a la Convención 
 Representantes del Centro de Trabajo y Coordinadores de Zona 
 
 
El Comité Ejecutivo Nacional se compone de 31 miembros cuyo mandato tiene una 
duración de cuatro años. A diferencia del SINTRAMETLIFE y la ASSA, ninguno de los 
cargos podrá presentarse a la reelección con excepción de su Secretario General, quien 
“podrá volver a participar de manera consecutiva una sola vez como candidato para 
desempeñar el mismo puesto en el siguiente periodo” (art.54 del Estatuto STRM). Si bien 
esta medida de la “no reelección” en el STRM permite una mayor circulación de las élites 
sindicales, en los hechos quien se perpetúa en el poder es el Secretario General. En el caso 
particular del STRM, Francisco Hernández Juárez ha podido ser reelecto por más de nueve 
ocasiones a través de la modificación “por única ocasión” de los estatutos en Convención 
Nacional. En cambio en el caso de SINTRAMETLIFE, que no prohíbe formalmente la 
reelección de todos sus miembros, su Secretario General ha sido reelecto por tres ocasiones 
y en la ASSA por una única ocasión. De manera que la reelección no es algo extraño en el 
ámbito de los sindicatos formalmente democráticos. 
 
Con respecto al proceso electoral en el STRM se encuentra extensamente regulado en el 
capítulo 19 de su Estatuto vigente. Sin embargo, en éste no se prevé una etapa previa 
denominada “Planilla de los Trabajadores”, que fue creada en la 8va Convención 
Extraordinaria de febrero de 1983 para asegurar la gobernabilidad interna a raíz de la 




“Las elecciones pasaron a ser, por falta de organización, un espacio para que las 
fuerzas enemigas de los telefonistas actuaran abiertamente, provocando un fuerte 
desgaste al sindicato. Por ello insistimos en la necesidad de prevenir y evitar que se 
den circunstancia similares, iniciando desde ahora un proceso organizativo y de 
participación que asegure el control colectivo por parte de los trabajadores de todo 




De esta forma, aunque el Estatuto no lo prevé formalmente, cuando la Convención aprueba 
el proceso electoral se abre también la convocatoria para integrar las planillas. Se trata en 
los hechos de un proceso de “elecciones primarias” donde se busca incitar que los propio 
trabajadores se autopropongan para ser candidatos de sus centros de trabajo. Como 
resultado aquéllos que logran el apoyo mayoritario son incorporados en la Planilla Verde.  
 
Este procedimiento previo de “elecciones primarias” permite que todos los trabajadores 
puedan participar como representantes si cuentan con el apoyo mayoritario de sus 
                                                        
6
 Una experiencia ilustrativa de este nivel de conflictividad la encontramos en 1961, cuando Arturo Velazco 
Valerdi, del Movimiento Restaurador de la Democracia Sindical, ganador de las elecciones de la Planilla 
Verde fue desconocido por una instancia externa al sindicato y en lugar de nombró Secretario General a 
Manuel Guzmán Reveles, líder de la Planilla perdedora. Asimismo, en 1978 se presentó una propuesta de 
extender el periodo del Comité Ejecutivo Nacional (citado en Medina, 1996). 
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compañeros, dotando de legitimidad a la planilla que finalmente se conforme. Además al 
ser un proceso abierto, todos los miembros del sindicato pueden emitir su voto, no 
solamente los simpatizantes, lo cual facilita que una pluralidad de liderazgos y corrientes 
compitan, incluso quienes son parte de la oposición. Sin embargo, este proceso se vuelve 
problemático en el punto en que el Comité Ejecutivo Nacional, desde 1976 de la planilla 
verde aprueba formalmente la planilla oficial, dotándola de una legitimidad adicional a la 
aceptación universal de toda la masa de trabajadores. Asimismo, el reparto de carteras del 
Comité Ejecutivo Nacional no se resuelve por voto universal, es el Secretario General quien 
resuelve la designación final. Hay quienes opinan que este sistema se asemeja a los 
regímenes de partido único, donde los candidatos oficiales son avalados por el partido del 
gobierno (De la Garza, 2002: 151). 
 
Este procedimiento que busca garantizar la gobernabilidad al interior del sindicato no es 
perfecto:  los grupos opositores pueden ganar las elecciones primarias en sus centros de 
trabajo y llegar a ocupar una cartera en el CEN como parte de la élite sindical. Por ello el 
verdadero grupo de poder, de la confianza del Secretario General se encuentra en otro 
lugar: el grupo de asesores y comisionados. Se trata de personas cercanas a la figura de 
Francisco Hernández Juárez, que gozan de su plena confianza para la toma de decisiones 
más difíciles, y entre quienes se encuentran trabajadores jubilados con una larga trayectoria 
y otras profesionales que cobran también un salario como asesores del sindicato. El papel 
de estas figuras de asesores y comisionados es fundamental, pues como veremos más 
adelante en el análisis de la estructura social del sindicato éstos son vistos como verdaderos 
líderes, a quienes ciertamente nadie puede exigir rendición de cuentas. 
 
Una vez ha quedado resuelto este procedimiento de elecciones primarias para nombrar al 
CEN y la Comisión Nacional de Vigilancia, conforme la legalidad estatutaria se prevé la 
elección de la Comisión Nacional Electoral (15 miembros activos) por mayoría de votos de 
los delegados de la Convención Nacional (artículo 88 y 89 del Estatuto del STRM). Este 
órgano electoral, el cual a diferencia de la ASSA no depende del CEN, asegura además una 
representatividad territorial de cada zona sindical, la sección matriz y las secciones de 
empresa. Sus funciones son fundamentales para asegurar unas elecciones libres y justas: 
emitir boletas electorales, formar el padrón electoral, recabar la votación, resolver protestas 
durante el proceso electoral, realizar el recuento de votos, elaborar las actas de recuentos y 
gestionar ante la autoridad competente la expedición de la toma de nota.  
 
Para el registro de candidatos al CEN, el Estatuto prevé únicamente la presentación de 
planillas completas con el aval de al menos mil miembros con derecho a voto y un periodo 
no inferior a 10 días para la difusión de propaganda. La votación formalmente tiene una 
duración de quince días corridos del calendario, lo cual se asemeja al calendario de once 
días de la ASSA. En el SINTRAMETLIFE, en cambio, el Secretario General y el 
Secretario de Organización resuelven el tiempo de proselitismo. 
 
Al menos en el STRM, cuando tienen lugar las elecciones formales en realidad los 
trabajadores ya han hecho su elección desde antes a través de la Planilla de Trabajadores, lo 
cual no sucede en la ASSA y el SINTRAMETLIFE y claramente da ventaja a quienes 
forman parte del grupo en el poder. Si contrastamos los resultados electorales se aprecia 
claramente la importancia de la no reelección, donde en la ASSA y SINTRAMETLIFE 
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algunos representantes han permanecido por periodos notablemente extensos, lo cual es 
formalmente imposible en el CEN del STRM.  
 
En particular, del análisis de la composición del CEN de SINTRAMETLIFE se aprecia la 
permanencia constante de tres miembros del sindicato desde su refundación democrática en 
el año 2000. Sin embargo, la prevalencia de la reelección se ha sido reduciendo con el paso 
del tiempo conforme se han incorporado las nuevas generaciones y el propio sindicato ha 
logrado consolidar progresivamente su proyecto sindical. En particular, se ha logrado 
incorporar a quienes tienen el Contrato Colectivo “B”, con menos prestaciones que quienes 
fueron empleados de la empresa paraestatal, logrando así una mayor representatividad 
formal de la diversidad de intereses en el seno de la base sindicalizada. Este fenómeno es 
parecido en la ASSA pero por falta de información no ha sido posible presentar este mismo 
análisis. Por consiguiente, el caso extremo es el STRM que no permite la reelección y 
donde la circulación de la élite (con excepción del Secretario General) es constante. 
 
5.4. La participación de las bases sindicalizadas: rendición de cuentas, acceso a la 
información y deliberación 
 
Como vimos previamente, el involucramiento activo de los trabajadores en el gobierno del 
sindicato es fundamental para el modelo de democracia pluralista y participativa que nos 
propone Lipset. Sin embargo, en el contexto mexicano la desafección política es 
mayoritaria entre su ciudadanía, pues según datos de la última Encuesta Nacional sobre 
Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (ENCUP 2012), el 65 por ciento de los ciudadanos 
declaró tener poco interés por la política y ubican a los sindicatos entre principales 
instituciones que mayor desconfianza generan. 
 
Ante este panorama adverso, los sindicatos han buscado distintos mecanismos para 
incentivar la participación de sus miembros más allá del proceso de elección de sus 
representantes. En particular además de la Asamblea Nacional Ordinaria y las Asambleas 
Extraordinarias, se han abierto nuevos espacios de participación directa como son la figura 
del Delegado, que funge como un intermediario entre las bases y la élite de gobierno o las 
Comisiones Mixtas de revisión contractual y revisión salarial, donde se invita a los 
trabajadores a involucrarse directamente en este tipo de negociaciones con la empresa.  
 
El espacio participación en las Comisiones Mixtas es especialmente importante en el 
SINTRAMETLIFE pues, a diferencia del STRM, no es necesario ser delegado u ocupar un 
cargo sindical para poder participar. En el SINTRAMETLIFE es muy proceso totalmente 
abierto a la participación directa de las bases y el único requisito es acreditar un curso de 
formación impartido por el Frente Autentico del Trabajo (FAT) donde se les enseña a 
costear el Convenio Colectivo.  
 
La figura del Delegado es fundamental en los tres sindicatos estudiados pues participan 
junto con los miembros del CEN en los espacios de toma de decisión más importantes 




 Delegados de Especialidad; Delegados de Sección de Especialidad; Delegados de la 
Sección Matriz, Foráneas o Sección de Empresa, en el STRM. 
 Delegados de empresa, en la ASSA (Aeromar, Aerovías de México, Compañía 
Mexicana de Aviación), en la ASSA. 
 Delegados y Subdelegados de cada Unidad Administrativa (Especialidad y Centros 
de Trabajo), en el SINTRAMETLIFE. 
 
Debido a su tamaño, el STRM es la organización sindical que tiene mayor numero de 
delegados en virtud de un gran número de especialidades, centros de trabajo y secciones de 
empresa. Por consiguiente sus Asambleas Generales Nacionales congregan una gran 
cantidad de representantes entre delegados y Secretarios Generales de Secciones Foráneas y 
Secciones de Empresa. De hecho, como pudo observarse durante el desarrollo de la 
Asamblea de Representantes para la aprobación del anteproyecto de Contrato Colectivo de 
Trabajo de Teléfonos de México (19 febrero de 2014) la concurrencia es masiva pero en 
cada uno de los asuntos de la agenda existe un espacio para los comentarios y las replicas. 
En contraste, el menor tamaño del SINTRAMETLIFE permite que todos los trabajadores 
sindicalizados (aproximadamente 350 de un total de 400 plazas sindicalizables) pueden 
involucrarse personalmente en la Asamblea General, no a través de Secretarios Generales y 
Delegados. Por consiguiente, a diferencia del STRM, en la Asamblea General Nacional del 
SINTRAMETLIFE participan tanto aquellos trabajadores sindicalizados que tienen poca 
formación y conocimiento de su contrato colectivo como aquellos que ocupan un cargo 
sindical y tienen un conocimiento mucho más especializado. 
 
El modelo de delegados de la ASSA es un poco más similar al de SINTRAMETLIFE, pues 
sus Asamblea General está abierta a la participación de todos los miembros de la 
asociación, no solamente a los Representantes. En consecuencia, los trabajadores 
sindicalizados de la ASSA y el SINTRAMETILIFE, debido a su menor tamaño, tiene una 
mayor oportunidad de interactuar y proponer temas directamente a sus líderes sindicales. 
En cambio en el STRM este espacio de participación directa de las bases se establece en las 
Asambleas que existen en los distintos niveles y que es donde se resuelven los asuntos de 
carácter local (art. 23 Estatuto SINTRAMETLIFE): 
 
 Asambleas de Sección de Especialidad 
 Asambleas de Especialidad 
 Asambleas de Centro de Trabajo 
 Asamblea de la Sección Matriz 
 Asamblea de Sección Foránea 
 Asamblea de Sección de Empresa 
 
En el SINTRAMETLIFE han sido particularmente creativos en la búsqueda de mecanismos 
que incentiven la participación de los miembros del sindicato. Si bien en el Congreso Anual 
sólo participan los miembros del CEN y los delegados, se ha abierto un espacio de 
formación y actualización de temas del trabajo denominado “Poscongreso”, donde pueden 
participar todos los miembros sindicalizados. Sin embargo, la participación es baja y ha 
sido necesario instrumentar una estrategia a mediano plazo centrada de estimular un mayor 
involucramiento, en particular a partir de: 
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 fortalecer la identidad sindical a partir de actos institucionales, como la celebración 
de la fiesta conmemorativa del 10º aniversario de la fundación del Sindicato o con 
reconocimientos simbólicos como regalos por el día de la madre, el padre o la mujer 
trabajadora. 
 sensibilizarse mediante un espacio de “charla-café” o “cine-fórum” con el objetivo 
de atraer a los trabajadores a la salida de la hora de trabajo para abrir un espacio de 
discusión de películas, artículos y libros, etc. 
 formar nuevos cuadros, a través de cursos puntuales impartidos por especialistas 
reconocidos o cursos on-line. 
 promover el acceso a espacios de ocio y entretenimiento fuera del sindicato con 
descuentos en cine, teatro o lugares de esparcimiento para la familia. 
 mantener un contacto constante por medios electrónicos y redes sociales, donde se 
difunden noticias relacionadas con el sindicato y la materia laboral. 
 
Sin embargo, estos mecanismos han resultado poco efectivos para incentivar un mayor 
involucramiento de los propios trabajadores en su sindicato. Tanto en la ASSA como en el 
STRM, donde también han enfrentado esta desafección política de su base sindicalizada, se 
han establecido estatutariamente medidas más severas como son las sanciones económicas 
sobre aquellos que no participan en las actividades que organiza el sindicato, ya sean éstas 
Asambleas o marchas. Por ejemplo, en el STRM aquellos trabajadores que no acuden a la 
marcha del Día 1º de Mayo son sancionados con un descuento de 8 días de salario.  
 
A pesar de estas medidas, también hay reforzamientos positivos, como en la ASSA que se 
ha privilegiado las nuevas tecnologías para mantener un contacto constante con las bases 
sindicalizadas. Recientemente cada sobrecargo ha recibido un Ipad con la finalidad de que 
puedan tener acceso inmediato a las circulares del sindicato a través de su correo 
electrónico, un directorio de documentos y la propia página del sindicato. Asimismo, las 
delegadas de empresa (Aeroméxico y Aeromar) tienen una presencia constante en las salas 
del aeropuerto con la finalidad de atender las necesidades de sus compañeros sobrecargos. 
Otro tipo de estimulo positivo para la participación sindical es la regulación de límites en la 
reelección sindical. En el STRM recientemente se modificó el Estatuto para limitar la 
reelección de delegados por un único periodo con la finalidad de estimular la participación 
de un mayor numero de miembros de las bases. 
 
Este problema de la apatía y la falta de interés de los trabajadores por el proyecto sindical 
en la ASSA, el SINTRAMETLIFE y el STRM se debe principalmente a la falta de 
sensibilidad y conocimiento especializado por parte de la mayoría de la base sindicalizada. 
La materia de trabajo y las leyes aplicables requieren actualmente de un conocimiento 
especializado y una actualización constante, lo cual se relaciona también con un proceso de 
burocratización de las propias organizaciones sindicales (Hyman, 2007). A través de los 
medios de comunicación tradicionales, principalmente la televisión, no es posible lograrlo. 
Asimismo, este desinterés de las bases por la política sindical se ve reforzado por otros 
elementos que adquieren distinto peso dependiente de la propia historia del sindicato. En el 
caso particular del SINTRAMETLIFE, la disponibilidad de tiempo es la principal excusa 
para no participar en la vida sindical, pero también el temor a no cumplir con los 
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parámetros de productividad que impone la empresa o establecer una mala relación con los 
jefes: 
 
 “primero es que su prioridad es irse temprano. Otra de las cosas, en la mayoría, es que 
hay cargas de trabajo y entonces participar en el sindicato les resta tiempo. Por 
ejemplo las reuniones de los jueves cada mes es a las 8:00 am y va terminando a las 
11:00 am, entonces ya perdiste 3 horas!” (Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
 “No, a mí no me conviene. En esa parte también mi zona de confort se ve afectada y 
no quiero perderla. Prefiero estar bien con mi jefe, llegar a la hora que quiera, llevarla 
ahí más o menos” (Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
El hostigamiento de la empresa con el objeto de inhibir la participación sindical cobra una 
especial relevancia en el SINTRAMETLIFE, donde los puestos de mando son ocupados 
por personal de confianza (no sindicalizado) que toma represalias contra aquellos 
trabajadores que ocupan un cargo sindical o se involucran activamente, por ejemplo, 
penalizando al trabajador en la calificación anual de desempeño; enviando correos 
electrónicos a modo de recordatorio de las metas de productividad o limitando su ascenso 
en la empresa. De esta forma la propia empresa genera un clima de terror que refuerza la 
baja participación del personal sindicalizado. Este rasgo, en contraste, no se observó en la 
ASSA y menos aún en el STRM.  
 
La falta de percepción de una situación de “amenaza “o crisis por parte de las bases es otro 
factor que nos permite entender también por qué éstas no sienten la necesidad de participar, 
que por otro lado es una actividad costosa, más aún si el sindicato es de gran tamaño. Es 
decir, existe la creencia que las luchas más importantes ya se dieron en el pasado con la 
independencia de la CTM y la llegada de líderes democráticos que han sabido defender la 
materia del trabajo en las condiciones más adversas. Las bases, en particular aquellas más 
despolitizadas y desinformadas, no perciben que haya una situación amenazante o al menos 
son otros quienes se están viendo afectados (los futuros trabajadores, los jubilados, etc.). 
Desde una lógica racional individualista la mejor opción es no participar, pues es costoso 
en términos de inversión de tiempo y no hacerlo no conlleva sanciones severas. 
  
“Hubo un momento en que sí ya íbamos a estar a punto de la huelga. Nuestro líder 
dijo: ¿saben qué? ¡Prepárense porque va a pasar esto! La cuestión está así, se preparó 
y se informó a la gente, a los comités locales. Entonces es cuando la gente reaccionó 
(…) Yo creo que hace falta que pase algo así fuerte para que la gente reaccione” 
(Entrevista STRM)  
 
“Lamentablemente nos hemos dado cuenta de que participan cuando sienten el agua 
hasta acá, cuando hay una época de crisis real o que la sienten. Hoy en día hay crisis 
real pero quizás no la sienten tan apremiante como en otros eventos como cuando fue 
la fusión ¡Nunca antes había visto una participación tan activa de la gente!” 
(Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
“Tenemos la verdad un sindicato tan bueno que la verdad siempre lo hemos tenido 
todo. No hemos carecido de nada. Realmente las luchas fuertes se dieron atrás, que a 
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mi no me tocaron y reconoces ese trabajo que se hizo para estar como estamos ahora. 
Entonces ahora estamos en la época de la apatía” (Entrevista STRM) 
 
“Nuestros compañeros viven con esa convicción de que nuestro sindicato es 
democrático porque ya una vez lo hizo. Y a la vez es el mismo Secretario General el 
que está al frente [Gerardo Calderón], pues ya nos lo garantizó una vez (…) ya lo 
demostró en el momento más importante de nuestra organización… ¡a pesar de que 
hubo tantas tentaciones de hasta vender el contrato colectivo y no se hizo!” 
(Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
En definitiva participar desde las bases en la política sindical es costoso desde la lógica 
individualista y los beneficios son pocos claros en un contexto social más amplio de 
desafección y apatía política. Sin embargo no todo obedece a un cálculo de costos y 
beneficios, pues en ocasiones es la sensación de terror lo que paraliza la participación o una 
percepción de excesiva confianza en la capacidad de liderazgos que lucharon en las etapas 
más difíciles. Adicionalmente, además de esta lógica racional y el peso de las instituciones 
informales, hay otros elementos de la estructura social que nos permiten entender por qué 
participan tan poco las bases; la rendición de cuentas, el acceso a la información, la 
consulta con las bases y los espacios de deliberación. 
 
La rendición de cuentas tiene lugar a través del espacio de la Convención Anual Ordinaria 
o Asamblea General, donde cada una de la Secretarias del CEN debe de presentar su 
informe de actividades que será puesto a consideración y votación de los miembros. Este 
ejercicio de transparencia sindical por cada una de las carteras de gobierno es fundamental, 
sin embargo no en todos los sindicatos los miembros de la base pueden participar de forma 
directa. En particular en el STRM sólo participan en la Convención Anual Ordinaria que se 
celebra del 16 al 30 de septiembre lo Representantes, es decir, los Delegados y Secretarios 
Generales locales; en el SINTRAMETLIFE este espacio de rendición de cuentas se conoce 
como el Congreso Anual de Delegados, donde también se presentan los reportes anuales 
por Secretaria pero únicamente participan el CEN y los Delegados. Por consiguiente, el 
proceso es bastante similar, pues las bases sindicalizadas no participan directamente en el 
ejercicio de rendición de cuentas del CEN nacional, a pesar del contraste de tamaño entre 
ambos sindicatos. En cambio, en la ASSA participan directamente los miembros de las 
bases en sus dos Asambleas Generales (semestrales) donde se dan a conocer los resultados 
de cada una de las Secretarias y se somete a la aprobación correspondiente. Por 
consiguiente, el ejercicio de rendición de cuentas en principio es mucho más participativo 
en la ASSA en contraste con el STRM y el SINTRAMETLIFE.  
 
Además de la Asamblea o Convención Anual, existen otros mecanismos que permiten dar a 
conocer de forma permanente la gestión diaria del sindicato, como son: 
 
 Las minutas de las reuniones mensuales según corresponda al nivel de gobierno, 
como las asambleas locales, las juntas del CEN, las juntas de delegados, etc. 
 Los boletines y circulares informativos que emite el propio CEN en virtud de 
acuerdos y normas internas. 
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 La revista del sindicato, donde se dan a conocer asuntos relacionados con la 
empresa o los acuerdos alcanzados. Únicamente en el caso de SINTRAMETLIFE se 
publica la contabilidad del sindicato, donde se dan a conocer todos los ingresos y 
egresos por bimestre. En cambio en el STRM, la rendición del informe de 
contabilidad debe de ser presentado mensualmente por cada Secretario General 
local y aprobado por su correspondiente Asamblea local. 
 Las redes sociales (twitter y Facebook) que permite dar a conocer asuntos urgentes 
de forma inmediata. 
 Los casilleros de los sobrecargos en el aeropuerto, donde se hacer llegar circulares y 
notificaciones  
 La página web del sindicato7, donde el STRM es el más transparente al publicar en 
este espacio todos los informes anuales de sus Secretarias de gobierno y una mayor 
cantidad de información relativa a la vida interna del sindicato. 
 La petición de información directamente a los Secretarios o por medio de los 
Delegados. 
 
Por consiguiente fue posible identificar una amplia variedad de mecanismos de rendición 
de cuentas, lo cual en los hechos no necesariamente resuelve el problema de que las bases 
sindicalizadas conozca de forma oportuna qué está haciendo su organización sindical para 
defender sus derechos e intereses como trabajadores. En particular, a menudo se presenta 
un problema de comunicación que tiene que ver por un lado con las competencias, 
capacidades e intereses de las propias bases, quienes a pesar de la disponibilidad de 
información no necesariamente la revisan y la leen con detenimiento.  
 
“Porque de repente es difícil bajar la información con al gente aunque se las des. 
Aunque se las mandes por escrito… ¡porque la verdad es que mandamos todo! 
Damos la información…pero son flojos, somos flojos.. ¡la gente no la lee!” 
(Entrevista STRM) 
 
Por otro lado los delegados también juegan un rol central en dar a conocer la labor del CEN 
y los acuerdos, sin embargo, algunos no dedican el tiempo necesario para conversar 
directamente con las bases y pueden llegar a omitir (voluntaria o involuntariamente) 
asuntos importantes. Por consiguiente, a pesar de contar con un gobierno transparente en el 
nivel nacional, no necesariamente las bases tienen conocimiento oportuno de cómo 
gobiernan sus representantes si no participan directamente en las Asambleas Nacionales. 
 
“Ahí hemos tenido fallas porque no todos los delegados han cumplido al 100% o no 
tenemos la certeza de que así sea o llega la información distorsionada o hay gente 
que decide enviar la minuta por correo y no tiene juntas con agente de manera 
mensual” (Entrevista SINTRAMETLIFE)  
 
“Entonces quedábamos a cierta hora y esperaba y esperaba y llegaba uno. Y así de: 
¡espérame, déjame que les marque de nuevo! Entonces para mi [delegada] era una 
                                                        
7
 Las páginas web de cada uno de los sindicatos son las siguientes: el STRM http://portal.strm.net y la ASSA 
http://www.assa.org.mx. En SINTRAMETLIFE en estos momentos no tiene operativa su página de internet 
debido a problemas que han tenido con el diseñador. 
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problemática esa situación. (…) Definimos que yo pudiera mandar la información 
por correo de los temas que se trataron, de las observaciones que hubo al respecto. 
Les comento todo y ya después ellos, si tienen alguna duda, me mandan un correo 
de regreso” (Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
“Porque te das cuenta que no todo el mundo da la misma información. Y a lo mejor 
estamos con mucho trabajo por ese lado (…) y no le damos la importancia 
realmente a muchas cosas o decir: ¡Ay no! ¡pues yo no le entiendo a esto de la Ley 
de Telecomunicaciones, mejor ni les digo [a las bases] para que no me pregunten” 
(Entrevista STRM) 
 
Por consiguiente, en los tres sindicatos estudiados se cuenta con mecanismos formales de 
rendición de cuentas como la Convención o Asamblea General, donde se dan a conocer los 
resultados en la gestión del gobierno por cada una de las Secretarias. No obstante, la 
disponibilidad de información no garantiza que las bases sindicalizadas tengan 
conocimiento de cómo gobiernan sus élites sindicales, pues una buena parte no tiene interés 
en la política sindical o tiene las competencias necesarias para comprender adecuadamente 
los tecnicismos y la complejidad de la materia de trabajo. En definitiva, con unas bases 
sindicalizadas poco participativas es difícil que la rendición de cuentas cumpla el objetivo 
esperado del control del gobierno por parte de los propios trabajadores. 
 
El derecho de acceso a la información es un derecho fundamental que garantiza que los 
miembros del sindicato puedan conocer la labor de sus lideres sindicales más allá de los 
espacios de rendición de cuentas estatutariamente reconocidos. De los tres sindicatos 
estudiados, solamente la ASSA reconoce formalmente el derecho de los agremiados a “(…) 
solicitar informes al Comité Ejecutivo e integrantes del mismo, comisiones del Tribunal de 
Honor y Justicia relacionados con el desempeño de sus funciones” (Art. 18.XVIII Estatuto 
ASSA). En la práctica, sin embargo, las representantes sindicales entrevistadas coincidieron 
al reconocer el derecho de todo trabajador sindicalizado a presentarse en las oficinas del 
sindicato y solicitar la información que considere necesaria de la gestión del sindicato. En 
ninguno de los casos existe un procedimiento formal, pero de facto cualquier persona de la 
base puede ejercer este derecho. 
 
Si bien varias de las líderes sindicales consideran que existe apertura de la élite sindical 
para el ejercicio de este derecho de acceso a la información, en la práctica existen 
restricciones que tienen que ver con la privacidad de la personas (por ejemplo, en el 
Tribunal de Honor y Justicia) o asuntos que el sindicato considera delicados en virtud del 
tipo de negociación que se está desarrollando con la empresa. Además, en virtud de las 
cargas de trabajo y la disponibilidad de tiempo, en particular para las sobrecargos, no 
siempre la petición en persona es el mecanismo más fácil para ejercer este derecho. 
 
Otros mecanismo de acceso a la información son el correo electrónico, las redes sociales y 
el teléfono, a los cuáles se da seguimiento constante. En caso de que los trabajadores no 
obtengan la información requerida a través de los Secretarios del CEN, según corresponda 
el tema, entonces hay dos vías donde pueden reclamar. Una vía, muy valorada por las 
bases, son las audiencias con el Secretario General, que en el caso de STRM está 
programadas los lunes y en la ASSA los lunes y miércoles. En este espacio los trabajadores 
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sindicalizados tienen la oportunidad de hablar personalmente con su líder sindical y 
externar directamente sus problemas y sus necesidades. De esta forma se establece un canal 
de comunicación directa entre las bases y el máximo representante del sindicato, que puede 
también establecerse vía el buzón directo 
 
Otra segunda instancia donde se puede ejercer el derecho a la información es la Comisión 
Nacional de Vigilancia, en los casos de la ASSA y el STRM, pues en el SINTRAMETLIFE 
al no existir este órgano es el delegado quien realiza esta función. 
 
La consulta con las bases es un asunto crucial en los sindicatos de naturaleza democrática, 
pues estatutariamente en todos ellos se establece que debe someterse a votación de los 
miembros del sindicato cualquier modificación de las condiciones de trabajo y por tanto a 
su Contrato Colectivo pero también el incremento salarial anual. Se trata sin lugar a dudas 
de los temas más importantes de la agenda sindical, sin embargo en los sindicatos blancos, 
como el caso de Volaris nunca hay Asambleas donde se convoque a las bases para consulta 
de la revisión salarial o contractual. De hecho, los trabajadores no siquiera conocen su 
contrato colectivo y el incremento salarial anual es automático conforme el ajuste de la 
inflación que anuncia el gobierno. De facto no hay negociación colectiva. 
 
En cada uno de los sindicatos estudiados la negociación salarial y contractual adquiere 
matices distintos en virtud de su procedimiento estatutario.  
 
En la ASSA, son los delegados y el Secretario General quienes se encargan de conformar 
una comisión negociadora y abrir un espacio de consulta directa con las bases. En 
particular, se solicita a todos los sobrecargos que manifiesten su opinión respecto de qué 
asuntos les gustaría cambiar, mantener o ganar a través del correo electrónico o la 
delegación de la empresa en el aeropuerto. De esta forma se reciben demandas directas de 
los sobrecargos y se va construyendo una lista en virtud de los asuntos más solicitados por 
las bases, que pueden ser por ejemplo, horas de descanso entre vuelos, vales de despensa, 
vales de gasolina, entre otros. 
 
“Cuando viene una revisión contractual nosotros sacamos un escrito donde se les 
dice a la planta ¿qué es lo que quieres que nosotros como sindicato vayamos a 
negociar con la empresa? Entonces pues cada quien hace su “carta a los Reyes” por 
correo electrónico, por escrito o vienen y te lo dicen” (Entrevista la ASSA) 
 
En el STRM este proceso de consulta con las bases es bastante similar al de la ASSA, pues 
la integración de la Comisión Revisora no está abierta a todos los miembros de la base, sino 
a los delegados y los representantes a nivel nacional. Éstos son elegidos en la Convención 
Nacional, donde se establece además una representatividad por zonas y departamentos. Por 
consiguiente, tanto en la ASSA como en el STRM solo participan en la negociación salarial 
o contractual quienes tienen un cargo sindical, no directamente las bases. Ello no obstante 
no significa que éstas no sean consultadas, pues en la STRM también se recaban las 
peticiones y los porcentajes que se acordaron por sección o departamento. Por consiguiente, 
la Comisión Revisora se conforma a partir de delegados que deben de representar la 
voluntad expresada por las bases, es decir, sus miembros no actúan como representantes. 
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En el SINTRAMETLIFE en contraste, se invita directamente a la base de trabajadores a 
incorporarse en la Comisión Mixta que negocia con la empresa la revisión contractual o 
salarial. Para ello, como se mencionó previamente, deben de tomar un curso de formación 
en el FAT.  
El siguiente paso después de las etapas de consulta previa, conformación de la Comisión 
negociadora y negociación con la empresa, es la consulta con las bases sindicalizadas. Éstas 
en todos los casos deben de emitir su voto a favor o en contra de los resultados de la 
negociación con la empresa, que siempre se resuelve por mayoría de votos. En caso de no 
obtener mayoría de votos aprobatorios, la Comisión negociadora debe de regresar con la 
empresa a retomar la negociación en virtud de la voluntad expresada por la bases en la 
Asamblea General (ASSA, SINTRAMETLIFE) o el conjunto de las Asambleas Generales 
locales (STRM).  
 
En la observación participante en las Asambleas Generales del STRM y el 
SINTRAMETLIFE realizadas en el mes de febrero de 2014 se pudo constatar una amplia 
participación de los representantes y de los trabajadores respectivamente. En ambos casos 
hubo espacio para las preguntas y las replicas y la decisión final se resolvió mediante el 
voto de la mayoría de los miembros presentes. Las Asamblea de Representantes del STRM 
fue particularmente largo porque se abordó el anteproyecto de contrato colectivo de trabajo 
de TELMEX para el periodo 2014-2016, dándose lectura a todas y cada una de las 
clausulas con un cuadro comparativo respecto del contrato 2012-2014. Por su parte el 
SINTRAMETLIFE en la Asamblea de revisión salarial hizo un análisis comparado del 
incremento salarial logrado anualmente y su comparación con el incremento de la inflación 
y el aumento salarial aprobado en otras empresas aseguradoras del ramo. Por consiguiente 
en ambos casos, tanto en el STRM como el SINTRAMETLIFE, el ejercicio de discusión y 
consulta de la revisión salarial y contractual se convierte en un ejercicio de evaluación a 
partir de una multiplicidad de elementos: ¿qué se ha aprobado en otras empresas del sector? 
¿cuáles han sido los resultados alcanzados en otras negociaciones y qué clausulas no se 
pueden perder porque son conquistas del sindicato? ¿qué es lo que han obtenido los 





Sobre este punto es importante advertir que los temas de revisión salarial y revisión 
contractual no son simples asuntos técnicos, sino que en buena medida tiene que ver con 
una negociación política. Como bien nos advierte una de las líderes sindicales, el saber 
hasta donde se puede presionar a la empresa es un punto complicado, pues el estallido de 
huelga puede debilitar más aún al sindicato: 
 
“¡híjole! Porque irte a la huelga lo que implica. Podría considerarse como fácil 
porque estás haciendo valer un derecho por una causa que tú consideras justa. Sin 
embargo no somos un sindicato grande, ni económicamente fuerte como para 
sostener una lucha de quien sabe cuánto (…) ¡imagínate 15 días sin salario! Yo no 
                                                        
8
 Un dato relevador del entorno en el cual se mueven estos sindicatos democráticos es el aportado por el 
Magistrado Héctor Arturo Mercado López, quién en el evento del pasado 6 de junio de 2014 sobre Elecciones 
Sindicals organizado por la Fundación Friedich Ebert Stiftung señaló que en una de las Juntas Locales se 
había estimado que de 59,000 contratos colectivos en seis años solo 600 se habían sujetado a revisión. 
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sé, un mes, entonces eso puede desgastar a cualquier movimiento (…) Entonces hay 
que ser muy cautelosos (…) Este es un tema que yo creo no nada más aquí, en 
cualquier directiva y en cualquier ámbito el saber hasta dónde es muy complicado, 
hasta dónde estirar, hasta dónde llegar, hasta dónde sí se puede” (Entrevista 
SINTRAMETLIFE) 
 
Otros temas a partir de los cuales se conforman comisiones que afectan al contrato 
colectivo también conllevan un proceso de negociación y de consulta directa con las bases, 
como por ejemplo la Comisión de Revisión de Perfiles de Puesto de Trabajo y la Comisión 
de Productividad. Asimismo, conforme los Estatutos, toda modificación de alguna de sus 
clausulas debe de someterse a consulta y aprobación de los miembros de las bases.  
 
El principal espacio de deliberación donde las bases sindicalizadas pueden discutir y 
debatir sobre temas de su interés son las Asambleas Generales y los mítines. En particular 
cuando se aborda el tema de la revisión contractual es cuando hay más comentarios y 
división de posturas, pues se trata de las prestaciones y el tipo de servicios que reciben. Sin 
embargo, con el tiempo la participación de las bases en espacios de deliberación se ha ido 
debilitando en la vida de los sindicatos conforme éstos se han burocratizado y la 
negociación colectiva se ha llenado de tecnicismo que exigen de un conocimiento 
especializado. Por ejemplo, cuando la Comisión negociadora informa en la Asamblea 
General del acuerdo de incremento salarial logrado con la empresa y éste es superior al 
nivel de inflación, son pocos quienes se atreven a cuestionar la negociación porque 
desconocen cómo se costea el contrato colectivo. Asimismo, tampoco disponen de 
suficiente conocimiento de la política nacional o los indicadores económicos para saber 
hasta donde se puede negociar con la empresa. 
 
Además del crecimiento de la burocracia sindical, otro factor que inhibe la discusión y 
deliberación es la falta de tiempo e interés del personal sindicalizado, que quieren terminar 
pronto la Asamblea y regresarse a realizar su trabajo. 
 
“Ojalá y se tuviera la oportunidad de una Asamblea en la que la gente participara 
mucho, porque de repente son muy tranquilitas, habla uno o dos o no habla nadie y 
nada más se les somete a votación. Se les presenta el esquema y ¿alguien quiere 
decir algo? ¿Alguien quiere opinar algo, un tema, algo? Y hay que gente que dice 
¡No!¡Pues vamos directo a la votación” (Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
Y un tercer elemento a considerar son los delegados, que al ser un representante que media 
entre el CEN y la base sindicalizada también debería de estimular en este contacto primario 
el debate, la discusión y la reflexión. Es decir, el espacio de relación con el delegado 
debería de ser un primer espacio de participación en grupos pequeños donde el debate entre 
posturas contrarias es factible y los trabajadores pueden adquirir las competencias 
necesarias para aprender a discutir y contrastar distintas posiciones. Sin embargo, en la 
mayoría de ocasiones no sucede por falta de interés o de tiempo de los propios agremiados 
y el delegado se limita a enviar correos electrónicos con la información necesaria. Por 
consiguiente, si difícilmente los trabajadores sindicalizados deliberan en los grupos 
primarios, donde solo están los miembros de su localidad, especialidad o centro de trabajo, 
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es poco factible que la deliberación pueda emerger en espacios de mayor tamaño donde no 
necesariamente todos se conocen. 
 
 
5.5.La tímida circulación de las élites o la ley de hierro a la mexicana 
 
Tanto para Michels como para Lipset es central el tema de la permanencia en el poder, pues 
la “ley de hierro” es considerada un obstáculo fundamental para la democratización en el 
ámbito de las organizaciones. Sin embargo, en el contexto de las organizaciones sindicales 
mexicanas no necesariamente la poca circulación de las élites sindicales se debe al 
distanciamiento de éstas respecto de las bases. Como veremos seguidamente, en cada una 
de las unidades estudiadas, la rotación constante de representantes en el CEN puede resultar 
amenazante para la sobrevivencia del propio sindicato en un entorno de fuertes amenazas 
de actores externos. En otras palabras, permanecer en el poder cuando ello es fruto de la 
voluntad expresada por las bases mediante el voto libre y secreto no necesariamente debe 
ser interpretado como autoritarismo y ausencia de gobierno democrático. De hecho en los 
sindicatos estudiantes la fórmula óptima parece ser una renovación parcial, donde varios 
representantes son reelectos a la vez que surgen nuevos liderazgos. 
 
En particular, en el SINTRAMETLIFE la reelección de los representantes del CEN 
viene acompañado de numerosas ventajas, entre las que destacan la experiencia, la 
continuidad del proyecto sindical, la confianza y la seguridad. Es decir, las personas que 
resultan reelectas son valoradas por las bases en virtud de su compromiso, conocimiento y 
capacidad de representar adecuadamente frente a la empresa. En contraste, para quienes 
resultan reelectos, si bien puede haber un factor motivacional en virtud de la propia función 
de representar, los costos también son elevados en virtud de la demanda de tiempo que 
exige la labor sindical pero también el nivel de responsabilidad, el estrés constante, la 
presión de la empresa y expectativas de las bases. Además esta mayor exigencia no se 
corresponde con un mayor salario, pues quienes ocupan un cargo en el CEN reciben el 
mismo ingreso que tenían en su puesto anterior en la empresa, e implica que durante cuatro 
años quedan excluidos de los procesos de formación e innovación constante en el proceso 
productivo. Más aún, la propia empresa presionó desde un inicio para que quienes habían 
ocupado un cargo sindical abandonaran la empresa al concluir sus funciones: 
 
“Esta nueva administración con la fusión [privatización] quería que se fueran de la 
empresa…. ¡nada más porque ellos decían! Y se le dijo a la empresa: ¡no! Aquí ya 
no quedaste en el Comité por elecciones, te regresas a tu área o a otra área de 
trabajo. Entonces afortunadamente tenemos eso de que tú te regresas a trabajar. 
Lógico te tienes que empapar otra vez, por que tú sabes que en cuatro años cambian 
las cosas, los procesos, los sistemas (…)” Entrevista SINTRAMETLIFE 
 
En virtud de lo anterior, la pregunta correcta no es por qué la participación de las bases es 
baja o por qué hay una baja rotación de los miembros de la élite sindical sino ¿por qué a 
pesar de los costos de ser representante sindical hay trabajadores interesada/os en participar 
activamente en la política sindical? En el SINTRAMETLIFE la renovación de su CEN ha 
sido más lenta de lo esperado, pues a las nueva generaciones no les interesa participar en la 
vida del sindicato y al mismo tiempo persisten liderazgos carismáticos que históricamente 
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han tenido un buen desempeño en términos de representación de los intereses de los 
trabajadores. Por consiguiente, quienes ocupan un cargo de representante en el CEN tienen 
principalmente una motivación posmaterial asociada al compromiso con la organización, su 
líder, el conocimiento técnico y especializado que adquieren en el ejercicio de la función 
sindical y la naturaleza dinámica del cargo, pues no existen incentivos económicos para 
permanecer en el cargo. 
 
De esta forma, la relativa persistencia de algunos líderes en el poder no se explica por la ley 
de hierro de Michels, sino por una estrategia defensiva frente a las amenazas del entorno 
(teoría de la contingencia), donde uno de los actores más poderosos es la propia empresa, 
en un marco de debilidad del estado de derecho. La experiencia del SINTRAMETLIFE es 
ilustrativa en este sentido, pues fueron las propias bases quienes solicitaron la reelección 
del Secretario General por varios periodos: “la gente tenía miedo porque Gerardo Calderón 
[Secretario General] había dejado un antecedente de su gestión honesta, transparente y 
conocía todo el proceso como venía ahorita. Entonces detectamos que si hacíamos un 
cambio y entraba un Comité nuevo, pues desconocía muchas cosas ¡y fue unánime! Yo fui 
de los primero promotores de la reelección”. 
 
Si bien este entorno de economía abierta, donde la empresa tiene una gran fortaleza, nos 
permite entender en cierta medida la necesidad de que permanezcan aquellos liderazgos 
más fuertes para la defensa del proyecto sindical, es importante analizar también los 
propios valores, creencias, ideas e intereses de aquellos miembros que han ocupado un 
cargo en el gobierno. Los hallazgos en esta dimensión individual son bastante similares en 
los tres sindicatos estudiados, donde los representantes sindicales manifiestan dos tipos de 
orientaciones; por un lado, aquéllos que desean permanecer en el poder por un nuevo 
periodo y por otro lado quienes anhelan regresar a su puesto de trabajo. ¿De qué depende? 
En realidad no hay un factor que permita a todos los actores hacer el mismo tipo de cálculo, 
pues como ya mencionamos en el SINTRAMETLIFE no hay incentivos económicos para 
ocupar un cargo sindical. Al contrario, en un entorno de economía neoliberal la labor 
sindical es muy demandante y exige un compromiso mucho mayor que la jornada de 
trabajo habitual. 
 
En el STRM, debido a que su Estatuto impide formalmente la reelección inmediata de los 
representantes del CEN, la circulación de los líderes del CEN es una constante cada cuatro 
años, más aún si se toma en cuenta el tamaño que su órgano de gobierno tiene más de 
treinta Secretarias (y sus correspondiente pro-Secretarios y Vocales). Sin embargo, el 
incentivo informal para la reelección es alto en virtud de que el ingreso que perciben los 
titulares de cada una de las Secretaria del CEN es mucho mayor al salario de un trabajador 
de la empresa. Es decir, a diferencia de otros sindicatos, el STRM dispone de recursos 
financieros suficientes que le permite que los representantes sindicales reciban un ingreso 
muy por encima de su nómina, generándose de este modo una distancia social que podría 
facilitar la emergencia de “la ley de hierro”. Por consiguiente, ocupar un cargo sindical 
resulta atractivo en términos de beneficios (incentivos) materiales, más allá de la 
identificación y lealtad de sus miembros hacia el proyecto sindical y sus valores.  
 
“(…) uno debe mentalizarse que vienes aquí por cuatro años. No puedes estar con 
esa obsesión: ¡sí quiero quedarme! Y luego no te quedas ¿y qué? ¿ya no vas a ser 
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sindicalista y vas a estar en contra del CEN nada más porque no te dejaron aquí?” 
(Entrevista STRM) 
 
En particular con relación al asunto de la reelección de representantes sindicales, en el 
STRM se produce una situación muy particular que hace posible la permanencia de facto de 
los líderes con más experiencia. En particular, existe la figura del comisionado que permite 
operar de forma paralela un “CEN de sabios”, que son aquellos ex-representantes sindicales 
o especialistas de distintas áreas que asesoran de facto en el análisis y toma de decisiones 
más importantes de la vida sindical. De esta forma, aunque formalmente hay una 
circulación de representantes cada cuatro años conforme los Estatutos, en los hechos el 
poder político y, por tanto, el poder real se encuentra en el “CEN de sabios”, en quienes 
tienen más conocimientos y experiencia de la política sindical.  
 
Más allá de los incentivos formales e informales para la reelección, en el plano individual 
es posible identificar dos tipos de  ex-líderes sindicales; por un lado, aquellos que 
consideran que la labor sindical en el CEN es una carga excesiva, puesto que no sólo 
asumen una cartera sino varias coordinaciones de especialidad y zona, y por otro lado, 
quienes les gustaría ser nombrados comisionados al concluir su periodo pero que al no 
lograrlo se convierten en oposición. Es decir, si bien los incentivos materiales y simbólicos 
son muy claros para poder entender el interés de permanecer en el poder sindical, en los 
hechos hay otro tipo de valoraciones y percepciones que permiten entender cómo se 
comportan las personas, pues hay quienes se decepcionan de la política o que tenían una 
concepción idealizada de la labor del representante sindical: “hay gente que viene aquí que 
les dicen los cuatreros, pues vienen nada más de ocho a cuatro y a las cuatro de la tarde 
desaparecen”.  
 
Por consiguiente, el problema fundamental en el STRM con respecto al asunto de la 
reelección se encuentra no tanto en la reelección de representantes del CEN, quienes 
formalmente se renuevan cada cuatro años, sino en cómo opera la “ley de hierro” en el 
“CEN de sabios”. Dado que la norma estatutaria prohíbe la reelección inmediata para 
ocupar cargos en el CEN, las y los representantes tienen la expectativa al concluir su 
periodo que, en virtud de su compromiso, vocación de servicio y desempeño, que serán 
“llamados” por el Secretario General para ocupar un espacio en el “CEN de sabios”, un 
cargo de confianza y prestigio. Cuando estas aspiraciones de continuidad en la carrera 
sindical no se cumplen, lo más habitual es que los ex-representantes sindicales se 
conviertan en grupos opositores que obstaculizan la gobernabilidad del sindicato desde las 
localidades, especialidades y los Comités Ejecutivos Locales. 
 
En la ASSA, a diferencia del STRM y del SINTRAMETLIFE, su regulación formal y su 
estructura social dificultan que pueda emerger una “ley de hierro”. Si bien al igual que el 
SINTRAMETLIFE, es posible la reelección inmediata de representantes del CEN en la 
misma cartera, en los hechos operan un gran número de desincentivos para hacer carrera 
sindical. En primer lugar, el nivel de ingresos de un representante sindical es mucho menor 
que un trabajador de la empresa, lo cual también genera una distancia social desfavorable 
para quien hace carrera sindical. Esta situación se explica en buena medida por la falta de 
recursos financieros de la asociación sindical, la cual no sólo ha tenido que enfrentar a la 
malversación de fondos de ex-líderes corruptos sino por la desaparición de la empresa más 
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grande del sector, Compañía Mexicana de Aviación (CVA). En consecuencia, para 
compensar el bajo nivel de ingresos que perciben los representantes sindicales, 
dependiendo de la carga de trabajo de cada una de las cartera, se permite que algunos 
miembros del CEN puedan regresar a su puesto de trabajo como sobrecargo por algunos 
días y de este modo completar sus ingresos. 
 
“Antes no volaba nadie, ni CEN ni representantes sindicales [delegados] ¡nadie 
volaba! ¡todos estábamos bajados de vuelo! Pero la situación actual es diferente. De 
entrada la situación de Mexicana que conocemos (…) No estamos económicamente 
aptos para pagar a todos lo que deberíamos ganar entonces. Por eso existe esa 
rotación en el caso de los representantes de Mexicana y de Aeroméxico, tanto 
Comité como representantes, como ahí sí gracias a Dios tenemos la opción de poder 
ir a volar. Entonces unos se van a volar y otros nos quedamos, pero ahora sí que 
depende de tu cartera. Hay carteras que te absorben tanto por la demanda, ya sabes, 
tienes que estar aquí y por eso no puedes volar, pero hay otras que son más 
flexibles” (Entrevista ASSA) 
 
Esta situación financiera del sindicato no sólo desincentiva la reelección sino que debilita al 
sindicato, pues es habitual que los representantes presenten la renuncia para poder ganar un 
mejor salario como trabajador: “¡yo ya quedé curada de espanto! ¡esto no es lo mío! Yo no 
estoy para entregar tanto ¡yo estoy para ganar más! (Entrevista ASSA). Al igual que en el 
SINTRAMETLIFE, opera un desincentivo económico para hacer carrera sindical, por lo 
cual desde el punto de vista del calculo racional la decisión de ser representante sindical es 
difícil de comprender ¿Por qué entonces algunos sobrecargos deciden dedicarse a la política 
sindical y hay quienes permanecen en el CEN por varios periodos? En esta respuesta 
intervienen las motivaciones, los valores, la identidad de los trabajadores, quienes se 
politizan fuertemente y adquieren un compromiso único con la defensa del proyecto 
sindical. De hecho el aspecto más valorado por las representantes sindicales es el 
aprendizaje en materia del trabajo, lo cual incluye no solamente un conocimiento técnico 
(especializado) con relación al contrato colectivo, la ley sectorial y la ley federal del trabajo 
sino las habilidades para negociar con la empresa e incluso para litigar ante las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contribuyendo a una 
judicialización de la defensa de la materia del trabajo. Asimismo, a diferencia de un 
sobrecargo, los representantes sindicales se involucran en un espacio de redes con otras 
organizaciones del sector, lo cual puede resultar atractivo para quienes posteriormente se 
han dedicado a la política en los partidos políticos, como Alejandra Barrales y otros ex-
representantes sindicales de la ASSA que actualmente ocupan cargos en el gobierno del 
Distrito Federal o en el Partido de la Revolución Democrática. Esta politización del 
representante sindical es un factor particularmente interesante en virtud del contraste con el 
estilo de vida de un sobrecargo, quien lee poco y desconoce de la política: 
 
“En el avión como sobrecargo viajas, conoces países, otras ciudades. Estamos como 
personal de seguridad, personal de servicio también, pero estamos tan enfocados a 
ser sobrecargos que perdemos la visión de lo demás. No leemos mucho, no nos 
interesa lo que está pasando en el país, lo que está pasando principalmente en el 
sindicato, lo que está pasando en otros países y aquí cambia tu visión. O sea, aquí te 
metes tanto en tu sindicato, conoces bien la empresa, sabes cómo defenderte de la 
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empresa. (…) Como sobrecargo sólo te interesa tu familia y volar” (Entrevista en la 
ASSA) 
 
Además de la politización, otro factor que nos permite entender porqué a pesar de los 
desincentivos algunos sobrecargos están interesados en hacer carrera sindical es la familia. 
Si bien los ingresos pueden ser muy bajos, a diferencia de un sobrecargo en activo, un 
representante sindical tiene la ventaja de que “diario llegas a tu casa, fines de semana lo 
tienes con tu familia, lo que como sobrecargo no tienes, no tienes fines de semana, puedes 
descansar un lunes, puedes descansar un domingo o un viernes, es muy variado el sistema 
de trabajo de un sobrecargo, no tienes horarios, no tienes nada” (Entrevista en la ASSA). 
En definitiva, la estructura formal y la estructura social de la ASSA nos permite identificar 
una clara distancia entre las condiciones y estilos de vida de un sobrecargo y un 
representante sindical, o lo que en el argot aéreo se denomina entre “los terrícolas y los que 
están en el aire”.  
 
La ley de hierro de Michels, por tanto, no tiene espacio para poder emerger en la ASSA. Si 
bien existe un distanciamiento social en cuanto a estilos de vida de representantes y 
representados, éstos últimos son los más beneficiados en términos de incentivos salariales, 
no la élite sindical. Más aún, si bien la reelección inmediata está permitida estatutariamente, 
el costo de oportunidad en términos de ingresos es muy elevado, el cual se incrementa más 
aún cuando en periodo de elecciones anuales se renueva una tercera parte de las carteras y 
resultan electos miembros opositores al líder sindical, afectando de este modo a la 
gobernabilidad y la unidad del sindicato.  
 
6. ¿Democracia con representación restringida? 
 
Con la finalidad de poder profundizar sobre el tema de la democracia y la representación 
sindical en la presente investigación se seleccionó un estudio de caso crucial, la agenda de 
género, en virtud del cual se pretende responder a la paradoja de porqué en determinados 
contextos las condiciones necesarias no son suficientes para que produzca un fenómeno. En 
particular, por qué distintas prácticas de democracia sindical no son condición suficiente 
para que haya una mayor representatividad de los intereses de sus bases sindicalizadas y en 
particular de las mujeres cuando éstas son mayoría en la base sindicalizadas en el sindicato 
y las mujeres acceden a posiciones formales de liderazgo. Para ello se analizarán la 
estructura y el contenido de la agenda en las organizaciones sindicales estudiadas. Sin 
embargo, antes es imprescindible analizar el contenido de la variable dependiente, en este 
caso la agenda de género en los sindicatos como forma de representación. 
 
Como veremos seguidamente, los asuntos de la agenda de género en materia sindical son 
muy limitados. Sin embargo, el tema que ha ganado una mayor presencia y legitimidad ha 
sido el acoso sexual hacia las mujeres. En particular, en la ASSA, las sobrecargos han sido 
quienes tradicionalmente han enfrentado mayores situaciones de acoso sexual por parte de 
sus compañeros pilotos, sobrecargos incluso del propio sindicato. Y dentro del grupo de 
mujeres, las más jóvenes han sido las más vulnerables hacia este tipo de violencia. Sin 
embargo, el STRM y el SINTRAMETLIFE no han sido ajenos a este problema. De hecho 
aún hoy en día en las Asambleas de Telmex es común observar como varios miembros del 
propio sindicato silban a sus compañeras con una clara connotación sexual en el momento 
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en que éstas suben a la tribuna para participar. Este tipo de comportamientos según las 
personas entrevistadas es bastante común en las Asambleas Nacionales y a pesar de los 
exhortos a modificar este tipo de conductas no ha sido posible erradicarlo. Es parte de un 
ritual donde los hombres participan en un tono festivo pero lleno de violencia hacia las 
mujeres del sindicato. Por su parte en el SINTRAMETLIFE las denuncias por acoso sexual 
han provenido principalmente de los jefes, sin embargo a menudo se han hecho falsas 
acusaciones a partir de riñas entre compañeros de trabajo. Es decir, ha habido situaciones 
en que las mujeres acusan infundadamente a sus compañeros de acoso sexual como 
mecanismo de extorsión e incluso para que estos sean despedidos por la empresa. En todos 
los casos el procedimiento implica una investigación donde la Comisión de Vigilancia o en 
su caso la Secretaria de Género recaba testimonios y transparenta cuál fue la situación.  
 
Otro asunto de la agenda de género que ha tomado relevancia es la maternidad, pues si bien 
los Contratos Colectivos deben de respetar los derechos de la madre trabajadora que se 
establecen constitucionalmente y en la Ley Federal del Trabajo, en los hechos hay variables 
que dificultan el ejercicio pleno de dichos derechos. En particular, en la ASSA, el Contrato 
Colectivo “B” de Aeroméxico establece que el personal de nueva contratación no podrá 
embarazarse durante el primer año de su contrato y sólo podrán ser reubicadas en tierra a 
partir de los tres meses de gestación. De esta forma se pone en peligro la vida de la mujer 
trabajadora durante la etapa de gestación. Asimismo, a pesar de que la mayoría de 
trabajadoras son jefas de familia con hijos menores, no existen medidas adecuadas para 
facilitar la conciliación familia-trabajo. En particular en el SINTRAMETLIFE se planteó la 
necesidad de instalar una guardería en las instalaciones de la propia empresa, sin embargo 
el conjunto de responsabilidades que implicaba este proyecto produjo que no se llevará 
adelante. 
 
Un tercer tema de la agenda de género es la participación política de las mujeres a través 
del acceso a cargos de poder y de representación en el gobierno del sindicato. En contraste 
con el resto del sindicalismo mexicano, en la ASSA, SINTRAMETLIFE y el STRM las 
mujeres ocupan la mayoría de carteras del CEN. Esta presencia femenina mayoritaria no ha 
sido resultado de la aplicación de una política de cuota femenina o de un cambio en cultura 
y los estereotipos de género, sino fruto de ciertas coyunturas donde el liderazgo y apoyo del 
propio Secretario General ha sido crucial. Ello ha implicado, no obstante, numerosas 
tensiones y conflictos frente a los hombres, en particular en el STRM donde – como ya 
vimos previamente – las mujeres han tenido que enfrentar situaciones de hostigamiento y 
mobbing por parte de sus pares masculinos, quienes en su mayoría desaprueban la 
presencia de las mujeres en los cargos de poder. En este punto resulta contrastante la 
resistencia de los hombres sindicalistas del STRM frente a la situación en la ASSA y el 
SINTRAMETLIFE, donde el liderazgo femenino no se percibe como una amenaza, pues 
para la mayoría de trabajadores sindicalizados no resulta atractivo ocupar un cargo sindical 
o al menos no hay suficientes incentivos. 
 
Estos resultados son consistentes con los resultados de Ricker quien en su investigación del 
sindicalismo mexicano encontró hallazgos similares: el avance de las mujeres en la política 
sindical es resultado principalmente del apoyo y liderazgo de los propios Secretarios 
Generales. Por ello resulta particularmente interesante que en el STRM el propio Francisco 
Hernández Juárez haya promovido la creación de un espacio de mujeres donde las 
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Secretarias del CEN deben de reunirse periódicamente con la finalidad de crear un espacio 
de confianza y solidaridad entre las propias mujeres en el poder. No obstante, las 
resistencias de los hombres son difíciles de sortear cuando éstos no reciben ningún tipo de 
sensibilidad y no se incorporan en la estrategia de igualdad de género del sindicato. 
 
Veamos a continuación cómo el género está presente en la estructura formal y social de 
cada uno de los sindicatos estudiados. 
 
El género en la estructura sindical 
 
La estructura implica la existencia de normas escritas que incorporan la igualdad de género 
pero también incluye la estructura social sindical donde las mujeres son mayoría en la base 
sindicalizada y participan de forma paritaria en el gobierno del sindicato. 
 
El punto de partida en el análisis de la estructura formal a favor de la igualdad de género es 
el propio Estatuto de cada organización sindical, donde algunos sindicatos han creado un 
órgano dentro del CEN responsable de los asuntos de género y un mandato claro con 
relación a la igualdad/equidad de género. Ello habitualmente también se relaciona con 
clausulas en el Contrato Colectivo que protegen los derechos de las mujeres trabajadoras, 
conforme la legislación laboral vigente, y que pueden incluir medidas especiales en virtud 
del tipo de riesgos de la profesión en particular.  
 
En las organizaciones sindicales estudiadas, a pesar de contar con una mayoría de mujeres 
en las bases sindicalizadas, el grado de formalización e institucionalización del mandato de 
género (o de la igualdad de género) ha sido muy dispar. Es decir, si bien las unidades de 
observación comparten variables cruciales similares, su estructura formal con relación al 
género es contrastante. En particular, el STRM es el único que cuenta con una Secretaria de 
Equidad de Género al interior del CEN con atribuciones específicas para el avance de la 
igualdad de género. En contraste, ni la ASSA ni el SINTRAMETLIFE, a pesar de su 
madurez democrática, no han creado ningún tipo de órgano o espacio al interior del 
gobierno del sindicato para atender los asuntos de la mujer o la igualdad de género, lo cual 
claramente resta capacidad de liderazgo a este tema al interior de sindicato. De esta forma 
se presenta un panorama bastante heterogéneo en los tres sindicatos democráticos 
estudiados, donde la institucionalidad fuerte de género correspondería al STRM seguido del 
SINTRAMETLIFE, que recientemente (2008) realizó una reforma estatutaria con el 
objetivo de incorporar transversalmente la equidad de género en todas las Secretarias del 
CEN, y por último la ASSA, que cuenta informalmente con el aval del Secretario General 
para la creación futura de dicha institucionalidad. 
 
Cuadro 10. El mandato de género en los Estatutos 
 
Grado de desarrollo 
de la estructura 
formal de género 
Clausulas relativas al género en los Estatutos 
Institucionalidad 
fuerte 
Estatuto del STRM: 
Art. 66 bis  
Secretaría de Equidad de Género (Comité Ejecutivo 
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Nacional, art.66 bis).  
Art. 66 
•Diseñar y evaluar políticas de no discriminación de 
oportunidades e igualdad de derechos. 
•Promover la participación de las mujeres en todas las 
instancias de representación sindical. 
•Capacitar a todas las instancias de representación sindical 
sobre la perspectiva de equidad de género. 
•Programas de formación político-sindical para consolidar 
liderazgos femeninos. 
•Programas de atención a la violencia de género y 
hostigamiento sexual. 
 
Art. 72 bis Secretarías del Interior y Relaciones y Equidad 





Estatuto del SINTRAMETLIFE: 
Art. 4 “Las acciones del sindicato perseguirán los siguientes 
propósitos: (…) l) promover la construcción de la 
equidad de género de manera transversal” 
Art.29 “Son facultades del Secretario General (…) k) 
promover la construcción de la equidad de género de 
manera transversal” 
Art. 30 “Son facultades del Secretario de Relaciones (…) c) 
promover la construcción de la equidad de género, con y 
entre las otras organizaciones sindicales y grupos de 
mujeres, a nivel nacional e internacional” 
Art 31 “Son facultades del Secretario de Organización (…) 
a) Promover y organizar la participar de los trabajadores y 
desarrollar cuadros sindicales, dando relevancia a valores 
como la equidad de género, la dignidad, la solidaridad, el 
bien común, la democracia, la tolerancia, el respeto, la 
responsabilidad y el compromiso” 
Art.32 “Son facultades del Secretario de Relaciones 
Laborales (…) l) promover y difundir la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una vida libre de violencia” 
Art.33 “Son facultades del Secretario de Desarrollo Interno 
(…) a) pugnar por la vigencia en la institución de 
mecanismos equitativos que alienten y reconozcan el 
servicio profesional del ramo asegurador (…) con iguales 
oportunidades de acceso de las trabajadoras y los 
trabajadores a puestos de mayor responsabilidad (…)” 
Art. 35 Son facultades del Secretario de Finanzas (…) k) 
considerar aquellas actividades que promuevan la equidad 
de género” 
Art. 36 Son facultades del Secretario de Actas y Acuerdos 
(…) g) dar seguimiento a los acuerdos de los órganos 
sindicales y supervisar el grado de cumplimiento de las 
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tareas y compromisos de cada Secretaria, incluyendo la 
equidad de género” 
Art. 37 “Son facultades del Secretario de Educación y 
Comunicación (…) b) promover la capacitación sindical, 





No se ha creado estatutariamente 
  
Del análisis comparado se pueden extraer algunas conclusiones preliminares que nos 
permiten entender las limitaciones del género en el componente formal de los sindicatos. 
Primero, aquellas organizaciones que incorporan el tema del género lo hacen desde un 
enfoque de equidad, es decir, desde la igualdad de oportunidades sin atender las causas 
estructurales del problema de la desigualdad de género (transversalidad). Más aún, en los 
Estatutos revisados se advierte un esfuerzo por incorporar un lenguaje incluyente pero en 
ninguno de ellos es posible identificar una definición clara del concepto equidad de género 
o desigualdad de género ni qué tipo de acciones sindicales se instrumentan para avanzar 
hacia dicha meta. El caso más paradigmático es el de SINTRAMETLIFE, que - como se 
observa en la tabla 10 - ha hecho un esfuerzo por incorporar el concepto de transversalidad 
en cada una de las Secretarias sin contar previamente con un diagnóstico de partida y una 
planeación adecuada. En consecuencia, si bien cada una de las Secretarías del CEN tiene 
“integrada” alguna facultad relacionada con la equidad de género, desde 2008 no ha habido 
ningún avance en el tema. Esta situación se explica en parte por la ausencia de 
conocimientos sobre el tema y una adecuada planeación a partir de un diagnóstico 
adecuado. Se trata de lo que la literatura se conoce como enfoque integracionista del género 
(agenda setting), el cual no tiene la capacidad de cuestionar las raíces de la discriminación y 
desigualdad de género e instrumentar acciones eficaces para que éstas sean desactivadas. 
La equidad de género entendida como igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres 
permite la instrumentación de acciones afirmativas que compensen las desventajas de los 
grupos discriminados, sin embargo no son suficientes para desactivar sus causas profundas, 
principalmente culturales. 
 
En estrecha relación con este desconocimiento de los cuadros sindicales sobre el 
significado y las herramientas de análisis del género, la mayoría de lideres sindicales 
entrevistadas en la ASSA y el SINTRAMETLIFE consideran que no es necesario crear una 
institucionalidad de género en el gobierno de los sindicatos.  Su principal argumento es la 
participación paritaria de las mujeres en las carteras del gobierno del sindical, lo cual es 
interpretado como un indicador de ausencia de discriminación de género. Es más, se 
considera suficiente la participación de las líderes sindicales en las actividades relacionadas 
con el género que organiza la UNT, es decir, fuera del sindicato. 
 
Sin lugar a dudas el liderazgo de la Secretaria de Equidad y Género de la UNT ha tenido un 
papel decisivo para la difusión de los temas de la agenda de género en las organizaciones 
sindicales que pertenecen a esta Federación. Sin embargo, como veremos con mayor detalle 
en el componente de la contingencia, este espacio no ha sido suficiente para impulsar la 
agenda de género en entornos organizativos democráticos. Prueba de la debilidad de este 
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impulso es la ausencia en la mayoría de organizaciones sindicales de una institucionalidad 
de género fuerte y la resistencia de una parte importante de sus liderazgos femeninos a este 
tipo de iniciativas. 
 
El contenido de la agenda de género 
 
¿Significa lo anterior que el tema del género no está presente en la estructura social de los 
sindicatos democráticos? Los hallazgos de la presente investigación, donde las lideres 
sindicales fueron interrogadas sobre las problemáticas de las mujeres trabajadoras en sus 
empresas, nos permite afirmar que el género sí es un elemento central de la propia 
estructura social del sindicato. 
 
En primer lugar, el principal problema que enfrentan las trabajadoras sindicalizadas es la 
conciliación del trabajo con sus hijos y responsabilidades familiares, en particular si 
además son las proveedoras principales de ingresos. Sin embargo esta tensión entre el 
trabajo y los roles de género en el ámbito familiar adquiere distintos matices para las 
telefonistas, sobrecargos y agentes aseguradoras. En Metlife, donde prevalece una cultura 
corporativa centrada en la competitividad constante, las mujeres que son madres y no 
pueden extender su jornada de trabajo no son consideradas para los ascensos. Es decir, el 
no tener disposición de tiempo es percibido como algo negativo para el desarrollo 
profesional:  
 
“El problema de los horarios porque si te vas a tu hora, entonces te vas temprano. 
Pero ¡no me estoy yendo temprano, me estoy yendo a mi hora! (…) Ese sí es un 
problema porque al final si no te quedas un poco más, no tienes disposición [de 
tiempo], no eres una persona que aporta al área y en ese sentido sí he visto que no 
son tomadas en cuenta [en un ascenso]” (Entrevista SINTRAMETLIFE) 
 
Esta preocupación por la conciliación entre la profesión y el rol de madre es 
particularmente importante para las mujeres que son sobrecargos y deben pasar varios días 
sin poder estar con sus hijos. La profesión de sobrecargo implica un gran desgaste físico, 
trabajo nocturno, horas extra, con pocos descansos e incluso tener que dormir varias noches 
lejos de casa. Este distanciamiento en la crianza de los hijos se traduce habitualmente en 
depresión porque no pueden estar junto a sus hijos cuando se enferman o pasar las 
navidades o cumpleaños: 
 
“Bueno el principal problema es dejar a la familia y más las que somos mamás pues 
no es nada fácil irte y dejar a tu hijo cinco días y aunque esté con tu papá o su 
abuelita pues es difícil. Se acostumbran los niños, porque al final los niños se tienen 
que acoplar al estilo de vida que tienen sus papás, pero no deja de ser complicado” 
(Entrevista en la ASSA) 
 
“Yo creo que no hay sobrecargo que alguna vez no se haya ido a un vuelo con la 
culpabilidad de dejar al hijo, aunque al final de cuentas lo entiendas y digas: ¿no? 
Pues tengo que ir porque es mi trabajo y porque me voy para poder darte lo mejor. 
No te dejas de sentir a veces culpable por no estar aqui cuando se enfermó y le dio 
temperatura en la noche” (Entrevista en la ASSA) 
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Para las madres telefonistas, en cambio, el problema principal es de índole material: la 
estabilidad en el empleo. En la medida que un gran número de trabajadoras son madres 
solteras o al menos la principal fuente de ingresos de sus familias, su mayor preocupación 
es su propio trabajo. Ante el conjunto de reformas en materia de Telecomunicaciones existe 
una gran incertidumbre respecto del futuro de Telmex y por tanto del futuro de la planta de 
trabajadores que no tienen aún edad para jubilarse. Por tanto, como jefas de familia, la 
principal preocupación de las telefonistas es mantener su fuente de empleo. 
 
“Sus temas que más les preocupan es la cuestión laboral, les preocupa sacar 
adelante su familia sus hijos, seguir manteniendo su trabajo, es algo muy importante 
que yo he visto en todas nuestras mujeres, ganar mucho dinero, somos muy 
ambiciosas” (Entrevista STRM) 
 
“Yo como telefonista me incluyo que lo más…El temor que nosotras tenemos 
primero es quedarnos sin trabajo. Sí…estar en la zozobra de qué va a pasar…¿va a 
continuar la empresa? ¿qué va a pasar con la ley de telecomunicaciones? ¿la ley 
reglamentaria? O sea, siempre ese temor de que queremos que prevalezca nuestra 
fuente de trabajo” (Entrevista STRM) 
 
Además de las necesidades prácticas de género en torno al rol de madre, las trabajadoras 
sindicalizadas también les preocupa su nivel de ingresos para poder seguir manteniendo a 
su familia y sus hijos. En particular, este tema adquiere una gran relevancia para las 
trabajadoras sindicalizadas que son madres en el Metlife. En virtud de los testimonios 
recabados por las representantes sindicales, las trabajadoras están preocupadas por poder 
mejorar sus ingresos pero normalmente los ascensos implican ocupar un cargo de 
confianza, y por tanto mayor disponibilidad horario y menor estabilidad en el empleo. De 
esta forma se produce una tensión difícil de resolver para aquellas mujeres que asumen el 
rol de jefas de familia y además son personal sindicalizado. En Metlife, donde la mayoría 
de trabadores son personal de confianza, se comparte la creencia de que las personas 
sindicalizadas trabajan poco, son perezosas y problemáticas. En consecuencia, ser mujer, 
madre y personal sindicalizado te ubica en una posición de desventaja para el desarrollo 
profesional en la empresa. 
 
“En un curso de la empresa (…) un compañero [no sindicalizado] dijo: (…) yo he 
notado que las personas sindicalizadas son bastante flojas y como siempre se 
apoyan en el sindicato ¡pues a mi no se me hace justo que esas personas estén en la 
empresa (…) porque ellos nada más dicen yo soy sindicalizado y a mi no me tocas” 
(Entrevista en SINTRAMETLIFE)  
 
Según las mujeres dirigentes, otros temas de la agenda de género como son el acoso sexual 
y el embarazo ocuparían una posición de menor importancia para las mujeres 
sindicalizadas. Esta situación llama la atención, sobretodo en el gremio de sobrecargos 
donde suele ser habitual el acoso sexual por parte de los compañeros, en particular los 
pilotos, que tienen una imagen de la mujer sobrecargo como personal de servicio, lejos de 
la idea de personal de seguridad. Lo anterior ni significa que no exista el problema del 
acoso sexual, pero para las líderes sindicales no es un asunto prioritario en la medida que 
hay muy pocas denuncias, quizás por temor a perder su fuente de empleo. Ante un entorno 
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amenazante donde un escenario posible son los despidos masivos, el acoso laboral o el 
acoso sexual pareciera la menor de las preocupaciones de las mujeres trabajadoras, que 
temen que su empresa pueda desaparecer por la competencia del mercado donde prevalecen 
empresas con sindicatos de protección patronal (Interjet, Volaris, MAPHRE, AXXA, 
Telcel) o el propio gobierno, a partir de las iniciativas de reforma del sector de naturaleza 
aún más liberalizadora. 
 
En resumen, el género está presente en la estructura sindical. Sin embargo, en su estructura 
formal-normativa su grado de institucionalización es aún muy débil debido, principalmente, 
a que no ha sido considerado un asunto prioritario para los miembros del gobierno del 
sindicato. Sólo el STRM cuenta con una Secretaria de Equidad de Género, mientras el 
SINTRAMETLIFE y la ASSA no han considerado necesaria su conformación. ¿Significa 
ello que el tema de género no es una variable a considerar en la estructura social de los 
sindicatos? Todo lo contrario. Los testimonios de las lideres sindicales dan cuenta de cómo 
los roles de género, en particular el de madre y jefa de familia, son parte de las 
preocupaciones centrales de las mujeres trabajadoras sindicalizadas. Incluso en el caso 
extremo, en el SINTRAMETLIFE, ser mujer, madre y personal sindicalizado se convierte 




Entre los hallazgos de la investigación y la contribución a la literatura sobre la 
representación y la calidad de la democracia hay varios puntos que destacar. 
 
Primero, la doble transición económica y política en México se tradujo también en una 
doble transición por parte de algunas organizaciones pertenecientes sindicalismo 
mexicano independiente, que son excepcionales en un sindicalismo mayoritariamente 
corporativo y vertical. La secuencia de este proceso es crucial: la democracia sindical solo 
logra emerger cuando se sigue una secuencia inversa al proceso macro-estructural: primero 
emerge la independencia del corporativismo, después la democracia y en último término la 
privatización de la empresa.  
 
Segundo, el tipo de democracia sindical que perdura en el mundo del trabajo en 
México combina un tipo de gobierno híbrido, donde las reglas democráticas se combinan 
con prácticas autoritarias y la concentración del poder en una minoría experta, frente a una 
base sindicalizada desmovilizada y despolitizada. Es decir, la democracia sindical mexicana 
no es otra cosa que el resultado de un entorno de contantes amenazas, donde la patronal es 
uno de los actores más fuertes gracias al apoyo (complicidad) del propio Estado, y donde el 
ideal de democracia pluralista de Lipset difícilmente puede cumplirse. Sin embargo, este 
gobierno híbrido no puede confundirse con la ley de hierro de Michels, puesto que los 
supuestos de permanencia en el poder no son el prestigio o la ganancia económico, sino la 
sobrevivencia del propio sindicato.  
 
Tercero, los nuevos temas de la agenda sindical como el género y los derechos de las 
mujeres trabajadoras no han logrado emerger con fuerza a pesar de los liderazgos de 
mujeres debido a la precarización de las condiciones de trabajo. En efecto, la ruptura del 
pacto social y del régimen de bienestar posrevolucionario no permite que otras demandas 
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de justicia e igualdad social puedan avanzar en el espacio de los sindicatos. Ante una 
constante precarización de las condiciones de trabajo, la agenda se vuelve defensiva y no 






ASPA (Asociación Sindical de Pilotos Aviadores) 
ASSA (Asociación Sindical de Sobrecargos de Aviación)  
CEN (Comité Ejecutivo Nacional) 
CTM (Confederación de Trabajadores de México) 
CROC (Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos) 
CROM (Confederación Regional Obrera Mexicana) 
ENCUP (Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas)  
FAT (Frente Auténtico del Trabajo) 
IFE (Instituto Federal Electoral) 
JFCA (Junta Federal de Conciliación y Arbitraje) 
LFT (Ley Federal del Trabajo) 
METLIFE (Metropolitan Life)  
Sintahisa (Sindicato de Trabajadores de Aseguradora Hidalgo)  
SINTRAMETLIFE (Sindicato de Trabajadores de Metlife) 
STRM (Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana) 
TELMEX (Teléfonos de México) 
PAN (Partido de Acción Nacional) 
PRI (Partido Revolucionario Institucional) 
PRD (Partido de la Revolución Democrática) 
PSD (Partido Socialdemócrata Alemán) 
SNTE (Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación) 
SNTAS (Sindicato Nacional de Trabajadores de Aviación y Similares)  
SNTTAM (Sindicato Nacional de Trabajadores y Técnicos de Aeronaves de México)  
TLCAN (Tratado de Libre Comercio de América del Norte) 





Abramo, Lais y Rangel, Marta y (1995) “Negociación colectiva e igualdad de género en 
América Latina: un análisis comparativo” en América Latina. Negociación Colectiva y 
Equidad de Género, Rangel, Marta y Lais Abramo (eds.) (1995) OIT: Chile.  
V.L. Allen (1954) Power in Trade Unions: A Study of Their Organization in Great Britain. 
Longmans, Green. 
Bensusán, Graciela y María Lorena Cook (2003) “Political transition and labor 
revitalization in Mexico”, en Cornfield, Daniel y Holly McCammon (eds) Labor 
revitalization: global perspectives and new initiatives. Oxford: Research in the Sociology of 
Work vol. 11. 
 71 
Bensusán, Graciela y Kevin Middlebrook (2013) Sindicatos y política en México: cambios, 
continuidades y contradicciones. FLACSO México: México. 
Bensusán, Graciela (2000) “La democracia en los sindicatos: enfoques y problemas”, en De 
la Garza, Enrique (Coord) (2000) Tratado Latinoamericano de Sociología del Trabajo. 
México: Colegio de México-FLACSO-UAM-FCE;  
Brickner, Rachel (2010) “Feminism Activism, Union Democracy and Gender Equity 
Rights in Mexico”, Journal of Latin American Studies Vol. 42, November 2010. 
Cambridge University Press. 
Briskin, Linda (1993) “Union Women and Separate Organizing” en Women Challenging 
Unions: Feminism, Democracy, and Militancy, ed. Linda Briskin and Patricia McDermott, 
89-108. University of Toronto Press: Toronto. 
Bouzas Ortiz, José Antonio (2003) Democracia sindical en el sector bancario. UAM-IET-
Plaza y Valdes: México. 
Cook, Alice H. (1963) Union democracy: practice and ideal, an analysis of four large local 
unions. Editorial: Cornell University, Ithaca, New York (1963) 
De la Garza Toledo, Enrique (2001) Democracia y cambio sindical en México. México: 
UAM-Centro Americano para la Solidaridad Sindical Internacional-Plaza y Valdés;  
___________(2003) La democracia de los telefonistas. UAM-IET-Plaza y Valdes: México. 
Devakidevi, Puvvada (1989) “A Participatory Dimension of Union Democracy: 
Comparative Analysis”. Indian Journal of Industrial Relations Vol. 24, No. 4 (Apr., 1989), 
pp. 416-425 
Eaton, Jonathan (2006) “Union Democracy and Union Renewal. The CAW Public Review 
Board” Industrial Relations Vol. 61, nº 2.  
Edelstein, J. David (1967) “An organizational theory of Union Democracy”, American 
Sociological Review, Vol. 32, No 1, Feb 1967. 
Elizondo Mayer-Serra, Carlos y Benito Nacif (comp.) (2002) Lecturas sobre el cambio 
político en México. México: FCE-CIDE. 
Gatica Lara, Ignacio (2003) Democracia y construcción de legitimidad en el SITUAM. 
UAM-IET-Plaza y Valdes: México. 
Geering, John (2004) “What Is a Case Study and What Is It Good for?” American Political 
Science Review, Vol. 98, No 2, May 2004. 
Harrison y Freeman (2004)”Democracy in and around organizations: Is Organizational 
Democracy Worth the Effort?” The Academy of Management Executive (1993-2005) Vol. 
18, No. 3 (Aug., 2004), pp. 49-53 
Mauricio, Roxana (2010) Enfoque de género en las instituciones laborales y las políticas 
del mercado de trabajo en América Latina. CEPAL: Chile.  
Munro, Anne (2001) “A feminist trade union agenda? The continued significance of class, 
gender and race”, en Gender, Work and Organization, Vol. 8, No 4. October 2001.  
Nikki Craske and Maxine Molyneux(ed.) Gender and the Politics of Rights and Democracy 
in Latin America. New York: Palgrave. pp. 32-56. 
Jiménez Najera, Yuri (2003) Democracia académico-sindical y reestructuración educativa 
en la UPN. UAM-IET-Plaza y Valdes: México. 
Nyden, Philip W. (1985) “Democratizing Organizations: A Case Study of a Union Reform 
Movement” American Journal of Sociology, Vol. 90, No. 6 (May, 1985), pp. 1179-12 
Kanter, R. (1977), “Some effects of proportion on group life: skewed sex ratios and  
responses to Token Women”,  American Journal of Sociology, vol. 82, no. 5: 965-990. 
 72 
Kerr, Jeffrey L. (2004) “The Limits of Organizational Democracy” Academy of 
Management Executive, 2004, Vol. 18. No. 3  
Kirton, Gill (2006) The making of women trade unionists. Ashgate Publishing Limited: 
London.  
__________(2005) “The influence of women joining and participating in unions”, en 
Industrial Relation Journal 36(5): 386-401. 
Kirton, Gill y Geraldine Healy (1999) “Transforming union women: the role of women 
trade union officials in union renewal”, en Industrial Relations Journal Vol. 30, N1.  
Kuhn, Dennis y Charles E. Zech (1986) “Labor Law and the political process in labor 
unions: Leviathan verssu Voter-responsive democracy”, Union Politics, Vol.37, No 5, May 
1986. 
Landsberger, Henry A. and Charles L. Hulin (1961) “A problem for Union Democracy: 
Officer’s attitudes toward unión members”, Industrial and Labor Relations Review Vol. 14 
Issue 3, April 1961. 
Levitsky, Steven y Lucan Way (2010) Competitive authoritarianism. USA: Cambridge 
University Press. 
Leyva Piñas, Marco Antonio y Javier Rodriguez Lagunas (2003) Democracia y legitimidad 
en los sindicatos de la aviación. UAM-IET-Plaza y Valdes: México. 
Linz, Juan (1996) Michels y su contribución a la sociología política. Fondo de Cultura 
Economica: México. 
Lipset, Seymour Martin; Martin Trow; James Coleman (1956) Union democracy. The 
internal politics of the international typographical Union. N.Y: Anchor Books Doubleday & 
Company, Inc. 
López, Mercedes; Inés González y Ana Lau Jaiven (2006) (Coords) Deconstruyendo 
paradigmas del poder sindical. México: Fundación Ebert Stiftung-UAM. 
López, Mercedes (2007) Luces y sombras del sindicalismo mexicano. México: Fundación 
Friedich Ebert Stiftung. 
March, James G. Y Johan P. Olsen (1989) Rediscovering Institutions. The organizational 
basis of politics. The Free Press: New York, USA. 
Magrath, C.Peter (1959) “Democracy in overalls: the futile quest for Union Democracy”, in 
Industrial and Labor Relations vol. 12, nº4. 
MACIVER, Robert Morrison. Power transformed. Macmillan, 1964. 
Michels, Robert (1915) Political parties; a sociological study of the oligarchical tendencies 
of modern democracy. Translated into English by Eden Paul and Cedar Paul. New York: 
The Free Press. From the 1911 German source.  
Middlebrook, Kevin J. (1995) The paradox of revolution. Series en Political Science: Latin 
American Studies. Baltimore, USA: Johns Hopkins University. 
Nyden, Philip W. (1985) “Democraticing organizations: a case study of unión reform 
movement”, American Journal of Sociology, Volume 90, Numer 6. 
O’Donnell, Guillermo (2004) “Notas sobre la democracia en América Latina”, en La 
Democracia en América Latina. USA: PNUD.. 
Pettit, Phillip (2009) “Varieties of public representation”, en Political Representation 
(2009) Editado por Shapiro, Ian y Susa Stokes. United Kingdom: Cambridge University 
Press.   
Pezaro, Alan S.(1974)” Rawlsean Theory and Organizational Democracy: A Reply” 
Public Administration Review Vol. 34, No. 4 (Jul. - Aug., 1974), pp. 420-422 
 73 
Pitkin, Hanna Fenichel (1972) The concept of representation. California: University of 
California Press. 
Pitkin, Hanna (1985) El concepto de representación. Madrid: Centro de Estudios 
Constitucionales. 
Pizzorno, Alejandro et al (1978) Eocnomía política en la acción sindical. Cuadernos de 
Pasado y Presente. Argentina: Ediciones Pasado y Presente.  
Ramírez, Miguel Ángel (2011) “Los sindicatos blancos de Monterrey” (1931-2009), en 
Revista Frontera norte vol. 23, no. 46 México jul/dic 2011.  
Ruiz, Alvaro y Mario Gambacorta (2011) Régimen Electoral Sindical. Análisis y 
propuestas. Argentina: Editorial Punto de Encuentro. 
Sartori, Giovanni (2009) Teoría de la democracia. El debate contemporáneo. Madrid: 
Alianza Editorial. 
Sartori, Giovanni (2011) Elementos de teoría política. Alianza Editorial: México.. 
Schmitter, Philippe C;Wolfgang Streeck, Gerhard Lehmbruch (Coord) (1992) 
Neocorporativismo: más allá del Estado y el mercado. México: Alianza. 
Seidman, Joel (1958) “Some Requirements for Union Democracy” The American 
Economic Review Vol. 48, No. 2, Papers and Proceedings of the Seventieth Annual 
Meeting of the American Economic Association (May, 1958), pp. 35-43 
Seidman, Joel  (1953) Democracy in Labor Unions. Journal of Political Economy, Vol. 61, 
No. 3 (Jun., 1953), pp. 221-231 
Solis de Alba, Alicia (2002) El movimiento sindical pintado de magenta. Productividad, 
sexismo y neocorporativismo. México: Itaca. 
Stratton, Kay (1989) “Union Democracy in the International Typographical Union: Thirty 
years later”, Journal of Labour Research, Volume X, Number 1, Winter 1989. 
Stein, Emanuel (1963) “The Dilemma of Union Democracy” Annals of the American 
Academy of Political and Social Science, Vol. 350, The Crisis in the American Trade-
Union Movement (Nov., 1963), pp. 46-54  
Stepan-Norris, Judith y Maurice Zeitlin (1995) “Union democracy, radical lidership, and 
the hegemony of capital”, American Sociological Review, Vol. 60, No 6 (Dec.1995) 
_______ (1996) “Insurgency, Radicalism and Democracy in America’s Industrial Union” , 
Social Forces, Vol. 75. No 1 (Sep.1996). 
Stepan-Norris, Judith (1997) “The making of Union Democracy” Social Forces Vol. 76, No 
2 (Dec.1997) 
Strauss, George y Daniel G. Gallagher (1991) “Union Membership Attitudes and 
Participation” IRLE WORKING PAPER #29-91 May 1991 
Summers, Clyde W. (2000) “From Industrial Democracy to Union Democracy”, Journal of 
Labor Research Number 1, Volume XXI, Winter 2000. 
Taft, Philip (1948) “Democracy in trade unions”, The American Economic Review, Vol. 
36, No 2, (May 1946) 
Urbinati, Nadia (2006) Representative Democracy. Principles and Genealogy. London: The 
University of Chicago Press. 
Verba, Sidney (1961) Small groups and political behaviour. A study of leadership. 
Princeton University Press: New Jersey, USA. 
Warner, 1976), 
